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INTRODUCCIÓN

El presente informe es un intento de síntesis elaborado a partir de los informes nacionales so-
bre derecho del trabajo en seis países árabes: Argelia, Egipto, Jordania, Marruecos, Palestina y
Túnez. Dichos informes fueron presentados en el Encuentro de Expertos del Foro Euromed im-
plicados en estudio comparativo de derecho del trabajo en los países árabes asociados.

Este documento se plantea como una síntesis que incluye, en la medida de lo posible, todos los
temas tratados en los informes nacionales. 

Se concede un margen de maniobra para estructurar los temas y enriquecerlos en función del
plan definitivo adoptado para elaborar este estudio comparativo. No obstante, la mayor parte
de la información contenida en el documento se ha extraído de los informes nacionales. 

Previamente, consideramos útiles y necesarias a modo de introducción del estudio unas obser-
vaciones preliminares.

1- Contexto general sobre el origen y la evolución del derecho del trabajo en los países
árabes: 

Desde una perspectiva histórica, el origen del derecho del trabajo en los países árabes es rela-
tivamente reciente. Se sitúa más o menos a principios del siglo XX, en un período en el que las
sociedades árabes apenas comenzaban a estar afectadas por el fenómeno de la industrializa-
ción. En efecto, antes de esta época las sociedades mencionadas eran prevalentemente rurales
y la legislación laboral, en el sentido moderno de la expresión, era inexistente. Las relaciones
laborales se regían más bien por los usos y costumbres de cada gremio profesional. 

Fue sobre todo en el contexto de la colonización y con la implantación de pequeñas industrias
y el desarrollo comercial, cuando los países árabes comenzaron a ver los primeros hitos de la le-
gislación laboral. 

Este contexto histórico que dio origen al derecho del trabajo en los países árabes explica, al
menos en parte, las divergencias actuales entre las distintas legislaciones de estos países. En
efecto, la herencia colonial dejó huellas en la evolución de los diferentes ordenamientos jurí-
dicos de los países árabes. De modo que no es difícil constatar que algunos de estos países fue-
ron influidos por la legislación francesa, mientras que en otros predominó la influencia del
sistema anglosajón. 

Luego, los Estados nacionales surgidos tras la independencia optaron por sistemas políticos di-
ferentes, y esta diversidad política dio lugar inevitablemente a decisiones económicas y socia-
les diferentes. Se añaden a estos factores las particularidades inherentes al movimiento sindical
de cada país implicado, así como las relaciones que mantiene con la autoridad estatal. 

Ahora bien, pese a las divergencias existentes en las normas jurídicas en vigor, podemos ob-
servar que los países árabes afrontan hoy los mismos problemas económicos y sociales rela-
cionados con la integración de sus sistemas en la globalización y la liberalización comercial.
No es difícil, por tanto, constatar que el derecho del trabajo en estos países sufre, de manera
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más o menos importante, la influencia de los cambios económicos generados por el reforza-
miento de la función del mercado y de la iniciativa privada. La adhesión de los países árabes a
la Organización Mundial del Comercio y la ratificación de los Acuerdos de Asociación y
Colaboración con la Unión Europea no hacen más que acentuar esta tendencia a la evolución
del derecho del trabajo tanto en el contenido de sus normas como en sus fuentes. 

2- Fuentes jurídicas del derecho del trabajo:

Tanto en los países árabes como en los demás, las fuentes del derecho del trabajo se caracterizan
por su multiplicidad y su diversidad y, en general, se distingue entre fuentes internacionales y fuen-
tes nacionales. 

- Las normas internacionales son de obligado cumplimiento en el derecho nacional a partir de
su ratificación, lo que traduce el compromiso por parte del Estado de cumplir las disposi-
ciones de estas normas. En derecho del trabajo, las fuentes internacionales se componen bá-
sicamente de convenios internacionales del trabajo1. Cabe mencionar también otros
instrumentos internacionales, como los convenios elaborados en el marco de la
Organización Árabe del Trabajo, aunque estos convenios se limitan, por lo general, a re-
producir las mismas normas elaboradas por la Organización Internacional del Trabajo.
Conviene mencionar igualmente los Acuerdos de Asociación firmados con los países de la
Comunidad Europea que contienen disposiciones relativas a los trabajadores, muchas veces
imprecisas en su formulación, que consagran por ejemplo el principio de no discriminación
basada en la nacionalidad. 

- Respecto a las fuentes nacionales, hay que distinguir entre fuentes estatales y fuentes profe-
sionales. En el caso de las fuentes estatales, figura en primer lugar la Constitución como Ley
fundamental. A este respecto, observamos que el espacio otorgado a las normas sociales en
la Constitución varía según el país. Algunas constituciones dedican abundantes normas a fa-
vor de los trabajadores. Así ocurre, por ejemplo, con la Constitución argelina que desarro-
lla ampliamente los derechos fundamentales de los trabajadores, es decir derecho al trabajo,
derecho sindical, derecho de huelga, derecho a la negociación colectiva y derecho a la se-
guridad social. En otros países como Egipto y Túnez, la Constitución afirma el derecho sin-
dical, el derecho al trabajo y el derecho a la seguridad social. Ahora bien, otras
constituciones tienen un contenido muy limitado en materia de derecho del trabajo.
Observemos sobre todo que las constituciones no consagran siempre explícitamente el de-
recho de huelga y el derecho a la negociación colectiva. 

Por debajo de la Constitución, existen varias fuentes estatales compuestas esencialmente
por textos legislativos y reglamentarios. Algunos países optaron por la codificación de la
legislación social, al contrario de otrosque hasta la fecha no disponen aún de Código del
Trabajo. Es el caso de Marruecos donde hay un proyecto para la realización de este códi-
go, pero al parecer no ha conseguido la aprobación de todos los agentes sociales.

1 Véase en anexo los cuadros sobre el estado de ratificación de los convenios internacionales del trabajo
por parte de los países árabes.
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Observamos también que los principios del derecho musulmán se mencionan en algunos
países como una fuente normativa directa de la legislación nacional, como sucede en
Egipto y Jordania, mientras que en otros países el derecho musulmán sólo cumple un pa-
pel de fuente de inspiración muy limitada, sin considerarse una fuente normativa directa. 

La jurisprudencia constituye también una fuente de derecho del trabajo. Ahora bien, en es-
te ámbito el poder creador de los jueces está, en general, poco desarrollado 2. 

Respecto a las fuentes laborales, cabe observar sobre todo la importancia de los convenios
colectivos que completan en muchos casos las fuentes estatales a través de disposiciones
que tienen en cuenta la especificidad de los sectores o centros afectados. Por el contrario,
el lugar de los usos y costumbres se va debilitando con el desarrollo de las fuentes escritas.
Así mismo, el lugar que ocupa el reglamento interno de la empresa sigue siendo subsidia-
rio, si bien observamos que en Argelia se está utilizando dicha fuente como instrumento de
gestión interna del organismo empleador.

Finalmente, el papel del contrato individual de trabajo como instrumento que determina
obligaciones recíprocas de las partes sigue siendo, en numerosos casos, muy limitado, aun-
que se observa en algunos países una tendencia a la contractualización de las relaciones la-
borales. 

Al tratarse de relaciones entre las diferentes fuentes del derecho del trabajo, el sistema ju-
rídico adoptado en los países árabes, como en otros lugares, es el de la jerarquía clásica de
las normas que pone, a menudo, en primer lugar la Constitución como fuente fundamental,
seguida de los instrumentos internacionales ratificados, y luego de las demás fuentes na-
cionales de rango inferior a la constitución es decir, la leyes, los reglamentos, los convenios
colectivos, la jurisprudencia, la costumbre, el reglamento interno de empresa y el contrato
individual de trabajo.

No obstante, debemos añadir que el derecho del trabajo está en muchos casos marcado por
la noción de orden público social, y esto significa que, en lugar de constituir una jerarquía
stricto sensu, las diferentes fuentes se completan y se encajan de modo que se tienda a me-
jorar la suerte de los trabajadores. Así, las fuentes estatales fijan con frecuencia los dere-
chos mínimos del trabajador, quedando prohibido establecer condiciones inferiores. Sobre
esta base las fuentes laborales, en particular los convenios colectivos y los contratos indi-
viduales de trabajo pueden otorgar ventajas complementarias o estipular cláusulas más fa-
vorables para los trabajadores. 

2 Igual ocurre con la doctrina ya que en la mayoría de los países árabes su función en derecho del trabajo,
aún no está suficientemente desarrollada.
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PRIMERA PARTE:

RELACIONES INDIVIDUALES DE TRABAJO

La función tradicional del derecho del trabajo es proteger al trabajador asalariado, considera-
do la parte débil del contrato, con disposiciones obligatorias que consagran la noción de orden
público social.

Además de este aspecto clásico, el derecho del trabajo se orienta hoy, cada vez más, hacia la
cuestión del empleo convertida en uno de los temas centrales de toda política social moderna,
tanto en los países árabes como en otros lugares. 

Párrafo 1: Disposiciones protectoras del derecho del trabajo 

La función protectora del derecho del trabajo en los países árabes se manifiesta esencialmente
a través de las disposiciones relativas al salario, al tiempo de trabajo y al derecho de descanso,
así como a la protección de los trabajadores frente a los riesgos laborales. 

1- Disposiciones relativas al salario: 

En todos los países árabes, a la hora de fijar los salarios, observamos una distribución de las
tareas entre el Estado, los agentes sociales y las partes del contrato laboral.

Así, el Estado determina el salario mínimo garantizado, que varía según el sector de actividad.
En muchos casos se fija por vía reglamentaria, si bien podemos señalar que en Jordania, la ley
impone la creación de una comisión mixta, integrada por representantes del Ministerio del em-
pleo y representantes de los trabajadores y los empresarios, encargada de determinar y revisar
el salario mínimo. 

En todos los países existen disposiciones penales que sancionan el incumplimiento del salario
mínimo garantizado. Ahora bien, estas disposiciones no son siempre eficaces, en particular en
el sector informal donde el control de la aplicación de la legislación social resulta muchas ve-
ces muy débil. 

Además, los agentes sociales, es decir las organizaciones sindicales y empresariales, intervie-
nen a través de convenios colectivos para determinar los salarios, en un sector de actividad o
en una empresa determinada, en función de la calificación laboral. Es obvio decir que estos sa-
larios por convenio no pueden ser inferiores al salario mínimo garantizado. 

El Estado controla a menudo, directa o indirectamente, las negociaciones salariales, constitu-
yendo así, en este ámbito, un límite al principio de libertad de negociación 3. 

3  Sobre el derecho a la negociación colectiva en general, ver a continuación, 2ª parte.
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El contrato individual de trabajo puede incluir también cláusulas relativas al salario aportando
mejoras respecto a los salarios negociados colectivamente. Observamos en este aspecto una
tendencia, en algunos países, a la individualización de los salarios en función del rendimiento
de los trabajadores. Esta tendencia traduce la idea según la cual se debería vincular más la re-
muneración a los resultados de la empresa. Así, por ejemplo, el Código de Trabajo tunecino, a
raíz de la reforma introducida por la Ley n° 62 de 15 de julio de 1996, dispone que «se puede
fijar una parte de la remuneración sobre la base de la productividad en virtud de los acuerdos
firmados en el seno de la empresa entre el empleador y los representantes de los trabajadores»4.

Se trata de una flexibilización del sistema de remuneración combinando el salario con el tiem-
po y el salario por rendimiento. Ahora bien, la eficacia de este sistema requiere que se fijen con
precisión las normas de productividad de la empresa, pero en muchas ocasiones éstas no exis-
ten. 

Por otro lado, la ley consagra en todos los países el principio de igualdad de remuneración pa-
ra un trabajo igual. Pero al parecer este principio no se cumple correctamente en la práctica, se
constatan a veces discriminaciones que afectan, en particular, a las mujeres y los trabajadores
temporales.

La ley prevé también disposiciones protectoras relativas al pago de los salarios, como la fija-
ción de la periodicidad y del lugar de pago, la determinación de las partes inembargables e in-
transferibles de los salarios, así como los procedimientos relativos al embargo y la cesión que
pudieran realizarse sobre el salario. 

Hay también disposiciones específicas para proteger el derecho al salario en el caso particular
de insolvencia del empleador. En Jordania, en Egipto y en Argelia, por ejemplo, la ley atribu-
ye al salario la garantía de privilegio general, clasificado en el primer rango por delante de las
demás deudas, inclusive las del tesoro público. El derecho tunecino estipula también que se pa-
gará la parte inembargable del salario antes de cualquier otra deuda, independientemente de su
rango de privilegio, y que los otros salarios y derechos de los trabajadores se abonarán antes
que las deudas contraídas ante Hacienda. Así mismo, le ley prevé que la Caja Nacional de
Seguridad Social se hará cargo del pago de los salarios e indemnizaciones de los trabajadores
despedidos por motivo económico o tecnológico en el caso de que estos trabajadores no pu-
dieran percibir los importes que les corresponde legalmente debido a la suspensión de pagos
de la empresa. Normalmente, la Caja de Seguridad Social abona los importes que legalmente
corresponden al trabajador asalariado y a continuación persigue a la empresa deudora para re-
cuperar los importes abonados. Ahora bien, este sistema presenta el riesgo de que la Caja de
Seguridad Social tenga que asumir las deudas salariales sin recibir después el reembolso por la
insolvencia del empleador, lo que generaría consecuencias negativas en el equilibrio financie-
ro de la Seguridad Social. 

4  Artículo 134-3.
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2- Disposiciones relativas al tiempo de trabajo y los períodos de descanso: 

- En todos los países árabes, el legislador determina el tiempo de trabajo, aunque a veces se re-
mite a los convenios colectivos para introducir en determinados sectores disposiciones más fa-
vorables a los trabajadores asalariados. Ahora bien, la Ley no especifica la noción de tiempo
de trabajo. Por el contrario, fija la duración máxima de trabajo por semana, variando según los
países. Muchas veces, esta duración es igual a 48 horas semanales, pero en algunos países la
ley fija una duración inferior a las 48 horas por semana. Es el caso de Palestina donde la dura-
ción semanal del trabajo es de 45 horas, y en Argelia, en general, de 40 horas. 

Así mismo, la ley establece la duración de la jornada laboral, si bien en este aspecto hay muchas
divergencias entre las legislaciones de los países árabes. Observemos únicamente que en muchas
ocasiones el tiempo real de trabajo es de 8 horas diarias, pero hay una gran flexibilidad por de-
terminadas derogaciones especiales destinadas a alargar, en ciertos tipos de actividad, la duración
de la jornada laboral por encima del límite previsto, o también recurriendo a horas extraordina-
rias previa autorización de la Inspección de Trabajo. Estas horas extraordinarias son remuneradas
con un suplemento cuyo tipo, fijado por ley, varía según el país. 

Existen también, en los diferentes países, disposiciones específicas para ciertas categorías de
trabajadores, en particular para mujeres y jóvenes trabajadores. De forma que le ley prohíbe
con frecuencia el trabajo nocturno de mujeres y niños, si bien esta prohibición no es total.
Varias derogaciones reguladas por ley la han ido moderando. 

- En cuanto al tiempo de descanso, observamos que en todos los países árabes la ley consagra: 

· El derecho al descanso semanal de 24 horas consecutivas 

· El derecho a vacaciones anuales remuneradas. En relación a la duración de las vacaciones,
la diversidad es importante en función del país. Cabe precisar, sobre todo, que para prote-
ger el derecho a las vacaciones, la ley declara a veces nulo todo acuerdo que incluya la re-
nuncia del trabajador a este derecho, inclusive cuando se le concede una indemnización
compensatoria. Pero, por falta de un control eficaz, los trabajadores asalariados «renuncian»
a su derecho a vacaciones anuales y siguen, de hecho, trabajando todo el año sin descansar. 

· El derecho a la baja por maternidad, concedido a la mujer con motivo del parto. La dura-
ción de este descanso varía según los países. Durante esta baja, el contrato de trabajo se sus-
pende y la mujer tiene derecho bien al salario que, en algunos países, es abonado por el
empleador o bien, en otros, a una indemnización compensatoria retribuida por la Seguridad
Social. Normalmente, el descanso por maternidad de la mujer no puede ser causa de ruptu-
ra del contrato de trabajo. Esta solución está recogida en la legislación de todos los países,
si bien en muchos casos el despido está sancionado con el pago de daños y perjuicios y no
con su nulidad. Por otro lado, sólo la legislación marroquí contempla sanciones penales des-
tinadas a proteger el empleo de la mujer gestante. 

· El derecho a descanso durante los días festivos no trabajados y remunerados. Son jornadas
libres que se conceden para celebrar la conmemoración de ciertos eventos nacionales o re-
ligiosos. 

- El derecho a días libres especiales, se conceden por diversos motivos: eventos sucedidos en la
familia, cumplimiento de un deber legal o religioso, participación en una actividad sindical…
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3- Disposiciones relativas a la protección de la integridad física de los trabajadores asa-
lariados frente a los riesgos profesionales:

En todos los países la ley impone unas obligaciones de seguridad a cargo del empleador, quien
debe tomar las medidas necesarias y adecuadas para proteger la salud de los trabajadores y pre-
venir los riesgos laborales.

El empleador tiene también la obligación de cumplir las disposiciones de la ley sobre indem-
nización de los daños derivados de accidentes o enfermedades laborales.

Ahora bien, no está de más decir que, en este ámbito concreto, la ley dista mucho de se eficaz.
Pese a los múltiples textos que regulan con todo detalle las condiciones de higiene y seguridad
en el trabajo, la realidad certifica que la prevención frente a los riesgos laborales tiene aún, en
general, un gran recorrido para ser eficaz. 

Párrafo 2: El derecho del trabajo y el empleo 

Si bien facilita el acceso al empleo y crea cierta protección frente al despido, la legislación so-
cial en los países árabes otorga una flexibilidad en el empleo teniendo en cuenta las exigencias
de la empresa para gestionar la fuerza de trabajo. 

1- Acceso al empleo: 

- Uno de los principios básicos en este ámbito es la igualdad en el acceso al empleo. Este
principio no lo recoge siempre explícitamente la ley pero, en general, su fundamento radi-
ca en el principio de igualdad de los ciudadanos ante la ley de rango constitucional. Además,
la constitución contempla a menudo el derecho de todos los ciudadanos al trabajo. La igual-
dad en materia de empleo tiene su fundamento en los convenios internacionales de trabajo
ratificadas por los países árabes, en particular el convenio n° 111 que prohíbe la discrimi-
nación en temas de empleo y profesión. 

- La ley determina también la edad mínima de acceso al empleo, para proteger a los niños de
los riesgos de explotación económica. Todos los países implicados han ratificado el conve-
nio internacional n° 138 sobre la edad mínima de trabajo. Ahora bien, observamos, en este
punto, una importante diversidad en las legislaciones nacionales. En algunos países, la edad
mínima de trabajo es de 14 años, mientras que en otros es de 15 ó 16 años, con derogacio-
nes en algunos sectores o tipos de actividad. Se observa también que el fenómeno del em-
pleo de los niños por debajo de la edad legal no está totalmente eliminado, en particular, en
el sector informal por falta de un control eficaz. 

- Asimismo existe también en algunos países, una tendencia a favorecer el empleo de ciertas ca-
tegorías de personas con dificultades específicas en el acceso al empleo. Podemos hablar aquí
de discriminación positiva a favor del empleo de estas personas, mediante diversos incentivos
jurídicos y financieros. Estos incentivos adoptan a menudo la forma de subvenciones conce-
didas por el Estado o de exenciones en las cotizaciones a la Seguridad Social. Así ocurre en el
derecho tunecino donde los incentivos para el empleo se dirigen, en particular, a los jóvenes
demandantes de un primer empleo, a los titulados universitarios y a los discapacitados. Así,
por ejemplo, toda empresa que emplee habitualmente a 100 o más trabajadores tiene la obli-
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gación de reservar un 1% de los puestos de empleo para discapacitados. El Código del Trabajo
argelino prevé también que el empleador debe reservar puestos de trabajo para discapacitados
según las modalidades establecidas reglamentariamente. Existen también en Argelia otros me-
canismos de incitación al empleo dirigidos esencialmente a jóvenes con dificultades especia-
les para la inserción laboral. En otros países, la ley otorga básicamente prioridades de empleo
a favor de los discapacitados. Así, en Jordania, la empresa que emplea a 50 o más trabajado-
res tiene la obligación de reservar el 2% de los puestos de empleo para personas discapacita-
das. Lo mismo sucede en Palestina donde la ley impone al empresario la obligación de
reservar el 5% de los puestos de trabajo para personas discapacitadas. 

- Por otro lado la ley otorga, en todos los países árabes, prioridad de empleo a los trabajado-
res nacionales. El empleo de extranjeros como trabajadores asalariados queda, por tanto, so-
metido muchas veces a un procedimiento especial que requiere una autorización previa
concedida por los servicios del ministerio encargado del empleo. 

- En realidad, la promoción del empleo pasa hoy básicamente, por el reforzamiento de la for-
mación y la calificación. En efecto, el dominio de la tecnología impone la elaboración de un
sistema moderno y racional de formación profesional que permita a cada persona recibir una
formación inicial adecuada y perfeccionarse durante su carrera para beneficiarse del reci-
claje profesional que necesite. 

Desde esta perspectiva, una de las modalidades clásicas de formación profesional es el aprendi-
zaje, consagrado y regulado, en general, por todas las legislaciones de los países árabes. Pero hay
que desarrollar también otras modalidades como los cursillos de iniciación a la vida profesional,
contratos de empleo-formación y contratos de reinserción profesional. La legislación tunecina va
en este sentido estableciendo un dispositivo legal moderno destinado a desarrollar estas técnicas
de formación y adaptación profesional, aunque su eficacia sea aún a veces limitada.

Observamos también que en algunos países, como Egipto, los sindicatos intervienen en mate-
ria de formación profesional creando centros de aprendizaje y formación con servicios gratui-
tos para las personas implicadas. Asimismo algunas empresas conceden a sus trabajadores
asalariados la posibilidad de disfrutar de ciclos de formación organizados en el seno de la em-
presa o en los centros privados de formación. En este caso los gastos de formación corren por
cuenta del empresario, si bien este no tiene la obligación legal de hacerse cargo de la forma-
ción continua de su personal. 

En algunos países, como en Argelia, el derecho a la formación profesional está consagrado co-
mo derecho individual, a través de la ley que otorga a los agentes sociales la libertad de preci-
sar las modalidades prácticas de esta formación, sin embargo en la mayoría de los países el
papel de las negociaciones colectivas en este ámbito es aún escaso. 

2- Flexibilidad en el empleo: 
Se observa en todos los países una tendencia a flexibilizar el mercado de trabajo, tan reivindi-
cado por la patronal. Ésta exige, cada vez más, la flexibilización de las normas jurídicas te-
niendo en cuenta las exigencias económicas y la promoción de la competitividad de las
empresas. Esta tendencia se observa en los países árabes con una intensidad variable. 
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- La flexibilidad en el empleo se traduce, en primer lugar, en el recurso a contratos de trabajo
por tiempo determinado. En efecto, este contrato se ha convertido en sinónimo de precarie-
dad ya que el trabajador asalariado, considerado temporal (o no fijo), corre siempre el peli-
gro de perder su puesto de trabajo si el empleador decide no renovarle el contrato. Por este
motivo, la legislación social moderna tiene tendencia, en varios países, a estipular que la nor-
ma es la contratación mediante un contrato por tiempo indeterminado, considerado éste co-
mo el contrato tipo, y la excepción es el recurso al contrato por tiempo determinado cuando
lo justifican consideraciones objetivas ligadas al carácter de la actividad o de la tarea que re-
aliza el trabajador asalariado. La legislación argelina adopta claramente esta solución, pues-
to que recoge el principio de que el contrato de trabajo se estipula, por tiempo indefinido,
salvo que se disponga otra cosa por escrito 5. Establece también, de manera limitativa, los ca-
sos en los que se puede recurrir al contrato por tiempo determinado6 , ligados a situaciones
en que la actividad objeto de la relación laboral tiene a su vez una duración determinada. En
los demás países, la ley se limita en general a prever hipótesis en las que podría establecerse
el contrato por tiempo determinado: exceso extraordinario de trabajo, sustitución provisional
por ausencia de un trabajador fijo, trabajo de temporada, etc. Ahora bien, la ley no mencio-
na explícitamente que, en principio, el contrato se estipula por un tiempo indeterminado y que
el recurso al contrato por tiempo determinado es una excepción a esta norma. 

- La flexibilidad en el empleo se manifiesta también recurriendo a la subcontratación y a las
empresas de trabajo temporal. Pero observamos, en este ámbito, un gran vacío legal por fal-
ta de normas que regulen con precisión estas formas de externalización del empleo. Este va-
cío legal corre, sobre todo, el riesgo de generar prácticas de mercadeo de la mano de obra
mediante una subcontratación enmascarada. 

- La flexibilidad del empleo se traduce también en el hecho de recurrir al trabajo a tiempo par-
cial. En general, esta modalidad de trabajo no está muy desarrollada en los países árabes y
constatamos, en algunos países, la falta de normativa legal específica para el trabajo a tiem-
po parcial. 

No obstante, en Argelia y en Túnez, esta modalidad de trabajo está regulada por ley con bas-
tante detalle7 . Dos principios básicos se desprenden de esta regulación. Por un lado, el recurso
al régimen de trabajo a tiempo parcial es una decisión contractual que supone, en general, el
acuerdo de dos partes. Además, la ley consagra el principio de igualdad de trato de los traba-
jadores asalariados a tiempo parcial y a jornada completa, bajo reserva de las disposiciones par-
ticulares relativas al régimen de trabajo a tiempo parcial, en particular la regla de la
proporcionalidad del salario. 

El recurso al trabajo a tiempo parcial puede considerarse como una forma de reparto del trabajo y
un modo de incitación al empleo. Ahora bien, la falta de estímulos financieros, mediante la exo-
neración, en particular, de los gastos sociales para las empresas que adopten esta fórmula, y la exis-
tencia de las consecuentes implicaciones negativas sobre los derechos de los trabajadores
asalariados en materia de seguridad social, explican que el recurso al trabajo a tiempo parcial es
hoy, en la práctica, muy limitado y su impacto en la política de empleo es casi nulo. 

5  Art. 11 del Código del Trabajo argelino.
6  Art. 12 del Código del Trabajo argelino.
7  Véase artículo 13 del Código del Trabajo argelino y artículos 94-2 a 94-14 del Código del Trabajo tune-
cino.
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3- Protección frente al despido: 

Si bien el contrato de trabajo por tiempo determinado finaliza al concluir el tiempo acordado o
el trabajo que fue objeto del contrato, el régimen de ruptura del contrato por tiempo indefini-
do se caracteriza por la facultad de rescisión unilateral del mismo por voluntad de una de las
partes. Esta rescisión puede ejercerla tanto el trabajador asalariado (dimisión) como el emple-
ador (despido). 

En todos los casos, la rescisión unilateral de un contrato por tiempo indeterminado exige un prea-
viso, salvo cuando la rescisión se produce a consecuencia de una falta grave del trabajador.

Observamos aquí que, en algunos países, como Jordania, Palestina y Túnez, la duración del
preaviso fijado legalmente es igual para todos los trabajadores asalariados, mientras que en
otros países, como Argelia y Marruecos, esta duración de preaviso varía según las categorías
profesionales. 

Si bien el derecho de rescisión unilateral se concede a las dos partes del contrato, observamos
en general una tendencia a limitar el derecho de despido sometiéndolo a unas condiciones tan-
to de forma como de fondo previstas en la ley o en los convenios colectivos. 

Se distingue a este respecto dos regímenes diferentes: el despido individual, por una causa re-
lacionada con el trabajador, y el despido colectivo por motivos económicos. 

En el caso del despido individual, la ley exige en todos los países su justificación con un mo-
tivo legítimo8 , se trata con frecuencia de una falta grave del trabajador asalariado. La ley no
precisa la noción de falta grave pero prevé en algunos países una lista de casos, a título indi-
cativo, en los que el comportamiento del trabajador asalariado puede considerarse una falta
grave que justifica el despido9. El juez aprecia soberanamente la gravedad de la falta.

En algunos países el despido disciplinar se ejerce única y normalmente mediante un procedi-
miento previo que permite sobre todo al trabajador asalariado presentar su defensa ante una es-
tructura perteneciente a la empresa que actúa como Consejo de disciplina 10. 

El trabajador despedido por falta grave pierde el derecho a cualquier indemnización, pero si se
demostrara que el despido era improcedente, le corresponderían daños y perjuicios 11. 

En algunos países, el juez competente evalúa los daños y perjuicios siguiendo su valoración
soberana del perjuicio causado al trabajador asalariado. En otros países el importe de estos da-

11  Según el Código del Trabajo argelino, el juez competente puede pronunciarse a favor de la readmisión
del trabajador en la empresa o bien, en caso de negarse una de las partes, concederle una compensación
pecuniaria (art. 73-4).
8  En algunos países la ley se refiere a una causa real y seria de despido. Es el caso, por ejemplo, de
Palestina (art. 39 de la ley n° 7 del año 2000) y de Túnez (art. 14 del Código del Trabajo).
9  Véase, por ejemplo, el artículo 40 de la ley palestina n° 7 del año 2000, el artículo 14.4 del Código del
Trabajo tunecino y el artículo 73 del Código del Trabajo argelino.
10  Así ocurre por ejemplo en Túnez donde el procedimiento de disciplina está regulado por convenio co-
lectivo (o en el estatuto de las empresas públicas). Y también en Argelia donde la ley remite al reglamento
interno para fijar el procedimiento disciplinar (art. 73-2 del Código del Trabajo).
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ños y perjuicios es una cantidad legal a tanto alzado, en función de la antigüedad del trabaja-
dor12. Además, al trabajador despedido de forma improcedente le corresponde una indemniza-
ción por despido llamada, a veces, gratificación por finalización de servicio, cuyo importe varia
según el país. 

En cuanto al despido colectivo o por motivo económico se observa a menudo que la ley no es-
pecifica con claridad la noción de motivo económico. En general, se admite que es ajeno al tra-
bajador asalariado y acarrea la supresión de un puesto de trabajo fijo por motivos objetivos
vinculados a la empresa. 

La noción de motivo económico cubre en particular la de dificultades económicas y financie-
ras. Ahora bien, no se exige necesariamente que el motivo económico suponga siempre la exis-
tencia de estas dificultades para justificar el despido. 

Observamos también que la ley impone, en varios países, el cumplimiento de un procedimien-
to previo inherente al despido colectivo 13

Este procedimiento se basa esencialmente en la intervención de una estructura administrativa que
puede ser la Inspección de Trabajo u otra a fin de dictaminar sobre el despido y proponer even-
tualmente soluciones alternativas destinadas a evitar, en la medida de lo posible, el recurso al des-
pido. Entre estas soluciones alternativas al despido cabe señalar la elaboración de un programa
de conversión o reciclaje de los trabajadores, la posibilidad de orientar la actividad de la empre-
sa hacia una nueva producción, el paro técnico, la jubilación anticipada, etc. 

Se observa también, en muchos casos, que la ley no concede, un papel importante a los repre-
sentantes de los trabajadores en el seno de la empresa para negociar, directamente con el em-
pleador, soluciones susceptibles de tener en cuenta la situación de la empresa evitando así a los
trabajadores la pérdida de empleo. 

El despido por motivos económicos otorga al trabajador implicado, el derecho a una indemni-
zación, prevista generalmente por ley o mediante convenios colectivos, en función de su anti-
güedad en la empresa. Ahora bien, si el despido resulta improcedente, se añade una
indemnización por daños y perjuicios, como sucede en el caso del despido individual. 

Finalmente, la mayoría de los países árabes no cuenta con un régimen de seguro por desem-
pleo, a excepción de Argelia donde el trabajador despedido por motivos económicos tiene de-
recho a una indemnización mensual por desempleo, además de la cobertura social en materia
de seguro por enfermedad, maternidad y subsidio familiar. En otros países, como en Egipto y
Túnez, existe un sistema de ayuda social a favor de las personas desempleadas con el fin de ga-
rantizarles, urgentemente y a título provisional, una renta mínima. 

12  Según la ley palestina, el importe de estos daños y perjuicios es de 2 meses de salario por cada año tra-
bajado, sin superar el límite de un salario de 2 años (art. 47 de la ley n° 7 del año 2000). En Túnez, este
importe oscila entre el salario de uno y dos meses por año trabajado, sin superar el límite de 3 años de sa-
lario. Pero si se considera el despido improcedente por no respetar el procedimiento, el importe de los da-
ños y perjuicios oscila entre el salario de uno y 4 meses independientemente de la antigüedad del
trabajador (art. 23 bis del Código del Trabajo).
13  En algunos países, como Egipto, la ley no prevé aún, en el despido colectivo, un procedimiento espe-
cial. No obstante hay un proyecto de ley sobre esta cuestión.
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SEGUNDA PARTE: 

RELACIONES COLECTIVAS DE TRABAJO 

En las relaciones de trabajo predomina, en todos los países, la dimensión colectiva basada en
dos pilares esenciales: por un lado, la representación colectiva de los trabajadores asalariados
y, por otro, la negociación colectiva y el derecho de huelga. 

Párrafo 1: Derecho a la representación colectiva de los trabajadores asalariados:

El principio básico en este ámbito es la libertad sindical que determina el régimen jurídico de
los sindicatos profesionales. Pero el derecho a la representación colectiva de los trabajadores
asalariados implica también la existencia de otras estructuras no sindicales en la propia em-
presa. 

1- La libertad sindical: 

La libertad sindical forma parte de las normas fundamentales de trabajo como señala la decla-
ración de la O.I.T. de 1998 sobre los principios y los derechos fundamentales en el trabajo.
Sabemos también que la compleja interrelación entre globalización y promoción de estos de-
rechos fundamentales en el trabajo requiere una atención cada vez mayor. 

Ahora bien, si algunos países árabes han ratificado la Convención Internacional del Trabajo n°
87 sobre libertad sindical y protección del derecho sindical14, otros aún no la han ratificado15

Sin embargo, la Convención Internacional n° 98 sobre el derecho de organización y negocia-
ción colectiva ha sido ratificada por todos los países interesados.

Desde la perspectiva del derecho interno, la libertad sindical se afirma, en todos los países ára-
bes, como un principio de valor constitucional, cuyo ejercicio está regulado por ley 16

La libertad sindical tiene una doble dimensión: individual y colectiva. 

En el plano individual, todos los países contemplan el principio de la libertad de afiliarse o no
a un sindicato, así como el derecho a retirarse del sindicato en cualquier momento. Pero en al-
gunos países la ley prohíbe a determinadas personas, entre los funcionarios, adherirse a un sin-
dicato.

Así por ejemplo, en Marruecos, el decreto de 5 de febrero de 1958 excluye del derecho sindi-
cal «a todas las personas que bajo cualquier denominación y medida han asumido un cargo o
un mandato incluso temporal, remunerado o gratuito, poniéndoles de este modo al servicio del

14  Es el caso de Argelia, Egipto y Túnez.
15  Es el caso de Marruecos y Jordania. Observemos que Palestina no tiene aún la calidad de miembro de
pleno derecho en la O.I.T.
16  En Palestina el ejercicio del derecho sindical no está aún regulado, si bien hay un proyecto en curso
sobre la cuestión. 
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Estado, las administraciones públicas, los municipios, los establecimientos públicos o un ser-
vicio de interés público habiéndoseles concedido el derecho de llevar arma en el ejercicio de
sus funciones». Así mismo, en Túnez, las fuerzas de seguridad, los militares y los agentes de
aduana quedan excluidos por ley del ámbito del derecho sindical.

En el plano colectivo, el principio de libertad sindical se manifiesta, en primer lugar, en la cons-
titución misma de las organizaciones sindicales. En la mayoría de los países, la constitución de
sindicatos no está sometida a un procedimiento de conformidad, ni a una autorización previa
de los poderes públicos. Sólo se exigen unos trámites de publicidad para facilitar el control ju-
risdiccional e informar a terceros de la existencia del sindicato. 

Ahora bien, debemos observar que en Jordania la constitución de un sindicato está sometida a
un procedimiento previo de registro. La autoridad competente encargada del registro debe emi-
tir su dictamen en un plazo de 30 días. En caso de rechazo, los trabajadores implicados pueden
recurrir esta decisión de rechazo ante el Tribunal Supremo de Justicia quien deberá pronunciar-
se sobre la cuestión en un plazo igualmente de 30 días. La ley exige, asimismo, un número mí-
nimo de personas que hayan manifestado su voluntad de constituir el sindicato, y que no sea
inferior a 50 personas pertenecientes al sector de actividad implicado.

Una vez constituido legalmente, el sindicato tendrá libremente una existencia jurídica. En to-
dos los países, los sindicatos gozan de personalidad jurídica beneficiándose así de un conjun-
to de prerrogativas jurídicas indispensables para su actividad. Entre estas prerrogativas, cabe
mencionar el derecho del sindicato a tener un patrimonio propio, nutrido esencialmente por las
cotizaciones de sus afiliados 17, el derecho de contratar así como la capacidad procesal para de-
fender sus intereses o los del colectivo profesional que representa. 

Las prerrogativas del sindicato se manifiestan, en particular, en materia de negociación colecti-
va y firma de convenios colectivos de trabajo, así como en el ejercicio del derecho de huelga 18

Respecto a la protección de los delegados sindicales, observamos que algunos países han ratifi-
cado la Convención Internacional de Trabajo n° 135 sobre representantes de los trabajadores 19,
mientras que otros no han ratificado aún esta convención 20

En cuanto al derecho interno, la mayoría de los sistemas contemplan una protección específi-
ca, más o menos amplia, a favor de los representantes sindicales, en particular en materia de
despidos. 

Esta protección se traduce primero en que se prohíbe el despido por un motivo antisindical.
Este despido está sancionado, en algunos países, con su nulidad lo que supone reintegrar al tra-

17  Debemos observar que la mayoría de los estudios nacionales no proporcionan la información suficien-
te para conocer en qué medida los sindicatos gestionan libremente su patrimonio sin depender de las auto-
ridades públicas.
18  Véase a continuación, p. 28 y siguientes.
19  Es el caso de Egipto, Jordania y Marruecos
20  Es el caso de Argelia y Túnez.
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bajador asalariado a la empresa 21 Pero en los otros países el despido por un motivo antisindi-
cal sólo se declara improcedente con una compensación pecuniaria en forma de daños y per-
juicios. En algunos casos, la ley prevé también sanciones penales contra toda persona que
ponga trabas al ejercicio del derecho sindical22.

La protección de los delegados sindicales se traduce también en la exigencia de cumplir un pro-
cedimiento especial que permita controlar la medida que el empresario pretende tomar respec-
to a uno de estos delegados.

En Túnez, algunos convenios colectivos sectoriales, inspirándose en el procedimiento legal so-
bre el despido de los representantes no sindicales, imponen al empleador que consiga la auto-
rización de la Inspección de Trabajo antes de despedir a un delegado sindical. Por otro lado, la
jurisprudencia ha generalizado esta solución interpretando en muchos casos las disposiciones
legales sobre el procedimiento de despido de los representantes no sindicales. Pero la protec-
ción derivada de la jurisprudencia es insuficiente ya que se trata de una fuente inestable.

En Argelia, la ley no somete la medida patronal contra el delegado sindical a un control previo
de la autoridad administrativa o judicial, sino que impone al empleador que informe a la orga-
nización sindical antes de tomar cualquier medida de despido o de sanción disciplinar. Si re-
sultase que el despido es improcedente, el trabajador delegado puede volver al ejercicio de sus
funciones por imposición de la Inspección de Trabajo. 

En Egipto, la ley prevé la intervención de la autoridad judicial competente para autorizar o de-
negar cualquier sanción disciplinaria, inclusive el despido que pretenda ejercer el empleador
contra un representante sindical 23

2- Representación no sindical de los trabajadores asalariados en la empresa:

En la mayoría de los países, el sistema de representación en la empresa de los trabajadores se
basa en una concepción dualista marcada por la convivencia entre la representación sindical y
la representación no sindical elegida por todos los trabajadores asalariados.

Así ocurre, por ejemplo, en Argelia, Egipto, Marruecos y Túnez, mientras que en Jordania la
representación de los trabajadores asalariados en la empresa es exclusivamente sindical.

La forma de las estructuras de representación no sindical en la empresa y las condiciones de
puesta en marcha varían según los países. En Argelia, la ley contempla la creación de un co-
mité de participación en las empresas que proporcionen trabajo, al menos, a 20 trabajadores
asalariados 24 Este Comité está integrado por miembros elegidos por los trabajadores de la em-
presa.

21  Es el caso de Egipto (art. 66 de la Ley del Trabajo) y de Argelia (art. 56 de la ley 90-14 de 2 de junio
de 1990 sobre las modalidades del derecho sindical).
22  Es el caso de Marruecos a raíz de la enmienda al Dahir de 16 de julio de 1957 mediante la ley n° 11 de
16 de marzo de 2000 (art. 23).
23  Art. 48 de la ley n° 35 del año 1976 sobre sindicatos.
24  Art. 99 de la ley 90-11 de 21 de abril de 1990.
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En Marruecos la ley prevé la elección de delegados del personal en las empresas que empleen
habitualmente a 10 o más trabajadores 25

En Egipto, es obligatorio crear una comisión paritaria consultiva en todas las empresas que em-
pleen, al menos, a 50 trabajadores asalariados. Esta comisión se compone de 6 miembros de
los cuales 3 son representantes de la dirección de la empresa y 3 representan a los trabajadores
elegidos entre ellos tras consultar la estructura sindical 26

En Túnez la ley impone también la creación de una comisión consultiva en cada empresa que
contrate al menos a 40 trabajadores fijos 27 Se trata de una estructura paritaria compuesta por
un número igual de representantes de la dirección de la empresa y de representantes de los tra-
bajadores elegidos entre éstos. El número de dichos representantes varía según la plantilla de
la empresa. En las empresas con un número de trabajadores fijos igual o superior a 20 e infe-
rior a 40, se elige a un delegado de personal como titular y a otro delegado suplente 28

En cuanto a las funciones de los representantes del personal, constatamos en general que el ám-
bito de intervención de estos representantes es muy amplio. Cubre en particular las siguientes
cuestiones: organización del trabajo en la empresa, promoción y clasificación profesional de
los trabajadores por cuenta ajena, obras sociales, sanidad y seguridad social, etc. 

La ley concede también a los representantes del personal ciertos medios de acción para que
puedan cumplir sus funciones, como paneles informativos, local de reunión y un número de ho-
ras sindicales por función pagadas como tiempo de trabajo. Debemos insistir, sobre todo, en la
obligación que tienen el empleador de proporcionar a los representantes de personal toda la in-
formación necesaria sobre la situación económica y social de la empresa así como sobre sus
futuros programas. 

Pero es frecuente que la acción de los representantes del personal sea limitada porque no tie-
nen la autonomía suficiente respecto a la dirección de la empresa. Su intervención es general-
mente de carácter consultivo, el empresario toma la decisión final. Además, pocas veces
cuentan con una autonomía financiera para realizar sus tareas con eficacia. 

Por otro lado, es frecuente que la ley otorgue a los representantes no sindicales una protección
especial frente a las medidas patronales mayor que la concedida a los delegados sindicales.

La extensión de esta protección varía según los países. Así, en Marruecos, la ley exige el acuer-
do previo de la Inspección de Trabajo para cualquier decisión de traslado o despido en contra
de un delegado del personal 29 Esta protección es válida no sólo para los delegados en ejercicio
sino también para los candidatos a elecciones de delegados, durante 3 meses después del cie-
rre de las listas electorales, así como para los antiguos delegados, durante 6 meses una vez con-
cluido su mandato. 

25  Dahir de 29 de octubre de 1962 sobre la representación del personal en la empresa.
26  Art. 77 de la Ley del Trabajo
27  Art. 157 del Código del Trabajo
28  Art. 163 del Código del Trabajo
29  Art. 12 del Dahir de 29 de octubre de 1962 sobre la representación del personal en la empresa.
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En Túnez la protección de los representantes del personal se limita al despido, que sólo puede
ejercerse legalmente con el parecer favorable de la Inspección de Trabajo 30

En Argelia, los representantes no sindicales disfrutan de la misma protección legal que la de
los delegados sindicales.

Finalmente, las relaciones entre las estructuras de representación sindical y los órganos de re-
presentación no sindical no están, en general, bien reguladas por ley, lo que podría dar lugar a
solapamientos, o incluso confusión de funciones, entre estas dos formas de representación de
los trabajadores. 

Para evitar este riesgo, es necesaria una articulación entre las diferentes instituciones de repre-
sentación de los trabajadores. Puede consistir, por ejemplo, en una participación de los repre-
sentantes sindicales en las reuniones de las estructuras de representación no sindicales para
poder presentar ante sus estructuras la posición del sindicato sobre las cuestiones debatidas. 

En realidad la distinción clásica que se establece entre la naturaleza reivindicativa de la acción
sindical y el espíritu de diálogo y concertación que anima a los órganos de representación no
sindical es aún muy relativa. De hecho, las dos formas de representación de los trabajadores in-
sertan en un mismo marco general, que consiste en asegurar el equilibrio de las relaciones en-
tre el empleador y el colectivo de trabajadores, facilitando así la concreción del ideal
democrático en la empresa. La negociación colectiva y el derecho de huelga se inscriben en es-
te mismo marco.

Párrafo 2: Negociación colectiva y derecho de huelga:

La negociación colectiva se considera como el mejor medio para «pacificar» las relaciones en-
tre empleador y trabajadores por cuenta ajena. Ahora bien, esto no debe llevarnos a negar en
su totalidad la dimensión conflictiva de estas relaciones derivadas de la divergencia de intere-
ses profesionales.

1- Legislación sobre la negociación colectiva: 

El derecho a la negociación colectiva no se menciona explícitamente ni en la Constitución, ni
en la ley, en todos los países objeto de nuestro estudio, si bien este derecho se consagra como
la prolongación del derecho sindical que garantiza la Constitución. Y como ya se ha indicado,
todos estos países han ratificado el Convenio Internacional de Trabajo n° 98 sobre el derecho
de organización y negociación colectiva. 

El derecho a la negociación colectiva es ante todo un derecho procesal. Ahora bien, parece que
ninguno de los países estudiados dispone de una regulación precisa sobre el proceso de nego-
ciación colectiva. No hay obligación de negociar a cargo de las partes, en particular la parte pa-
tronal, lo que puede someter las negociaciones a los vaivenes de la relación de fuerzas entre
agentes sociales. Asimismo y en general, la ley no precisa las obligaciones respectivas de las

30  Art. 166 del Código del Trabajo
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partes durante las negociaciones. Parece que se interesa más por el producto de la negociación,
es decir por el convenio colectivo, que por la negociación en sí. 

Legalmente, las negociaciones colectivas pueden desarrollarse en varios niveles, en particular
el de la rama de actividad, el de la empresa o del centro de trabajo. 

Pero en algunos países, las negociaciones se mantienen muy centralizadas. En Túnez, por
ejemplo, las negociaciones se desarrollan principalmente por sector de actividad, en todo el te-
rritorio, mientras que la negociación de empresa se limita a una función menor. 

Respecto a las partes en la negociación, observamos que en todos los países la ley otorga a las
organizaciones sindicales el monopolio de negociar en nombre de los trabajadores. En cuanto
a la parte patronal, puede estar directamente representada por el empresario (en el caso de una
negociación de empresa o de centro de trabajo) o por la organización de los empleadores (en
el caso de una negociación por sector). 

Pero, en general, los poderes públicos ejercen un control, directo o indirecto, sobre las nego-
ciaciones colectivas. En Marruecos, por ejemplo, observamos que el Estado puede tomar par-
te en las negociaciones salariales, incluso cuando no interviene en calidad de empleador. En
Túnez el convenio colectivo por sector debe ser autorizado por el Ministro de Asuntos Sociales.
Si no se llega a un acuerdo, el convenio no puede tener efecto ni siquiera entre las partes con-
tratantes 31

La ley otorga generalmente a los negociadores un amplio poder de elección respecto a las cues-
tiones que se van a negociar. En Argelia, por ejemplo, se limita a exigir el cumplimiento de las
normas de orden público. 

En Egipto, la ley utiliza una fórmula muy amplia considerando nula cualquier cláusula de un
convenio colectivo que pudiera perturbar la seguridad, perjudicar el interés económico del pa-
ís o fuera contraria a la ley, al orden público y a las normas morales 32

Finalmente, en otros países, la ley impone únicamente un contenido mínimo de disposiciones
que debe incluirse en cualquier convenio colectivo, relacionadas en particular con el respeto de
la libertad sindical, la determinación de los salarios, las condiciones de contratación o despido
y las modalidades de funcionamiento de una comisión paritaria encargada de resolver las difi-
cultades que surjan en la aplicación del convenio 33

En todos los países, los convenios colectivos tienen un efecto vinculante en el sentido de que
sus disposiciones tienen fuerza ejecutoria y se imponen automáticamente a todas las personas
que formen parte de su ámbito de aplicación. 

El convenio colectivo está dominado por su carácter regulador como «ley laboral». La adhe-
sión sindical de los trabajadores no se considera, en general, una condición para beneficiarse
de las disposiciones del convenio.

31  Art. 38 del Código del Trabajo.
32  Art. 87 de la Ley de Trabajo.
33  Art. 57 de la Ley del Trabajo palestina, n° 7 del año 2000, y art. 42 del Código del Trabajo tunecino.
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Pero observamos que en Egipto la ley prevé que el convenio colectivo sólo se aplica a los tra-
bajadores de una empresa si el número de afiliados al sindicato de sus trabajadores es al me-
nos igual al 50% de todos los trabajadores asalariados de esta empresa 34

En cuanto a la validez del convenio, éste puede establecerse por lo general para una duración
determinada o indeterminada. La legislación palestina contempla, no obstante, que la duración
del convenio es de 3 años. Tres meses antes de la expiración de este tiempo, se podrán abrir
negociaciones, a petición de una de las partes o con el acuerdo de ambas partes 35

La ley considera a menudo el imperativo de estabilidad en las relaciones laborales, previendo
que el convenio que llega a su expiración o ha sido impugnado sigue produciendo sus efectos
hasta la firma de un nuevo acuerdo. Igualmente, la ley prevé, a veces, el mantenimiento de las
ventajas adquiridas por los trabajadores en el caso de que un convenio colectivo pierda su fuer-
za ejecutoria. Así ocurre, por ejemplo, en la legislación de Jordania 36

En otros países, no hay una solución legal específica para proteger las ventajas adquiridas. En
general esta protección pasa por la inserción de una cláusula de mantenimiento de las ventajas
adquiridas en el nuevo convenio.

2- Derecho de conflictos laborales colectivos:

La primera preocupación del legislador en todos los países árabes es la pacificación de las re-
laciones laborales para instaurar la paz social. Constatamos por lo general que la ley otorga
una importancia particular a los mecanismos de prevención de los conflictos colectivos y su
solución por vía pacífica, es decir a través de la conciliación, la mediación y el arbitraje. 

En la mayoría de los países, el recurso a la conciliación es obligatorio antes del inicio de cual-
quier huelga. La conciliación puede también ir precedida de una fase de negociaciones direc-
tas entre el empleador y el sindicato. Así lo contempla, por ejemplo, la legislación egipcia 37

En otros países, estas negociaciones se realizan de hecho pero no están reguladas por ley 38

Cabe señalar que algunas legislaciones atribuyen también a la Inspección de Trabajo una fun-
ción de conciliación para la resolución de los conflictos colectivos de trabajo. En algunos paí-
ses esta función está regulada por ley 39 mientras que en otros países la Inspección de Trabajo
interviene de facto para desempeñar ese papel conciliador 40

Además de la conciliación, la ley prevé a veces la posibilidad de recurrir a la mediación 41, aun-
que en la mayoría de los países el legislador parece ignorar esta posibilidad.

34  Art. 91 de la Ley del Trabajo.
35  Art. 56 de la Ley n° 7 del año 2000.
36  Art. 41 de la Ley del Trabajo.
37  Art 94 de la Ley del Trabajo.
38  Es el caso, por ejemplo, de Jordania.
39  Es el caso, por ejemplo, de Argelia y Túnez.
40  Es el caso, por ejemplo, de Marruecos.
41  Es el caso de Argelia donde las partes en conflicto pueden recurrir a un mediador que ellas designen
para que les proponga una solución amistosa.
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En cuanto al recurso al arbitraje, observamos que en algunos países tiene carácter obligatorio
para todos los conflictos colectivos de trabajo. Sucede, por ejemplo, en Egipto42 y Marruecos 43

Ahora bien, esta solución podría poner en tela de juicio el derecho a la huelga puesto que se
impone a las partes en litigio la sentencia arbitral. 

En otros países, la solución es diferente, pues el recurso al arbitraje es en principio facultativo,
salvo en algunos casos excepcionales en los que es obligatorio, en particular cuando el con-
flicto afecta a un servicio básico en el que la interrupción de trabajo podría poner en peligro la
vida, la seguridad o la salud de las personas 44 En estos servicios la ley prevé también la posi-
bilidad de requisar la empresa o su personal para asegurar la continuidad del trabajo. 

El derecho de huelga está, en algunos países, consagrado por la Constitución45, pero en los de-
más países no lo contempla explícitamente, está únicamente estipulado por ley46 o consagrado
en la jurisprudencia47

Cuando está regulado, la ley limita en muchas ocasiones el derecho de huelga. En varios paí-
ses no se reconoce este derecho a los funcionarios públicos o a determinadas categorías de
ellos. 

Así mismo, algunos países como Jordania imponen la obligación de que haya paz durante la
vida del convenio colectivo, prohibiendo cualquier huelga relacionada con cuestiones cubier-
tas por el convenio. Además, como se ha mencionado, el derecho de huelga puede estar limi-
tado por el procedimiento de requisa previsto para garantizar la continuidad del trabajo en los
servicios considerados esenciales. 

A esto se añaden límites derivados de las normas de procedimiento impuestas por la ley para
ejercer el derecho de huelga. En la mayoría de los países la huelga por sorpresa esta prohibida
por la obligación de dar un preaviso antes del inicio de la huelga. 48 Igualmente, en algunos pa-
íses, la ley contempla una concepción orgánica de la huelga exigiendo su aprobación por la or-
ganización sindical 49

42  Art. 95 de la Ley del Trabajo. En Egipto la jurisprudencia considera que el arbitraje obligatorio no es
constitucional.
43  Art 1 del Dahir de 19-1-1946.
44  Es el caso, por ejemplo, en Argelia y Túnez.
45  Es el caso de Argelia (art.57 de la Constitución) y de Marruecos (art 14 de la Constitución).
46  Es el caso de Túnez (art 376 y siguientes del Código del Trabajo), de Jordania (art 134 y siguientes de
la ley del trabajo) y de Palestina (art 66 de la Ley del Trabajo).
47  Es el caso de Egipto. En este país, hay un proyecto de ley sobre la regulación del ejercicio del derecho
de huelga.
48  Es el caso de Túnez donde el plazo de preaviso es de 10 días (art 376 bis del Código del Trabajo), el
de Jordania donde este plazo es de 14 días en caso de huelga excepto para el servicio público y de 28 días
en el caso de huelga en un servicio público (art.135 de la Ley del Trabajo) y el de Palestina donde este
plazo es de 4 semanas en caso de huelga en el servicio público y de 2 semanas en los demás casos (art 67
de la Ley del Trabajo). En Palestina la ley exige que el preaviso de huelga sea aprobado por, al menos, el
51% de las personas empleadas por la empresa.
49  Es el caso de Túnez, (art 376 bis del Código del Trabajo).
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Finalmente, sobre el cierre patronal, algunos países lo contemplan como derecho a favor de los
empleadores, como contrapartida al derecho de huelga reconocido a los trabajadores. Adoptan
así la llamada teoría de «igualdad de armas»50. Sin embargo, en otros países la ley no se pro-
nuncia sobre este extremo 51

*****

Para concluir, nos parece indispensable señalar que, pese a las divergencias entre los diferen-
tes sistemas de los países árabes en materia de derecho del trabajo, existen varios puntos co-
munes mencionados en este estudio con el objetivo esencial de preparar para futuras acciones
encaminadas al acercamiento necesario entre estos sistemas. Esta aproximación puede consti-
tuir una primera etapa en el camino hacia la unificación de las normas sociales en los países
árabes. 

En realidad, este objetivo sólo sería realizable siguiendo un planteamiento realista y progresi-
vo. Exige sobre todo que se tome conciencia de los retos que afronta hoy la legislación social
en todo el mundo. 

Estos retos se derivan esencialmente de los cambios económicos, sociales y tecnológicos liga-
dos a la liberalización y la globalización del cambio generando un menor compromiso del
Estado en el ámbito económico y un retroceso de su función reguladora. Esto supone el riesgo
de desmantelar las legislaciones sociales en nombre de la eficacia económica y de una trans-
formación de la función del derecho del trabajo. Este ya no se limita a la protección de los tra-
bajadores, tiende cada vez más a proteger a la empresa considerando la necesidad de reforzar
su capacidad de producción y de competencia. 

En este contexto, la principal pregunta que sigue sin respuesta es la de saber ¿cómo puede
adaptarse la legislación social a la nueva coyuntura, para tener en cuenta los imperativos de fle-
xibilidad necesaria en la empresa, sin abandonar su función tradicional y principal de protec-
ción de los trabajadores asalariados?

3- Diversificación del ámbito de aplicación del derecho del trabajo:

Entre las características básicas del derecho del trabajo en los diferentes países árabes, cabe se-
ñalar su diversificación por sectores de actividad y categorías de trabajadores. Así, los funcio-
narios públicos se rigen generalmente por disposiciones específicas, y normalmente no están
sometidos a lo que podemos llamar derecho común del trabajo. Los funcionarios de empresas
públicas de carácter industrial y comercial se rigen también en muchos casos por estatutos con
disposiciones específicas. 

En el sector privado observamos también la existencia de diversas disposiciones particulares
en función del ámbito de actividad o de las personas implicadas. Con frecuencia, el derecho del
trabajo está menos desarrollado en el sector agrícola que en el industrial y el comercial. En al-

50  Es el caso de Jordania, Marruecos, Palestina y Túnez.
51  Es el caso de Argelia y Egipto.
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gunos países, como Túnez, existen disposiciones específicas para zonas francas económicas
donde no es aplicable, en general, el derecho común del trabajo. Otras disposiciones específi-
cas afectan a algunas categorías de trabajadores como los aprendices, jóvenes trabajadores,
mujeres, periodistas profesionales, representantes comerciales, trabajadores a domicilio, etc.…
Sin embargo, estas disposiciones particulares no constituyen en muchos casos un verdadero ré-
gimen jurídico claro y autónomo. 

4- Instituciones de control y justicia del trabajo: 

Todos los países árabes cuentan con un organismo administrativo, la Inspección de Trabajo, cu-
ya misión principal es el control de la aplicación de la legislación social. Aunque observamos
en todos ellos que la eficacia de este organismo es limitada debido, en particular, a la falta de
medios materiales, al número insuficiente de inspectores funcionarios así como su dependen-
cia respecto a la autoridad de tutela. También se observa a veces, una tendencia a ampliar el
ámbito de intervención de los inspectores de trabajo para entrar en cuestiones que se alejan de
su principal misión como es la conciliación en materia de conflictos colectivos de trabajo. 

En cuanto a la justicia del trabajo, observamos cierta divergencia entre los distintos sistemas
adoptados por los países árabes. En efecto, algunos países cuentan con una jurisdicción espe-
cializada para resolver litigios individuales de trabajo, cuya composición se caracteriza por la
presencia de los representantes de las organizaciones sindicales de trabajadores y empresarios,
junto con un juez en calidad de Presidente del Tribunal. Es el caso, por ejemplo, de Marruecos,
Túnez y Argelia. 

Por el contrario, en otros países, los litigios individuales de trabajo están sometidos a las juris-
dicciones de derecho común. En Jordania, por ejemplo, si no se resuelve un litigio en la
Inspección de Trabajo, la parte implicada puede recurrir ante las jurisdicciones de derecho co-
mún. También existe en este país un procedimiento especial para litigios relacionados con el
salario. En efecto, estos litigios son sometidos a un juez especializado que se pronuncia me-
diante un procedimiento judicial de urgencia. En Jordania existen también jurisdicciones espe-
cializadas para conflictos colectivos de trabajo. 

En Egipto existen Salas de lo Social especializadas en todos los niveles del ordenamiento jurí-
dico, aunque sin la participación de los representantes de los trabajadores y los empresarios.
Cabe señalar también que en estos países, los conflictos colectivos de trabajo pueden someter-
se a comisiones de arbitraje en el caso de fracaso de las negociaciones colectivas. Estas comi-
siones están integradas por una de las Salas del Tribunal de Apelación, con la presencia de un
delegado del Ministerio de Trabajo y otro delegado del Ministerio de Tutela. La presidencia de
la comisión corresponde al Presidente de la Sala del Tribunal de Apelación. 

*****

Teniendo en cuenta las observaciones preliminares que acabamos de exponer, y a la luz de los
informes nacionales proporcionados, el objetivo de este informe es presentar una visión general
de los principales aspectos relativos al derecho del trabajo en los países árabes señalados, alu-
diendo en la primera parte a cuestiones relativas a las relaciones individuales de trabajo y en la
segunda parte a cuestiones vinculadas con las relaciones colectivas de trabajo. 
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ANEXO 

CONVENIOS INTERNACIONALES DE TRABAJO
RATIFICADOS POR LOS PAÍSES ÁRABES

N° DEL
CONVENIO

FECHA DE RATIFICACIÓN POR PAÍS
ARGELIA EGIPTO JORDANIA MARRUECOS TÚNEZ

C.1 - 1960 - - -
C.2 - 1954 - 1960 -
C.3 1962 - - - -
C.4 - - - 1956 -
C.6 1962 - - - -
C.8 - - - - 1970 
C.9 - 1982 - - -
C.11 1962 1954 - 1957 1957 
C.12 - - - 1956 1957 
C.13 1962 - - 1956 1956 
C.14 1962 1960 - 1956 1957 
C.16 - - - - 1970 
C.17 1962 1960 - 1956 1957 
C.18 1962 1960 - 1956 1959 
C.19 1962 1948 - 1956 1959 
C.22 - 1982 - 1958 1970 
C.23 - 1982 - - 1970 
C.24 1962 - - - -
C.26 - 1960 - 1958 1957 
C.27 - - - 1956 -
C.29 1962 1955 1966 1957 1962 
C.30 - 1960 - 1974 -
C.32 1962 - - - -
C.41 - - - 1956 -
C.42 1962 - - 1957 -
C.44 1962 - - - -
C.45 - 1947 - 1956 1957 
C.52 - 1954 - 1956 1957 
C.53 - 1939 - - -
C.55 - 1982 - 1958 1970 
C.56 1962 1982 - - -
C.62 1962 1982 - - 1959 
C.63 1962 1940 - - -
C.65 - - - 1963 1962 
C.68 1962 1982 - - -
C.69 1962 1982 - - -
C.70 1962 - - - -
C.71 1962 1982 - - -
C.73 1962 1982 - - 1970 
C.74 1962 1967 - - -
C.77 1962 - - - 1970 
C.78 1962 - - 1957 -
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N° DE
CONVENCIÓN 

FECHA DE RATIFICACIÓN POR PAÍS
ARGELIA EGIPTO JORDANIA MARRUECOS TÚNEZ

C.80 1962 1949 - 1957 -
C.81 1962 1956 1969 1958 1957 
C.87 1962 1957 - - 1957 
C.88 1962 1954 - - 1968 
C.89 1962 1960 - - 1957 
C.90 - - - - 1961 
C.91 1962 - - - 1970 
C.92 1962 1982 - 1956 -
C.94 1962 1960 - - -
C.95 1962 1960 - - 1958 
C.96 1962 1960 - - -
C.97 1962 - - 1979 -
C.98 1962 1954 1968 1957 1957 
C.99 1962 - - 1960 1959 
C.100 1962 1960 1966 1979 1968 
C.101 1962 1956 - 1960 -
C.104 - 1958 - 1963 1962 
C.105 1969 1958 1958 1966 1959 
C.106 - 1958 1979 1974 1958 
C.107 - 1959 - - 1962 
C.108 1991 - - 2001 1959 
C.111 1969 1960 1963 1963 1959 
C.113 - - - - 1963 
C.114 - - - - 1963 
C.115 - 1964 - - -
C.116 - 1962 1963 1962 1962 
C.117 - - 1963 - 1970 
C.118 - 1993 1963 - 1965 
C.119 1969 - 1964 1974 1970 
C.120 1969 - 1965 - 1970 
C.122 1969 - 1966 1979 1966 
C.124 - - 1966 - 1967 
C.127 1969 - - - 1970 
C.129 - - - 1979 -
C.131 - 1976 - - -
C.134 - 1982 - - -
C.135 - 1982 1979 2002 -
C.136 - - - 1974 -
C.137 - 1982 - - -
C.138 1984 1999 1998 2000 1995 
C.139 - 1982 - - -
C.142 1984 1982 1979 - 1989 
C.144 1993 1982 - - -
C.145 - 1983 - 1980 -
C.146 - - - 1980 -
C.147 - 1983 - 1981 -
C.148 - 1988 - - -
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N° DE
CONVENCIÓN 

FECHA DE RATIFICACIÓN POR PAÍS
ARGELIA EGIPTO JORDANIA MARRUECOS TÚNEZ 

C.149 - 1982 - - -
C.150 1984 1991 - - 1988 
C.152 - 1988 - - -
C.158 - - - 1993 -
C.159 - 1988 - - 1989 
C.178 - - - 2000 -
C.179 - - - 2000 -
C.180 - - - 2000 -
C.181 - - - 1999 -
C.182 2001 2002 2000 2001 2000
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FORO SINDICAL EUROMED

POSTURA COMÚN SOBRE DERECHO LABORAL

En un contexto marcado a la vez por profundos cambios económicos y sociales y por las in-
certidumbres nacidas de la globalización, cada vez se cuestiona más el derecho laboral, al que
se acusa de ser demasiado rígido y al que se suele presentar como un elemento perturbador de
los mecanismos del mercado. En nombre de la eficacia económica y de la lucha contra el pa-
ro, se ve impelido a corregirse, adaptarse, ser más flexible, y a desembarazarse de esa "rigidez"
vinculada a su ansia de protección a favor de los trabajadores.

Esta situación no es la propia de los países árabes. Pero es inquietante observar que, aquí y allí,
se corre un mismo riesgo de desmantelamiento de la legislación social en nombre de la exi-
gencia de empleo y de la eficacia económica. También sorprende observar cómo la dimensión
social queda al margen en el proceso del partenariado euromediterráneo, si bien la declaración
de Barcelona pretendía instaurar entre los países de las dos orillas del Mediterráneo un parte-
nariado (asociación) que englobara a la vez varios campos: económico, financiero, social, cul-
tural y humano.

Partiendo de estas constataciones generales, y conscientes de los desafíos que hoy debe afron-
tar la legislación social en todo el mundo, las organizaciones sindicales miembros del Forum
Euromed:

En un contexto marcado a la vez por profundos cambios económicos y sociales y por las
incertidumbres nacidas de la globalización, cada vez se cuestiona más el derecho laboral,
al que se acusa de ser demasiado rígido y al que se suele presentar como un elemento per-
turbador de los mecanismos del mercado. En nombre de la eficacia económica y de la lu-
cha contra el paro, se ve impelido a corregirse, adaptarse, ser más flexible, y a
desembarazarse de esa "rigidez" vinculada a su ansia de protección a favor de los trabaja-
dores.

Esta situación no es la propia de los países árabes. Pero es inquietante observar que, aquí
y allí, se corre un mismo riesgo de desmantelamiento de la legislación social en nombre de
la exigencia de empleo y de la eficacia económica. También sorprende observar cómo la
dimensión social queda al margen en el proceso del partenariado euromediterráneo, si bien
la declaración de Barcelona pretendía instaurar entre los países de las dos orillas del
Mediterráneo un partenariado (asociación) que englobara a la vez varios campos: econó-
mico, financiero, social, cultural y humano.

Partiendo de estas constataciones generales, y conscientes de los desafíos que hoy debe
afrontar la legislación social en todo el mundo, las organizaciones sindicales miembros del
Forum Euromed:

Por estos motivos, y siempre teniendo en cuenta las características de los diferentes sistemas
jurídicos nacionales, nuestras organizaciones sindicales pretenden trabajar para realizar un
acercamiento entre dichos sistemas con el fin de facilitar la armonización de las normas socia-
les. Pretenden, ante todo, defender y promover:
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1. La ratificación y el respeto a las normas laborales internacionales, especialmente a las
normas fundamentales previstas en la declaración de la OIT de 1998, subrayando que dichas
normas no se deben emplear con fines comerciales proteccionistas. 

2. La consagración del derecho de todo ciudadano al acceso al empleo y a la formación pro-
fesional básica y continua, partiendo de principios de libertad y de igualdad. En este marco,
es indispensable que intervenga la ley para reglamentar el recurso al trabajo precario, que
no deja de evolucionar de múltiples formas, entre ellas el empleo mediante contratos de du-
ración limitada, el empleo a través de empresas de trabajo temporal y la subcontratación. El
legislador debe poner un límite al recurso a estas formas de empleo precario y establecer la
igualdad entre trabajadores permanentes y no permanentes.

3. El refuerzo de las disposiciones del derecho laboral -particularmente las destinadas a pro-
mover la salud y la seguridad en el trabajo- garantizando su eficacia, lo que requiere ante
todo que se refuerce el poder de control de la inspección de trabajo incrementando su po-
tencial humano y sus medios materiales, así como que se refuerce la autoridad judicial com-
petente en materia de regulación de los conflictos laborales, dotándola de mayor
independencia y mejorando su funcionamiento.

4. La protección de los trabajadores frente a los devastadores efectos de la globalización, es-
pecialmente la pérdida del puesto de trabajo y la exclusión social. Los trabajadores deben,
ante todo, asociarse activamente, a través de sus representantes sindicales, frente a cualquier
medida que concierna a la empresa y a su situación económica y social.

Por otra parte, las organizaciones sindicales miembros del Foro Sindical Euromed se preocu-
pan por el declive de la dimensión colectiva en las relaciones profesionales, especialmente por
el excesivo recurso a las técnicas individuales contractuales. Son muchos los factores que pue-
den explicar este declive: aumento del paro, precarización del empleo, retroceso del sector in-
dustrial en provecho del sector terciario, individualización de las formas de vida y de trabajo,
etcétera.

Alentado por ciertos empresarios, es inevitable que este declive de lo colectivo debilite a los
sindicatos y cuestione su función de representación y defensa de los intereses colectivos de los
trabajadores.

Ante esta situación, nuestras organizaciones sindicales expresan enérgicamente su compromi-
so en defensa de los derechos colectivos de los trabajadores, que constituyen un elemento in-
dispensable de la democracia moderna.

En el centro mismo de estos derechos se encuentra la libertad sindical, considerada como li-
bertad fundamental y como un sustrato que expresa un orden social pluralista que se opone a
la concepción totalitaria de la sociedad.

Por todo ello, nuestras organizaciones sindicales exigen:

El refuerzo de la libertad sindical partiendo de las normas laborales internacionales, insis-
tiendo en la necesidad de ratificar los convenios de la OIT que tratan de ello y que aún no
han ratificado algunos países.
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El respeto real a la autonomía de las organizaciones sindicales, tanto cara a los poderes pú-
blicos como a la patronal.

La instauración de una protección jurídica eficaz para los representantes de los trabajadores,
básicamente poniendo en cuestión las medidas patronales antisindicales.

El impulso de la negociación colectiva, que sigue siendo el instrumento idóneo para el diá-
logo social y para valorar las relaciones profesionales.

La protección del derecho de huelga, acabando con los diversos obstáculos y limitaciones
con los que se corre el riesgo de cuestionar este derecho fundamental, corolario del derecho
sindical.

El Foro Sindical Euromed se compromete, por su parte, a reforzar la preparación de sus miem-
bros y expertos y a promover sus conocimientos y experiencias a través de actividades de in-
vestigación y formación y de reuniones en las que se traten los distintos temas de actualidad
del derecho social.

Para ello, el Foro se compromete a crear en cada organización un "comité por el derecho la-
boral" que fomentará los intercambios en este campo y buscará las soluciones comunes en el
marco de la Asociación Euromediterránea. Podría vincularse este comité con la concepción y
creación de una página web dedicada al derecho social en los países árabes, así les será más fá-
cil a sindicalistas y expertos conocer las normas jurídicas de dichos países y, de esa forma, po-
der establecer comparaciones con el fin de preparar la armonización de las normas sociales.
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the Arab Euromed partner countries

Euromed Trade Union Forum

 





 

 
INTRODUCTION 

 
This report sets out to summarise national reports on labour law in six Arab countries: 
Algeria, Egypt, Jordan, Morocco, Palestine and Tunisia. These reports were submitted at a 
meeting of experts held by the Euromed Forum for the purpose of drawing up a comparative 
study of labour law in the Arab countries concerned. 
 
This report endeavours to summarise and, as far as possible, encompass all the themes 
covered in the national reports. Within the confines of the agreed structure for this 
comparative study, a certain amount of latitude has been taken in arranging and exploring 
these themes. Most of the information contained in this report is dealt with exhaustively in the 
national reports themselves. 
 
It is perhaps worthwhile making a few preliminary remarks by way of an introduction. 
 
1 - General background to the origin and development of labour law in the Arab 
countries 
 
In historical terms, first of all, the relatively recent birth of labour law in the Arab countries 
can be dated, generally speaking, to the start of the 20th century, a period when Arab societies 
were just beginning to be affected by the phenomenon of industrialisation. Before then, these 
societies had been predominantly rural and there had been no labour regulation in the modern 
sense of the term. Labour relations had tended to be governed by the customs and practices 
specific to each corporate body. 
 
It was above all with the emergence of small industries and the development of trade in the 
colonial era that the Arab countries introduced the first rudiments of labour regulation. The 
historical background to labour law in the Arab countries explains, at least in part, the 
differences in legislation still found today between these countries. Indeed, the colonial legacy 
has left its mark on the development of the legal systems in the various Arab countries. It can be 
observed, accordingly, that some of these countries were influenced by the French legislative 
approach, while others were more influenced by the British system. 
 
At a later date, the post-independence national states chose different political systems, and 
this political diversity inevitably led to different choices when it came to organising society 
and the economy. These differences are compounded by features specific to the trade union 
movement in each of the countries concerned and to the nature of its relationship with the 
state authority. 
 
Yet however much their legislation may diverge, all the Arab countries are nowadays 
confronted by the same economic and social problems deriving from the involvement of their 
systems in globalisation and trade liberalisation. Therefore it can easily be imagined that, to a 
greater or lesser extent, labour law in these countries is influenced by the economic changes 
brought about by increasingly market-driven processes and a stronger role of private 
initiative. These changes in labour law, in terms of both its content and sources, are furthered 
in addition by the accession of the Arab countries to the World Trade Organisation and the 
ratification of association and partnership agreements with the European Union. 
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 2- Sources of law affecting industrial relations 
 
In the Arab countries, as elsewhere, the sources of labour law are many and varied. A 
distinction is generally made between international sources and national sources. 
 
International norms become binding in national legislation once they are ratified, and the state 
is obliged to abide by their provisions. The principal international sources of labour law are 
conventions of the International Labour Organisation (ILO)1. It is likewise worth mentioning 
other international instruments, such as the conventions drawn up within the Arab Labour 
Organisation, but these generally do no more than reproduce the standards laid down by the 
ILO. Then there are the association agreements concluded with the European Community 
countries, which contain clauses relating to workers, often worded in a very vague fashion. 
One of the main principles upheld is the outlawing of discrimination based on nationality. 
 
National sources can be divided into state sources and employment regulation. The number 
one state source is the constitution, which is the basic law. It is noticeable that social 
provisions are accorded a different constitutional status from one country to another. Some 
constitutions contain a wealth of provisions to benefit workers, for example that of Algeria 
which lays down a bedrock of basic workers’ rights, namely the right to work, the right to 
belong to a trade union, the right to collective bargaining and to social security. In other 
countries, such as Egypt and Tunisia, the constitution affirms the right to belong to a trade 
union, the right to work and to social security. Other constitutions, however, say very little 
about labour rights. In particular, the right to strike and the right to collective bargaining are 
not always explicitly sanctioned by the constitution. 
 
Several other state sources exist at a level below the constitution, consisting mainly of 
legislation and regulation. Yet certain countries still do not have a Labour Code: Morocco, for 
instance, where a draft Code has been produced but it seems not to meet with the approval of 
all the social partners. Furthermore, in some countries, such as Egypt and Jordan, the 
principles of Islamic law are mentioned as a directly normative source of national legislation, 
whereas in other countries Islamic law seems to play a very limited role and is not regarded as 
a directly normative source. Case-law is another source of labour law, but judges have not 
proved very creative in most instances2. 
 
Turning to employment regulation, state legislation is often complemented by collective 
agreements which are important in taking account of the specific nature of a sector or an 
establishment. Custom and practice, on the other hand, are declining in significance as written 
sources increase. Similarly, internal company rules are often of subsidiary relevance, although 
in Algeria we are seeing a rehabilitation of this source as a management tool within the 
employers’ association. 
 
Lastly, individual employment contracts often play a very limited role in determining the 
parties’ mutual obligations, even though in some countries there is evidence of a tendency to 
contractualise employment relationships. 
 

���������������������������������������
1 See tables in Annex showing the state of ratification of ILO conventions by the Arab countries. 
2  The same applies to legal doctrine, which is not sufficiently well developed in the field of labour 

law in most of the Arab countries. 
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In terms of the linkage between these different sources of labour law, the legal system 
adopted in the Arab countries, as elsewhere, reflects the classic hierarchy of norms whereby 
the constitution usually comes first as the basic source, followed by the international 
instruments ratified. Next come other sub-constitutional national sources, namely legislation, 
regulatory acts, collective agreements, case-law, custom and practice, internal company rules 
and individual employment contracts. 
 
Nevertheless, labour law more often than not bears the stamp of a conception of social public 
order, such that the different sources - rather than constituting a strict hierarchy - complement 
one another in a manner which serves to improve the lot of wage-earners. Thus the state 
sources frequently lay down a basic floor of standards governing the wage-earning condition, 
any lowering of which is unlawful. Upon this basis, the sources of employment regulation - 
particularly collective agreements, but also individual employment contracts - may grant 
additional benefits or contain clauses more favourable to workers. 
 
3 - Diversity of the scope of labour law 
 
One of the salient features of labour law in the various Arab countries is its diversity 
according to sectors of activity and occupational groups. For example, public servants are 
usually covered by specific rules and are not normally subject to what might be called 
ordinary labour law. The staff of industrial and commercial public enterprises likewise often 
enjoy special conditions of service. 
 
In the private sector too, various particular sets of rules apply, depending on the field of 
activity or persons concerned. For instance, labour law in the agricultural sector is often less 
well developed than that applying to industrial and commercial firms. Similarly, in certain 
countries, such as Tunisia, specific rules exist for free-trade areas where ordinary labour law 
is generally set aside. Other specific provisions pertain to certain groups such as apprentices, 
young workers, women, professional journalists, commercial representatives, homeworkers, 
etc. But these particular sets of rules rarely constitute a fully-fledged, stand-alone legal 
system. 
 
4 - Supervisory bodies and the administration of justice in labour matters 
 
All the Arab countries have an administrative body - the labour inspectorate - whose principal 
task is to enforce the implementation of labour law. This body’s effectiveness is in fact 
limited, on account, in particular, of the lack of material resources at its disposal and the 
inadequate number of inspectors and their dependence on their governing authority. Similarly, 
a tendency is sometimes observed whereby the labour inspectorate’s area of intervention is 
broadened to include matters removed from its main area of concern, for example conciliation 
in relation to collective labour disputes. 
 
The administration of justice in labour matters, on the other hand, is organised in different 
ways in the Arab countries. There may exist special courts for the settlement of individual 
labour disputes, typically consisting of representatives of the employers’ and trade union 
bodies, alongside a magistrate to chair the court - this is the case in Morocco, Tunisia and 
Algeria. Alternatively, the ordinary courts are used to settle individual labour disputes. In 
Jordan, for example, if the dispute cannot be settled by the labour inspectorate, the party 
concerned may turn to the ordinary courts. Particular procedures exist in relation to disputes 
on pay questions, on which a specialist judge issues an emergency interim verdict. Jordan also 
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has courts specialising in collective labour conflicts. In Egypt there are specialist labour 
divisions at each level of the legal system, but without the participation of workers’ and 
employers’ representatives. Should collective bargaining be unsuccessful, collective labour 
conflicts in Egypt may be put before arbitration committees. These committees consist of one 
of the divisions of the appeal court, with one representative of the Ministry of Labour and one 
representative of the governing ministry in attendance. It is presided over by the chairman of 
the division of the appeal court. 
 

***** 
 
Given these introductory remarks, the purpose of this report is to present a general overview 
of the principal aspects of labour law in the Arab countries concerned, on the basis of the 
national reports submitted. Part One addresses issues connected with individual employment 
relations, while Part Two examines matters to do with collective employment relations. 
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PART ONE: 

INDIVIDUAL EMPLOYMENT RELATIONS 
 

The traditional role of labour law is to protect the employee, regarded as the weaker 
contracting party, by means of binding provisions which sanction the notion of social public 
order. Nowadays, over and above this classic function, labour law is increasingly orientated 
towards employment issues, which have become a key aspect of modern social policy 
everywhere, including in the Arab countries. 
 
Section 1: Protection of the right to work 
 
Protection of the right to work is primarily afforded in the Arab countries through laws 
governing wages, working time and the right to rest time, as well as the protection of 
employees from occupational risk. 
 
1 - Wage-related provisions 
 
Wage determination in all the Arab countries is a task shared, to a certain extent, by the state, 
the social partners and the parties to the employment contract. 
 
Thus the state lays down the guaranteed minimum wage, which may vary from one sector of 
activity to another and is often enshrined in legislation. In Jordan, however, the law provides 
for the establishment of a joint committee comprising representatives of the Ministry of 
Employment and workers’ and employers’ representatives; this body is responsible for setting 
and reviewing the minimum wage. 
 
All countries have penal sanctions for cases of failure to respect the guaranteed minimum 
wage. But these measures are not always effective, especially in the informal sector where the 
enforcement of labour law is often inadequately monitored. 
 
Next, the social partners - i.e. the trade unions and employers’ organisations - draw up 
collective agreements which set wages commensurate with vocational qualifications at 
sectoral or company level. It goes without saying that these collectively agreed wages may 
not be lower than the guaranteed minimum wage. In many cases the state directly or indirectly 
monitors wage negotiations, which restricts the freedom of bargaining in this domain3. 
 
The individual contract of employment may also contain pay-related clauses improving on 
collectively negotiated wages. In this respect there is a trend, in some countries, towards an 
individualisation of wages based on the worker’s performance. This trend reflects the idea 
that pay should be more closely linked to company results. Thus, for example, following the 
reform brought about by Act No. 62 of 15 July 1996, the Tunisian Labour Code stipulates that 
“a component of pay may be determined on the basis of productivity by virtue of agreements 
concluded within the company between the employer and workforce representatives”4. 
 

���������������������������������������
3  Concerning the right to collective bargaining in general, see below, Part Two. 
4  Article 134-3. 
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This combination of time-based and performance-related pay amounts to a flexibilisation of 
the remuneration system. Yet the system can only operate effectively if precise productivity 
norms are laid down at company level; often there is a lack of any such norms. 
 
Furthermore, the principle of equal pay for equal work is laid down by law in all countries but 
seems not to be properly enforced in practice, meaning that one sometimes comes across 
discrimination affecting in particular women and temporary workers. 
 
The law also makes provision for protection against non-payment of wages, for instance 
measures on the frequency and place of payment, and determines which components of pay 
are immune from attachment and non-transferable, as well as procedures for any permitted 
attachment or transfer of earnings. 
 
There are in addition measures specific to the protection of wages outstanding in the event of 
employer insolvency. In Jordan, Egypt and Algeria, for example, wages have a legally 
guaranteed priority status, whereby the wage debt is given precedence over all other debts, 
including Treasury debts. Tunisian legislation likewise provides that the component of pay 
which is immune from attachment must be paid before any other debts, however preferential 
the claim, and that the remainder of the workers’ wages and entitlements must be paid before 
claims lodged by the Treasury. In similar vein, the law stipulates that the national social 
security fund must pay wages and allowances outstanding to workers made redundant for 
economic or technological reasons, if the company is in a state of liquidation such that the 
workers do not receive the sums owed to them. Generally speaking, the social security fund 
pays the employee the sum outstanding and then approaches the debtor company for recovery 
of the sums paid out. The risk inherent in this system, however, is that it makes the social 
security fund bear the cost of wages outstanding, even though it cannot always subsequently 
obtain reimbursement because of the employer’s insolvency: this could adversely affect the 
financial stability of the social security fund. 
 
2 - Rules on working time and rest periods 
 
In all the Arab countries, working time is determined by legislation, although in some cases 
more favourable terms can be laid down by collective agreement in certain sectors. The law 
does not elaborate on the concept of working time; rather, it sets out maximum weekly 
working hours, which vary from country to country. The number of hours per week is 
frequently 48, but it is lower in certain countries, for example Palestine, where weekly 
working time totals 45 hours, and in Algeria where the normal working week is 40 hours. 
 
Similarly, the length of the working day is fixed by law. In this respect, however, legislation 
in the Arab countries differs considerably. In a nutshell, actual working time is usually set at 
eight hours per day. But this is very variable, on account of certain special derogations 
allowing the working day to be lengthened beyond that limit for certain types of activity, or - 
with authorisation from the labour inspectorate - through the use of overtime. Overtime is 
paid at a higher rate, which is established by law and varies from one country to another. 
 
The different countries also have specific provisions concerning certain groups of workers, 
most notably women and young people. For instance, women and children are often forbidden 
to work at night. Yet this prohibition, far from being absolute, is tempered by a myriad of 
legally regulated derogations. 
 



 

In terms of rest periods, legislation in all the Arab countries sanctions: 
• The right to weekly rest of 24 consecutive hours. 
• The right to paid annual leave, although there are considerable differences in its duration 

from one country to another. It is important to note here that, in order to protect the right 
to annual leave, the law sometimes rules null and void any agreement whereby the 
employee waives this right, even in return for financial compensation. However, for want 
of effective enforcement, it can happen that employees do “waive” their right to annual 
leave and so continue working throughout the year without any opportunity to rest. 

• The right to maternity leave, granted to women on the birth of a child. During this leave, 
whose duration varies from country to country, the employment contract is suspended. In 
some countries the woman is entitled to continue receiving her wages from the employer; 
in others, a compensatory allowance is paid by the social security fund. Legislation in all 
the countries stipulates that a woman’s time-off for reasons of childbirth should not lead 
to termination of her employment contract, but dismissal is often sanctioned by the 
payment of damages rather than by being declared null and void. Furthermore, only in 
Morocco are there penal sanctions to protect the job of a woman on maternity leave. 

• The right to time-off with pay on public holidays. These are rest days offered in comme-
moration of certain national or religious events. 

• The right to special leaves which may be granted for a variety of reasons: family events, 
fulfilment of a legal or religious obligation, participation in trade union activity, etc. 

 
3 - Rules to protect the physical welfare of employees in the face of occupational risk 
 
Employers everywhere have a safety obligation: they must take the necessary and appropriate 
measures to protect workers’ health and prevent occupational risk. Employers must likewise 
comply with the law in respect of recompense for harm or loss arising from accidents at work 
and occupational diseases. 
 
However, it would not be overstating the case to say that, in this area in particular, the 
legislation is fairly ineffectual. Despite a whole host of detailed regulatory texts concerning 
health and safety in the workplace, in actual fact the prevention of occupational risk is 
generally anything but adequate. 
 
Section 2: Labour law and employment 
 
While facilitating access to employment and ensuring a degree of protection against 
dismissal, labour legislation in the Arab countries allows for flexibility of employment to 
cater for the company’s requirements in managing its workforce. 
 
1 - Access to employment 
 
An essential principle in this area is equal access to employment. Although this principle is 
not always explicitly specified in legislation, it is predicated on the constitutional stipulation 
that all citizens are equal before the law. In addition, most constitutions uphold the right of all 
citizens to work. Equal access to employment is moreover grounded in the international 
labour conventions ratified by the Arab countries, in particular ILO Convention No. 111 
prohibiting discrimination (employment and occupation). 
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Legislation also determines the minimum working age, with a view to protecting children 
from the risk of economic exploitation. All the countries concerned have ratified ILO 
Convention No. 138 on the minimum working age, but national legislation varies enormously 
on this front. The age limit is set at 14 years in certain countries, whereas elsewhere it is 15 or 
16, with derogations for certain sectors or types of activity. There is also evidence that the 
phenomenon of employing children below the statutory age limit has not been altogether 
eliminated, above all in the informal sector, owing to the lack of proper law enforcement. 
 
A tendency to assist in the employment of certain categories of people who have particular 
difficulty in accessing work is to be observed in certain countries. We can refer here to 
positive discrimination to promote the employment of such persons, thanks to various legal 
and financial incentives. These incentives often take the form of state subsidies or exemption 
from social security contributions. This is the case under Tunisian law, where these 
employment incentives are geared in particular to youngsters seeking their first job, university 
graduates and the disabled. Any company regularly employing 100 workers or more, for 
example, must set aside 1% of posts for disabled persons. 
 
The Algerian Labour Code likewise specifies that the employer must allocate jobs to disabled 
people in accordance with legally determined rules. Algeria also has other employment 
incentive measures intended primarily for youngsters experiencing particular difficulty in 
entering the labour market. Other countries accord employment priority to the disabled, for 
example Jordan, where any company employing 50 or more workers must allocate 2% of its 
jobs to disabled persons. In Palestine, similarly, company directors are obliged by law to 
reserve 5% of all jobs for the disabled. 
 
Legislation in all the Arab countries gives employment priority to nationals. The employment 
of foreigners is often subject to a special procedure requiring prior administrative 
authorisation from a department of the Ministry of Employment.  
 
Nowadays, the main route to boosting employment is the consolidation of training and 
qualifications. Technological advances are such that there is a need for a modern, streamlined 
vocational training system enabling every individual to receive adequate initial training as 
well as life-long education and, where necessary, to undergo retraining. One classic form of 
vocational training is the apprenticeship, which is enshrined in legislation and regulated in all 
the Arab countries. There is however a need for other schemes, such as traineeships, 
work/training contracts and contracts for people returning to the labour market. Tunisian 
legislation is heading in this direction, putting in place a modern regulatory system aimed at 
developing these forms of training and adaptation to working life, even though their 
effectiveness is still somewhat limited. 
 
In some countries, such as Egypt, a role in vocational training is played by the trade unions, 
which establish education and training centres providing services free of charge to all 
concerned. In similar vein, certain companies allow their employees to attend training courses 
organised either in-house or in private training centres, with the cost of training borne by the 
employer. Employers are not, however, under a legal obligation to provide continuing training 
for staff. 
 
Algeria is one country, among others, where the right to vocational training is enshrined in law 
as an individual right, leaving it up to the social partners to determine the practicalities of this 
training. But in most countries collective bargaining plays only a marginal role in this field. 
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2 - Flexibility of employment 
 
There is a trend everywhere towards greater labour market flexibility, so dear to the hearts of 
the employers, who are increasingly calling for legal standards to be relaxed in order to face 
up to economic requirements and make companies more competitive. This trend is apparent to 
varying degrees in the Arab countries. 
 
One method of achieving flexibility is recourse to fixed-term employment contracts. Such 
contracts have in effect become synonymous with insecurity, in that the wage-earner - 
regarded as a temporary (or non-permanent) worker - is constantly at risk of losing his/her job 
if the employer declines to renew the contract. For this reason, modern labour legislation in 
most countries tends to assert that recruitment via an open-ended, or standard, contract is the 
rule, while recourse to fixed-term contracts is the exception and must be justified by objective 
considerations related to the nature of the company’s business or the task performed by the 
employee. This is clearly the formula adopted by Algerian legislation, which establishes the 
principle that employment contracts are deemed to have been concluded for an indeterminate 
period unless otherwise stated in writing5. It also enumerates the cases where recourse to 
fixed-term contracts is allowed6: namely, situations where the activities covered by the 
employment relationship are themselves time-limited. 
 
In the other countries, generally speaking, the law merely sets out circumstances in which 
fixed-term contracts may be concluded: an unusually high workload, temporary replacement 
of a full-time employee who is absent, seasonal work, etc. Yet it is not explicitly stated in law 
that contracts are concluded in principle for an indeterminate period and that recourse to 
fixed-term contracts is an exception to this rule. 
 
Another form of job flexibility is recourse to subcontracting and to temporary employment 
agencies. There is a significant legal vacuum here, due to the lack of any specific regulations 
governing these methods of outsourcing work. The main risk inherent in this legal vacuum is 
that labour may be subcontracted at reduced rates of pay. 
 
Recourse to part-time work can also bring about greater flexibility. On the whole, this way of 
working is not very widespread in the Arab countries, and some of them have no legal 
provisions specific to part-time work. It is however covered by fairly detailed legislation in 
Algeria and in Tunisia7. Two basic principles emerge from these regulations: firstly, recourse 
to part-time working is determined by contract and normally presupposes agreement by both 
parties; secondly, the principle of equal treatment of part-time and full-time employees is 
sanctioned by law, subject to certain rules specific to part-time working, such as wage 
proportionality. 
 
Part-time work may be thought of as a form of job-sharing and a means of stimulating 
employment. But the absence of any financial incentives, such as exemption from social 
security contributions for companies adopting this practice, coupled with the negative 
implications in terms of employees’ social security entitlements, explain why part-time work 
is currently a very limited phenomenon with virtually no impact on employment policy. 
���������������������������������������
5  Art. 11 of the Algerian Labour Code. 
6  Art. 12 of the Algerian Labour Code. 
7  See Article 13 of the Algerian Labour Code and Articles 94-2 to 94-14 of the Tunisian Labour Code. 
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3 - Protection against dismissal 
 
Whereas a fixed-term employment contract normally comes to an end on expiry of the agreed 
term or on completion of the work it covers, an open-ended contract is broken off by means of 
unilateral termination by the decision of one of the parties: either the employee (resignation) 
or the employer (dismissal).  
 
In either case, the unilateral termination of an open-ended contract is subject to a period of 
notice, unless it is provoked by serious misconduct on the part of the employee. In certain 
countries, such as Jordan, Palestine and Tunisia, the statutory period of notice is the same for 
all employees, whereas elsewhere, for example in Algeria and Morocco, it varies from one 
occupational group to another. 
 
Whereas the right to unilateral termination is granted to both parties to the contract, there is a 
general trend to restrict the right of dismissal by subjecting it to formal and substantive conditions 
laid down by law or collective agreement. Two different scenarios exist: individual dismissal, for 
reasons relating to the employee, and collective redundancy, for economic reasons. 
 
As far as individual dismissal is concerned, legislation everywhere stipulates that it must be 
justified by a legitimate reason8, often serious misconduct by the employee. The law does not 
define the concept of serious misconduct but, in certain countries, gives an indicative list of 
instances where an employee’s misconduct may be regarded as sufficiently serious to warrant 
dismissal9. The courts have sole responsibility for assessing the seriousness of the 
misconduct. In some countries, dismissal for disciplinary reasons must normally be preceded 
by a procedure aimed primarily at enabling the employee to defend him/herself before a 
disciplinary committee established within the company10. 
 
An employee dismissed for serious misconduct has no means of redress. But if the dismissal 
proves to have been unjustified, he/she is entitled to compensation11. In some countries, the 
amount of compensation is set by the judge responsible, according to his/her independent 
assessment of the injury done to the employee. Elsewhere, a flat-rate amount of compensation 
is determined by law, depending on the employee’s length of service12. What is more, an 

���������������������������������������
8  Legislation in certain countries refers to a “genuine and serious cause for dismissal”. This is the case 

for example in Palestine (Art. 39 of Act No. 7 / 2000) and Tunisia (Art. 14 of the Labour Code). 
9  See for example Article 40 of Palestinian Act No. 7 / 2000, Article 14c of the Tunisian Labour Code 

and Article 73 of the Algerian Labour Code. 
10  This is the case in Tunisia, for example, where disciplinary procedures are regulated by collective 

agreement (or, for public sector companies, by the conditions of service). It is also the case in Algeria 
where, by law, disciplinary procedures form part of the company rules (Art. 73-2 of the Labour Code).  

11  Under the Algerian Labour Code, the judge responsible may order either reinstatement of the 
worker or, should one or other party refuse, the award of financial compensation (Art. 73-4). 

12  For instance, under Palestinian law the amount of compensation is set at two months’ wages for 
each year of service, subject to a ceiling of two years’ wages (Art. 47 of Act No. 7 / 2000). In 
Tunisia, this sum is fixed at between one and two months’ wages for each year of service, subject to 
a ceiling of three years’ wages. But if the dismissal is deemed unjustified solely on grounds of 
procedural non-compliance, the amount of compensation varies between one and four months’ 
wages whatever the employee’s length of service (Art. 23a of the Labour Code). 

48



 

employee who is unjustifiably dismissed is entitled to a form of compensation sometimes 
referred to as severance pay, the amount of which varies from one country to another. 
 
With regard to collective redundancy, or dismissal on economic grounds, often the law does 
not clearly define the concept of “economic grounds”. Nonetheless, it is generally accepted 
that these are unconnected with the employee as an individual and entail the abolition of a 
permanent post for objective reasons related to the company. The concept of “economic 
grounds” covers economic and financial difficulties in particular, but the difficulties 
encountered are not necessarily always such as to justify redundancies.  
 
In several countries, prior authorisation is required by law before collective redundancies can 
be implemented13. This procedure basically entails consulting an administrative body, which 
may be the labour inspectorate, to hear its opinion on the redundancies and, where 
appropriate, for it to propose alternative solutions with a view to avoiding recourse to 
dismissal if at all possible. A few alternatives worth mentioning are the establishment of a 
plan to retrain or redeploy workers, the possibility of steering the company’s business towards 
new types of production, layoffs, early retirement, etc. 
 
In most instances the law does not recognise any important role for employee representatives 
to hold face-to-face talks with the employer regarding solutions which might take account of 
the company’s predicament while avoiding job losses among the workforce. 
 
Employees made redundant on economic grounds are entitled to receive an allowance, usually 
determined by law or collective agreement, depending on their length of service to the 
company. Should the dismissal prove to have been unjustified, this allowance may be 
supplemented by compensation, as in the case of individual dismissal. 
 
Finally, the Arab countries have no unemployment insurance provision, with the exception of 
Algeria, where employees dismissed on economic grounds are entitled to monthly 
unemployment benefit, in addition to social security coverage in respect of sickness 
insurance, maternity insurance and family allowances. Egypt and Tunisia, on the other hand, 
have a system of emergency welfare for the unemployed, intended to furnish them with a 
minimum income for a temporary period. 

���������������������������������������
13  In some countries, such as Egypt, the law does not lay down a special procedure for collective 

redundancy at present. But such legislation is currently in the pipeline there. 
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PART TWO: 

COLLECTIVE LABOUR RELATIONS 
 
The predominant aspect of labour relations everywhere is the collective dimension, which 
consists of two vital strands: collective representation of workers, on the one hand, and 
collective bargaining and the right to strike, on the other. 
 
Section 1: Workers’ right to collective representation 
 
The key principle in this respect is trade union freedom, which governs the legal status of 
workplace trade unions. But the right of workers to collective representation also covers the 
existence of other structures unrelated to trade unions within the company. 
 
1 - Trade union freedom 
 
Trade union freedom is one of the core labour standards set out in the 1998 ILO Declaration 
on fundamental principles and rights at work. The complex interface between globalisation 
and the promotion of these fundamental labour rights is attracting ever more attention 
nowadays. Whereas certain Arab countries have ratified ILO Convention No. 87 on trade 
union freedom and trade union protection14, others have not yet done so15. ILO Convention 
No. 98 on the right to organise and the right to collective bargaining has however been 
ratified by all the countries concerned. 
 
In terms of domestic legislation, trade union freedom is upheld in all the Arab countries as a 
constitutional principle whose implementation is regulated by law16. 
 
Trade union freedom has two facets: individual and collective. As concerns individual rights, 
all the countries sanction the principle of freedom to join - or decline to join - a trade union, as 
well as the right to leave the union at any time. But in certain countries some people, 
including public servants, are prevented by law from joining a trade union. In Morocco, for 
instance, the decree of 5 February 1958 withholds trade union rights from “all persons who, in 
whatever capacity and to whatever degree, exercise a position or mandate, even a temporary 
one, remunerated or unpaid, on behalf of the state, the civil service, the local authorities, 
public bodies or public services and who have been granted the right to bear arms in the 
fulfilment of their duties”. Likewise in Tunisia, the security forces, military personnel and 
customs officials are prohibited by law from enjoying trade union rights. 
 
Turning to collective rights, the first manifestation of trade union freedom is the right to form 
trade union organisations. In most countries, the formation of trade unions is not subject to 
any procedure of prior approval or authorisation by the public authorities. The only 
formalities required involve publicising the existence of the trade union, so as to facilitate 
jurisdictional supervision and inform third parties. 
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14  Algeria, Egypt and Tunisia. 
15  Morocco and Jordan. Palestine is not yet a full member of the ILO. 
16  Palestine has no legislation on the exercise of trade union rights as yet, but there is a bill on the 

drawing board. 
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In Jordan, however, a registration process must be complied with before a trade union can be 
formed. The authority in charge of registration must issue its opinion within a 30 day period. 
In the case of a refusal, the workers concerned may appeal against this decision before the 
supreme court of law, whose ruling must similarly be handed down within 30 days. The law 
also requires that a minimum number of people - no fewer than 50, working in the sector 
concerned - must have expressed a desire to form the trade union. 
 
Once it has been legally constituted, a trade union acquires its own legal identity. Trade 
unions in all the countries are granted moral personality and, in this capacity, acquire a set of 
legal prerogatives essential for their activities. Among these prerogatives are the union’s right 
to hold its own assets, provisioned mainly out of its members’ dues17, the right to conclude 
contracts and the right to go to court to defend its interests or to defend the collective interests 
of the occupation it represents. Other prerogatives relate to collective bargaining and the 
conclusion of collective labour agreements, as well as the right to strike18. 
 
As concerns the protection of trade union representatives, some countries have ratified ILO 
Convention No. 135 on worker representatives19, whereas others have not20. Domestic 
legislation in most countries’ systems grants a degree of specific protection to trade union 
representatives, especially in respect of dismissal. First and foremost, they are protected 
against dismissal for engaging in trade union activities: in some countries any such dismissal 
can be declared null and void, meaning that the employee must be reinstated21. In other 
countries, however, dismissal on grounds of trade union activity is merely declared to be 
unjustified and leads to the award of financial compensation. Sometimes the law also lays 
down penal sanctions against anyone who hampers the exercising of trade union rights22. 
 
Another form of protection for trade union representatives is a mandatory special procedure to 
scrutinise the action an employer intends to take against a representative. Thus certain sectoral 
collective agreements in Tunisia, modelled on the specific legal procedure for the dismissal of 
elected representatives who are not trade union delegates, oblige the employer to obtain prior 
authorisation from the labour inspectorate. This practice has in fact become widespread 
thanks to case-law which gives a broad interpretation to the legal provisions governing the 
procedure for dismissing non-union elected representatives. Protection arising from case-law 
is however insufficient, since it is not a stable source of legislation. 
 
Under Algerian law, action taken by the employer against a trade union representative is not 
subject to prior scrutiny by an administrative or judicial authority, but the employer is obliged 
to inform the trade union organisation before ordering a dismissal or any disciplinary 
���������������������������������������
17  Most of the national reports did not however provide sufficient information to enable us to identify 

whether or not the trade unions are in a position to manage their assets freely and independently of 
the government authorities.  

18  See Section 2 below. 
19  Egypt, Jordan and Morocco. 
20  Algeria and Tunisia. 
21  This is the case in Egypt (Art. 66 of the Employment Act) and Algeria (Art. 56 of Act 90-14 of 2 

June 1990 concerning the exercise of trade union rights). 
22  For example in Morocco, following Act No. 11 (Art. 23) of 16 March 2000 amending the Royal 

Decree of 16 July 1957. 
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measures. Should the dismissal prove not to have been properly justified, the worker 
representative may be reinstated in his/her post by order of the labour inspectorate. In Egypt, 
the law stipulates that any disciplinary measures, including dismissal, which an employer is 
planning against a trade union representative must be authorised by the competent judicial 
authority23. 
 
2 - Representation of company employees by elected individuals 
 
Most of the Arab countries operate a twofold system for the representation of employees in 
the company, whereby trade union representatives coexist with non-union representatives 
elected by the workforce as a whole. This is the case in Algeria, Egypt, Morocco and Tunisia, 
whereas in Jordanian companies employees are represented exclusively by trade unions. 
 
The nature of elected representative bodies in companies, and the conditions for their 
establishment, vary from country to country. In Algeria, for example, the law stipulates that a 
joint committee must be set up in all firms employing more than 20 workers24. Its members 
are elected by the workforce. Moroccan legislation provides for the election of workforce 
representatives in all companies habitually employing ten or more workers25. In Egypt, a joint 
consultative committee must be established in all companies with at least 50 employees. This 
committee comprises six members, of whom three represent the company management and 
three the employees; the latter are chosen from among the workforce after consultation of the 
trade union body26. Under Tunisian law, a consultative committee must be formed in all firms 
employing at least 40 permanent staff27. This is a joint body consisting of an equal number of 
management representatives and worker representatives, elected by their peers. The number 
of representatives varies according to the size of the workforce: in companies employing 
between 20 and 40 permanent staff, one full member and one alternate member are elected28. 
 
The duties of workforce representatives are normally very wide-ranging and cover the 
following matters in particular: work organisation in the company, staff promotion and 
grading, company welfare facilities, health and safety at work, etc. 
 
Workforce representatives are entitled by law to have certain means of action at their disposal 
to help them fulfil their duties, such as notice-boards, a meeting room and officially 
sanctioned time-off paid at normal rates. It is worth noting that the employer is obliged to 
provide workforce representatives with all necessary information on the company’s economic 
and social situation and plans for the future. Often, however, the activities of workforce 
representatives are constrained because they are insufficiently independent of company 
management. Their role is essentially consultative, with the managing director having the last 
word. Moreover they often lack the financial autonomy to perform their duties effectively. 
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23  Art. 48 of Act No. 35 / 1976 relating to trade unions. 
24  Art. 99 of Act 90-11 of 21 April 1990. 
25  Royal Decree of 29 October 1962 concerning workforce representation in the company. 
26  Art. 77 of the Employment Act. 
27  Art. 157 of the Labour Code. 
28  Art. 163 of the Labour Code. 
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Elected representatives are often entitled by law to special protection against action by the 
employer, which is sometimes more complete than the protection afforded to trade union 
representatives. The extent of this protection varies from one country to another. In Morocco, 
for instance, the law requires that prior agreement be obtained from the labour inspectorate 
ahead of any action to move or dismiss a workforce representative29. This protection applies 
not only to representatives in post but also to candidates standing for election, for three 
months after the list of candidates has been finalised, as well as to former representatives, for 
six months after the end of their term of office. Workforce representatives in Tunisia are 
protected only against dismissal, for which a favourable opinion of the labour inspectorate is a 
legal requirement30. Elected representatives in Algeria enjoy the same legal protection as trade 
union representatives. 
 
Finally, the relations between trade union representation bodies and those consisting of 
elected representatives are not usually well regulated, which creates the potential for 
overlapping or even conflicting roles between these two types of worker representation. To 
obviate this risk, the different institutions representing employees must co-operate. This co-
operation may for example consist in trade union representatives attending meetings of 
elected representative bodies so as to convey the union’s views on the matters under 
discussion. In actual fact, the classic dividing-line drawn between the trade union activity of 
putting forward claims and the spirit of dialogue and concertation pervading elected 
representative bodies is not at all clear-cut. Both forms of worker representation serve the 
same general purpose: to ensure a well-balanced relationship between the employer and the 
workforce as a whole, thereby enabling the ideal of democracy to be put into practice in the 
company. Collective bargaining and the right to strike form part of the same picture. 
 
Section 2: Collective bargaining and the right to strike 
 
Collective bargaining is regarded as the most effective means of “pacifying” relations 
between employer and employees. That should not however lead to a blanket denial of the 
adversarial dimension of these relations deriving from divergences in their work-related 
interests. 
 
1 - Legal provisions concerning collective bargaining 
 
In none of the countries covered by our study is the right to collective bargaining enshrined in 
the constitution, or in legislation, though it would seem to derive logically from the right to 
form a trade union. As we have seen, all these countries have ratified ILO Convention No. 98 
on the right to organise and the right to collective bargaining. 
 
Although the right to collective bargaining is above all a procedural right, there are few laws 
in the countries concerned which clarify the processes to be put in place to this end. For 
example, there is no obligation on either side (most notably the employers’ side) to bargain, 
which could place the negotiations at the mercy of the balance of power between the social 
partners. By the same token, the law does not normally stipulate the respective obligations of 
each side during negotiations. It would seem that the legislator is more interested in the 
outcome of bargaining, i.e. the collective agreement, than in the process itself. 
���������������������������������������
29  Art. 12 of the Royal Decree of 29 October 1962 concerning workforce representation in the company. 
30  Art. 166 of the Labour Code. 
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Legal provision is made for collective bargaining to take place at either sectoral level or at 
company/establishment level. Bargaining in some countries nevertheless remains very 
centralised, for example in Tunisia, where negotiations mainly take place at sectoral level for 
the entire country, while company bargaining plays only a minor role. 
 
As for the parties to the negotiations, the trade union organisations are solely responsible for 
negotiating on behalf of the workforce in all the Arab countries. The employers, for their part, 
may be represented by the managing director in person (in the case of company or 
establishment bargaining) or else by the employers’ representative organisation (in sectoral 
bargaining). 
 
The government generally exercises control, be it direct or indirect, over collective 
bargaining: it may, as in Morocco, take part in wage bargaining even when it is not the 
employer. In Tunisia, sectoral collective agreements must be officially endorsed by the 
Ministry of Social Affairs. Should there be no endorsement, the agreement cannot take effect 
even between the contracting parties31. 
 
Negotiators normally have ample discretion over the bargaining agenda. In Algeria, for 
instance, the law demands only that the rules on public order be respected. Egyptian legislation 
uses a very broad form of words, declaring null and void any clause of a collective agreement 
which could disrupt the country’s security or harm its economic interests, or which conflicts 
with the law, public order or moral standards32. In other countries, lastly, the law confines itself 
to laying down a bedrock of minimum provisions which must be inserted into all collective 
agreements: these mainly sanction respect for trade union freedom, the principle of wage 
determination, conditions of recruitment and dismissal, and the procedures to be followed by a 
joint committee responsible for settling difficulties arising from the implementation of the 
agreement33. 
 
The collective agreement has binding effect in all countries and is automatically enforceable 
on all persons within its field of application: thus, it has regulatory force and counts as 
“employment legislation”. Generally speaking, workers do not have to be trade union 
members in order to benefit from the content of an agreement, but Egyptian law stipulates that 
a collective agreement applies only if the number of union members among the employees of 
a company is at least half of the total workforce34. 
 
Whereas in most cases agreements may be concluded for either a fixed or an indeterminate 
period of time, under Palestinian legislation they are valid for a three-year term35. Three 
months before this period expires, negotiations may be reopened at the request of one side or 
by agreement of both. 
 
The law often takes account of the requirement for stability in industrial relations, stipulating 
that an agreement which is about to expire or is denounced remains in force until such time as 
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31  Art. 38 of the Labour Code. 
32  Art. 87 of the Employment Act. 
33  Art. 57 of the Palestinian Employment Act, No. 7 / 2000, and Art. 42 of the Tunisian Labour Code. 
34  Art. 91 of the Employment Act. 
35  Art. 56 of Act No. 7 / 2000. 
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a new one has been concluded. Similarly, where a collective agreement has lost its binding 
force, the employees retain the benefits acquired. This is the case under Jordanian legislation, 
for example36, whereas elsewhere the law affords no specific protection to acquired benefits 
but a clause protecting them is normally inserted into the new agreement. 
 
2 - Collective labour disputes 
 
The prime concern of legislation in all the Arab countries appears to be to pacify industrial 
relations so as to create social peace. For this reason the law usually attaches particular 
attention to conflict prevention mechanisms and peaceful means of settlement, i.e. through 
conciliation, mediation and arbitration. 
 
Recourse to conciliation is compulsory in most countries prior to the launch of strike action. 
Conciliation may, as under Egyptian legislation37, be preceded by a phase of face-to-face 
negotiations between the employer and the trade unions. Elsewhere, such talks take place in 
practice but are not governed by legislation38. The labour inspectorate sometimes engages in 
conciliation in an attempt to resolve collective labour disputes: in some countries it has a statutory 
obligation to do so39, whereas in others it plays a de facto role in seeking conciliation40. 
 
In addition to conciliation, the law may make provision for mediation41, although this 
possibility seems to have been overlooked by the legislator in most countries. 
 
Recourse to arbitration is compulsory in all collective labour disputes in Egypt42 and 
Morocco43. This practice could however jeopardise the right to strike, in that the outcome of 
arbitration is imposed on the opposing parties. Other countries apply a different solution: 
recourse to arbitration is voluntary in principle, except in certain exceptional cases where it is 
made compulsory, in particular if the dispute involves an essential service whose interruption 
could endanger human life, safety or health44. What is more, companies or staff ensuring such 
services may be requisitioned in order that their operations remain continuous. 
 
The right to strike is constitutionally recognised in certain countries45, but elsewhere it is 
sanctioned by law46 or upheld in case-law47. Where it is regulated, the right to strike is often 
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36  Art. 41 of the Employment Act. 
37  Art. 94 of the Employment Act. 
38  For example in Jordan. 
39  For example in Algeria and Tunisia. 
40  For example in Morocco. 
41  For example in Algeria, where the opposing sides may appoint a mediator to propose an amicable 

solution. 
42  Art. 95 of the Employment Act. Case-law in Egypt has however found compulsory arbitration to be 

unconstitutional. 
43  Art. 1 of the Royal Decree of 19 January 1946. 
44  For example in Algeria and Tunisia. 
45  For example in Algeria (Art. 57 of the constitution) and in Morocco (Art. 14 of the constitution). 
46  For example in Tunisia (Art. 376 ff. of the Labour Code), Jordan (Art. 134 ff. of the Employment 

Act) and Palestine (Art. 66 of the Employment Act). 
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subject to legal restrictions: in several countries, for instance, strike action by civil servants or 
certain categories of state officials is prohibited. Similarly, in some countries, such as Jordan, 
a peace obligation is incumbent on both sides to the agreement for the period of its duration, 
meaning that strike action is not allowed in respect of any matter covered by the agreement. 
Another restriction on the right to strike, as already mentioned, is the requisitioning procedure 
put in place to ensure the continuous operation of services deemed essential. 
 
There are in addition other limitations deriving from legally enacted procedural rules 
governing the right to strike. Lightning strikes are for example prohibited in most countries by 
the obligation to give due notice before the stoppage begins48. Legislation in certain countries 
takes an organic view of strikes, demanding that they be endorsed by a trade union 
organisation49. 
 
Finally, in keeping with the so-called “equality of arms” theory, lock-out is recognised in 
some Arab countries as a right enjoyed by employers to counterbalance the right to strike 
enjoyed by employees50. Elsewhere, the law makes no mention whatsoever of this subject51. 

***** 
 

It must be pointed out in conclusion that, despite all the divergences in labour law systems 
from one Arab country to another, several similarities emerge from this study, whose main 
aim is to pave the way for the necessary alignment of these systems. Alignment could be the 
first step towards a harmonisation of labour standards in the Arab countries. 
 
Only a realistic and gradual approach would allow this aim to be achieved in practice. This, 
above all else, means gaining a awareness of the challenges currently confronting labour law 
throughout the entire world. These challenges arise primarily out of the economic, social and 
technological changes associated with trade liberalisation and globalisation, which has 
brought about a disengagement of the state in the economic sphere and a rolling-back of its 
regulatory role. Hence the risk that labour legislation may be dismantled in the name of 
economic efficiency and its role drastically altered. Labour law is no longer confined to the 
protection of workers, but tends increasingly to protect companies, in the light of their need to 
step up production capacity and competitiveness. 
 
The key unanswered question in this context is how adaptable labour law will prove to be in the 
new economic climate. Will it manage to take due account of companies’ need for flexibility, 
without abandoning its traditional, fundamental role of providing protection for working people? 
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47  For example in Egypt, where draft legislation on the right to strike is currently pending. 
48  For example in Tunisia, where the notice period is set at 10 days (Art. 376a of the Labour Code); in 

Jordan, where it is 14 days for a strike affecting public services and 28 days for a public service 
stoppage (Art. 135 of the Employment Act); and Palestine, where the notice period is four weeks in 
public services and two weeks in all other cases (Art. 67 of the Employment Act). Under Palestinian 
law the strike notice must be approved by at least 51% of the company’s employees. 

49  For example in Tunisia (Art. 376a of the Labour Code). 
50  For example in Jordan, Morocco, Palestine and Tunisia. 
51  In Algeria and Egypt. 
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ANNEX 

INTERNATIONAL LABOUR CONVENTIONS RATIFIED 

BY THE ARAB COUNTRIES 
 

DATE OF RATIFICATION BY COUNTRY N° OF THE 
CONVENTION 

ALGERIA EGYPT JORDAN MOROCCO TUNISIA 

C.1 - 1960 - - - 
C.2 - 1954 - 1960 - 
C.3 1962 - - - - 
C.4 - - - 1956 - 
C.6 1962 - - - - 
C.8 - - - - 1970 
C.9 - 1982 - - - 

C.11 1962 1954 - 1957 1957 
C.12 - - - 1956 1957 
C.13 1962 - - 1956 1956 
C.14 1962 1960 - 1956 1957 
C.16 - - - - 1970 
C.17 1962 1960 - 1956 1957 
C.18 1962 1960 - 1956 1959 
C.19 1962 1948 - 1956 1959 
C.22 - 1982 - 1958 1970 
C.23 - 1982 - - 1970 
C.24 1962 - - - - 
C.26 - 1960 - 1958 1957 
C.27 - - - 1956 - 
C.29 1962 1955 1966 1957 1962 
C.30 - 1960 - 1974 - 
C.32 1962 - - - - 
C.41 - - - 1956 - 
C.42 1962 - - 1957 - 
C.44 1962 - - - - 
C.45 - 1947 - 1956 1957 
C.52 - 1954 - 1956 1957 
C.53 - 1939 - - - 
C.55 - 1982 - 1958 1970 
C.56 1962 1982 - - - 
C.62 1962 1982 - - 1959 
C.63 1962 1940 - - - 
C.65 - - - 1963 1962 
C.68 1962 1982 - - - 
C.69 1962 1982 - - - 
C.70 1962 - - - - 
C.71 1962 1982 - - - 
C.73 1962 1982 - - 1970 
C.74 1962 1967 - - - 
C.77 1962 - - - 1970 
C.78 1962 - - 1957 - 
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DATE OF RATIFICATION BY COUNTRY N° OF THE 

CONVENTION 
ALGERIA EGYPT JORDAN MOROCCO TUNISIA 

C.80 1962 1949 - 1957 - 
C.81 1962 1956 1969 1958 1957 
C.87 1962 1957 - - 1957 
C.88 1962 1954 - - 1968 
C.89 1962 1960 - - 1957 
C.90 - - - - 1961 
C.91 1962 - - - 1970 
C.92 1962 1982 - 1956 - 
C.94 1962 1960 - - - 
C.95 1962 1960 - - 1958 
C.96 1962 1960 - - - 
C.97 1962 - - 1979 - 
C.98 1962 1954 1968 1957 1957 
C.99 1962 - - 1960 1959 

C.100 1962 1960 1966 1979 1968 
C.101 1962 1956 - 1960 - 
C.104 - 1958 - 1963 1962 
C.105 1969 1958 1958 1966 1959 
C.106 - 1958 1979 1974 1958 
C.107 - 1959 - - 1962 
C.108 1991 - - 2001 1959 
C.111 1969 1960 1963 1963 1959 
C.113 - - - - 1963 
C.114 - - - - 1963 
C.115 - 1964 - - - 
C.116 - 1962 1963 1962 1962 
C.117 - - 1963 - 1970 
C.118 - 1993 1963 - 1965 
C.119 1969 - 1964 1974 1970 
C.120 1969 - 1965 - 1970 
C.122 1969 - 1966 1979 1966 
C.124 - - 1966 - 1967 
C.127 1969 - - - 1970 
C.129 - - - 1979 - 
C.131 - 1976 - - - 
C.134 - 1982 - - - 
C.135 - 1982 1979 2002 - 
C.136 - - - 1974 - 
C.137 - 1982 - - - 
C.138 1984 1999 1998 2000 1995 
C.139 - 1982 - - - 
C.142 1984 1982 1979 - 1989 
C.144 1993 1982 - - - 
C.145 - 1983 - 1980 - 
C.146 - - - 1980 - 
C.147 - 1983 - 1981 - 
C.148 - 1988 - - - 
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DATE OF RATIFICATION BY COUNTRY N° OF THE 

CONVENTION 
ALGERIA EGYPT JORDAN MOROCCO TUNISIA 

C.149 - 1982 - - - 
C.150 1984 1991 - - 1988 
C.152 - 1988 - - - 
C.158 - - - 1993 - 
C.159 - 1988 - - 1989 
C.178 - - - 2000 - 
C.179 - - - 2000 - 
C.180 - - - 2000 - 
C.181 - - - 1999 - 
C.182 2001 2002 2000 2001 2000 
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EURO-MED TRADE UNION FORUM

COMMON OUTLOOK ON LABOR LAW

Within a context that bears the stamp, on the one hand, of far-reaching economic and social
mutations and on the other of the uncertainties stemming from globalization, labor law today
is increasingly being called into question.  Some accuse it of being too rigid, a spoke in the
wheel of market mechanisms.  In the name of economic efficiency and of the fight against un-
employment, we hear voices demanding that labor law be corrected, adapted, become more
flexible, that it shake off its stiff links to the protection of workers’ rights.

This situation is not exactly the one in which Arab countries are in.  But here as elsewhere it is
worrisome to observe the familiar trend towards dismantling social legislation by reason of the
needs to create jobs and to increase economic efficiency.  It is also striking to perceive the di-
minishing presence of the social dimension in the Euro-Mediterranean partnership, especially
in view of the fact that the Declaration of Barcelona specified that the aim was to establish, in
countries giving to the Mediterranean, a partnership that would group together the economic,
financial, social, cultural and human domains.

On the strength of these general comments, and in full awareness that there are challenges to
be overcome by social legislation the world over, trade union members of the Euro-med Forum
declare:

That we consider that respect of fundamental social rights to be an essential, sine qua non
condition of economic and social development;

That we must remember that, in order to guarantee the bond between economic growth and
social progress, all new developments must necessarily center on humankind, defending
human dignity and consecrating the supremacy of individuals over other considerations;

That, in this scenario, labor law continues to be of special importance because of its tradi-
tional functions which must continue to be the basic purpose of any social law, that is, to
defend the importance of humanity and to do away with those forms of exploitation that
wrench from human activities everything but their market value.

For the above reasons, and bearing in mind the specifics of the different national legal systems
in place, our trade unions aspire to achieve a connection among these systems so as to encour-
age harmonization of social norms. Our principal intentions are as follows:

1. To ratify and respect international labor legislation, specifically the fundamental rights in-
cluded in the ILO Declaration of 1998. We stress that these norms should not be put at the
service of protectionist objectives;

2. To recognize the rights of all citizens in terms of the right to work and to professional
training (initial and on-going), on the basis of freedom and equality.  Thus, it is mandatory
that the law be called upon to regulate the current state of affairs, in which we witness mul-
tiple abuses such as the hiring of workers with short-term closed-end contracts, the system-
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atic hiring of temporary workers and out-sourcing activities.  The legislator is beseeched to
limit the availability of these precarious contracts and to do his best to achieve the equal
rights of permanent and non-permanent workers;

3. To ensure strengthening of provisions regarding labor law, especially those targeting
health and safety, all the while guaranteeing their efficiency.  This calls for a strengthening
of the role of labor inspectors by increasing their number and by providing them with more
generous means, as well as for a strengthening of the mandate of legal authorities dealing
with labor conflicts:  they will need to be increasingly independent;

4. To achieve the protection of workers in the wake of the devastating effects of globaliza-
tion, concretely job losses and social exclusion.  Workers must be as dynamically grouped as
possible, by means of the trade unions, and should attempt to be involved when measures are
discussed that affect the company and its economic and social situation.

Also, the trade unions members of the Euro-med Forum are troubled about the collective di-
mension of dwindling professional relations, especially in view of the excessive use of indi-
vidual hiring techniques.  This decline can be explained by the growth of unemployment, the
rising precariousness of employment, the waning of the industrial sector and growth of the ter-
tiary sector, changing life-styles and working-styles, and so on.

Some employers encourage the weakening of collective associations, and this waning will re-
sult in turn in a decline of trade unions, calling into question their role as representatives and
defenders of the collective interests of workers.

In view of all of which, our trade unions vigorously pledge to defend collective rights of work-
ers, an essential element of modern democracy.

At the very heart of these rights is trade union freedom.  This is indeed a fundamental right, the
bedrock of a pluralist social order in opposition to a totalitarian interpretation of society. Our
trade unions accordingly call for the following:

The reinforcement of trade union freedom based on international labor law, all the while in-
sisting on the need to ratify ILO conventions relative to this same subject and which as yet
are pending ratification by some countries;

The honest respect of the autonomous nature of trade unions by the public powers and by
employers alike;

The establishment of efficient legal protection for workers’ representatives, in particular
condemning anti-trade union activities undertaken by employers and their associations;

The endorsement of collective bargaining, which continues to be the most suitable means to
achieve social dialogue and develop good professional relations;

The securing of the right to strike by putting an end to the different obstacles and limitations
which place this fundamental right, a corollary to the right to trade union activity, at risk.

The Euro-med Trade Union Forum pledges to increase the expertise of its members and experts
and to add to their knowledge and skills by means of research and training activities as well as
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by calling well-timed meetings focusing on different issues pertaining to social rights.

To this effect the Forum undertakes to set up a “Committee for Labor Law” in each organiza-
tion.  These committees will support exchanges in the field seeking common solutions within
the Euro-Mediterranean agreement.  The committees may also be involved in the design and
creation of an Internet site devoted to social law in Arab countries, making it easier for trade
unions and their experts to become familiar with legislation in the different countries and thus
to undertake comparative actions so as to prepare for a future harmonization of social norms.
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Etude comparative sur le droit 
du travail dans les pays Arabes 
partenaires Méditerranéens

Forum Syndical Euromed

 



 



 

 

INTRODUCTION 

Le présent rapport est un essai de synthèse élaboré à partir des rapports nationaux sur 
le droit du travail dans six pays arabes, à savoir : l’Algérie, l’Egypte, la Jordanie, le Maroc, la 
Palestine et la Tunisie. Ces rapports ont été présentés dans le cadre de la rencontre des experts 
du Forum Euromed portant sur le projet de l’étude comparative du droit du travail dans les 
pays arabes concernés. 

Le présent rapport a adopté une démarche de synthèse permettant d’englober dans la 
mesure du possible l’ensemble des thèmes traités dans les  rapports nationaux. 

Il s’est permis une marge de manœuvre pour structurer  ces thèmes et les enrichir en 
fonction du plan définitif adopté pour cette étude comparative. Mais la majorité des 
informations contenues dans ce rapport sont épuisées dans les rapports nationaux mentionnés. 

Au préalable, quelques observations préliminaires nous semblent utiles et nécessaires 
pour introduire ce rapport. 

 

1- Le contexte général relatif à la naissance et à l’évolution du droit du travail 
dans les pays arabes :  

Sur le plan historique, d’abord, la naissance du droit du travail dans les pays arabes est 
relativement récente. Elle se situe globalement au début du 20ème siècle, à une époque où les 
sociétés arabes commençaient à peine à être touchées par le phénomène de l’industrialisation. 
Avant cette époque, ces sociétés étaient en effet à dominante rurale et il n’y avait pas une 
réglementation  du travail dans le sens moderne de l’expression. Les rapports de travail 
étaient plutôt régis par les usages et les coutumes propres à chaque catégorie de corporation 
professionnelle. 

C’est surtout dans le contexte de la colonisation et avec l’implantation des petites 
industries et le développement du commerce, que les pays arabes ont commencé à connaître 
les premiers jalons de la réglementation du travail. 

Ce contexte historique de la naissance du droit du travail dans les pays arabes 
explique, en partie au moins, les divergences qui existent aujourd’hui entre les différentes 
législations de ces pays. En effet, l’héritage colonial a laissé ses traces sur l’évolution des 
différents systèmes juridiques des pays arabes. Ainsi, il n’est pas difficile de constater que 
certains de ces pays ont subit l’influence de la législation française, alors que d’autres ont 
subit plutôt l’influence du système anglo-saxon. 

Ensuite, les Etats nationaux de l’indépendance ont opté pour des systèmes politiques 
différents, et cette diversité politique a entraîné inévitablement des choix économiques et 
sociaux différents. A tous ces facteurs s’ajoutent les spécificités propres au mouvement 
syndical dans chacun des pays concernés et aux rapports qu’il entretient avec l’autorité 
étatique. 
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Mais, malgré les divergences qui existent au niveau des normes juridiques en vigueur, 
on peut noter que les pays arabes sont confrontés aujourd’hui aux mêmes problèmes 
économiques et sociaux liés à l’intégration de leurs systèmes dans la mondialisation et la 
libération des  échanges. D’où, il n’est pas difficile de constater que le droit du travail dans 
ces pays subit, dans une certaine mesure plus ou moins importante, l’influence des mutations 
économiques engendrées par le renforcement de la fonction du marché et de l’initiative 
privée. L’adhésion des pays arabes à l’organisation mondiale du commerce et la ratification 
des accords d’association et de partenariat avec l’union européenne ne font que renforcer cette 
tendance d’évolution du droit du travail aussi bien au niveau du contenu de ses normes qu’au 
niveau de ses sources. 

2- Les sources juridiques du droit du travail :  

Dans les pays arabes, comme ailleurs, les sources du droit du travail sont marquées par 
leur multiplicité et leur diversité. On distingue généralement entre les sources internationales 
et les sources nationales. 

- Les normes internationales ont un effet obligatoire au niveau du droit national à 
partir de leur ratification qui traduit l’engagement de l’Etat à respecter les dispositions de ces 
normes. En droit du travail, les sources internationales se composent essentiellement des 
conventions internationales du travail1. D’autres instruments internationaux doivent aussi être 
mentionnés, comme les conventions élaborées dans le cadre de l’organisation arabe du travail. 
Mais ces conventions se limitent généralement à reproduire les mêmes normes élaborées par 
l’organisation internationale du travail. Il convient de mentionner aussi les accords 
d’association conclus avec les pays de la communauté européenne qui contiennent des 
dispositions relatives aux travailleurs, formulées souvent d’une façon très vague, consacrant 
notamment le principe de non-discrimination fondée sur la nationalité. 

- Concernant les sources nationales, il convient de distinguer entre les sources 
étatiques et les sources professionnelles. Dans le cadre des sources étatiques, figure en 
premier lieu la constitution qui est la loi fondamentale. A cet égard, on observe que la place 
accordée aux normes sociales dans la constitution varie d’un pays à l’autre. Certaines 
constitutions sont très riches par les normes qu’elles consacrent en faveur des travailleurs. 
C’est le cas par exemple de la constitution algérienne qui consacre largement les droits 
fondamentaux des travailleurs, à savoir le droit au travail, le droit syndical, le droit de grève, 
le droit à la négociation collective et le droit à la sécurité sociale. Dans d’autres pays, comme 
l’Egypte et la Tunisie, la Constitution affirme le droit syndical, le droit au travail ainsi que le 
droit à la sécurité sociale. Mais d’autres constitutions ont un apport  très limité en matière de 
droit du travail. On doit surtout observer que le droit de grève et le droit à la négociation 
collective ne sont pas toujours consacrés explicitement par la constitution. 

Au-dessous de la Constitution, plusieurs autres sources étatiques existent et se 
composent essentiellement de textes législatifs et réglementaires. Certains pays ont opté pour 
la codification de la législation sociale, contrairement à  d’autres qui ne disposent pas jusqu’à 
nos jours d’un code du travail. C’est le cas du Maroc où il existe un projet pour l’élaboration 
d’un tel code, mais qui ne semble pas avoir reçu l’approbation de tous les partenaires sociaux. 
On observe aussi que pour certains pays les principes du droit musulman sont mentionnés 
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1  Voir en annexe les tableaux relatifs à l’état de ratification des conventions internationales du travail 

par les pays arabes. 
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comme une source normative directe de la législation nationale, comme c’est le cas en Egypte 
et en Jordanie, alors que dans d’autres pays le droit musulman ne semble jouer qu’un rôle de 
source d’inspiration très limitée, sans être considérée comme une source normative directe. 

La jurisprudence intervient aussi en tant que source du droit du travail. Mais dans ce 
domaine le pouvoir créateur des juges reste généralement peu développé2.   

Dans le cadre des sources professionnelles, on doit noter surtout l’importance des 
conventions collectives qui viennent souvent compléter les sources étatiques par des 
dispositions tenant  compte de la spécificité des secteurs ou établissements concernés. En 
revanche, la place de la coutume et des usages ne cesse de s’affaiblir à cause du 
développement des sources écrites. De même, la place du règlement intérieur d’entreprise 
reste souvent subsidiaire, tout en notant qu’en Algérie on assiste à une réhabilitation de cette 
source en tant qu’instrument de gestion interne à l’organisme employeur. 

Enfin, le rôle du contrat individuel de travail en tant qu’instrument de détermination 
des obligations réciproques des parties reste souvent très limité, même si on observe dans 
certains pays une tendance à la contractualisation des relations de travail. 

S’agissant des rapports entre les différentes sources du droit du travail, le système 
juridique adopté dans les pays arabes, comme ailleurs, est celui de la hiérarchie classique des 
normes, mettant souvent en premier lieu la constitution comme source fondamentale, suivie 
des instruments internationaux ratifiés, ensuite on trouve les autres sources nationales infra-
constitutionnelles à savoir la législation, les actes réglementaires, les conventions collectives, 
la jurisprudence, la coutume, le règlement intérieur d’entreprise et le contrat individuel de 
travail. 

On doit ajouter, toutefois, que le droit du travail est souvent marqué par la notion 
d’ordre public social qui signifie que les différentes sources, plutôt que de constituer une 
hiérarchie stricto sensu, se complètent et s’agencent de manière à tendre vers l’amélioration 
du sort des salariés. Ainsi, les sources étatiques fixent souvent la condition plancher du 
travailleur, au-dessous de laquelle il est interdit de descendre. Sur cette base les sources 
professionnelles, notamment les conventions collectives, ainsi que les contrats individuels de 
travail peuvent accorder des avantages supplémentaires ou contenir des clauses plus 
favorables aux travailleurs. 

3- La diversification du champ d’application du droit du travail :  

Parmi les caractéristiques essentielles du droit du travail dans les différents pays arabes, 
on droit signaler sa diversification en fonction des secteurs d’activités et des catégories des 
travailleurs. Ainsi, les agents de la fonction publique sont généralement régis par des 
dispositions spécifiques et ne sont pas soumis normalement à ce que l’on peut appeler le droit 
commun du travail. De même, les agents des entreprises publiques à caractère industriel et 
commercial sont régis souvent par des statuts comportant des dispositions spécifiques. 

Au niveau du secteur privé, on observe aussi l’existence de plusieurs dispositions 
particulières en fonction des domaines d’activité ou des personnes concernées. Ainsi, souvent 
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2  Il en est des même pour la doctrine dont le rôle n’est pas suffisamment développé dans la plupart 

des pays arabes en matière de droit du travail. 
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le doit du travail dans l’agriculture est moins développé que celui applicable aux entreprises 
industrielles et commerciales. De même, il existe dans certains pays, comme la Tunisie, des  
dispositions spécifiques aux zones franches économiques où le droit commun du travail est 
généralement écarté. D’autres dispositions spécifiques concernent certaines catégories de 
travailleurs tels que les apprentis, les jeunes travailleurs, les femmes, les journalistes 
professionnels, les représentants commerciaux, les travailleurs à domicile, et c… Mais, ces  
dispositions particulières ne constituent pas souvent un véritable régime juridique clair et 
autonome.  

4- Les institutions de contrôle et la juste du travail : 

  Tous les pays arabes sont dotés d’un organisme administratif, à savoir l’inspection de 
travail, dont la mission principale est le contrôle de l’application de la législation sociale. 
Mais, partout, on observe que l’efficacité de cet organisme reste limitée à cause, notamment, 
du manque des moyens matériels, du nombre insuffisant des agents inspecteurs ainsi que leur 
dépendance vis à vis de l’autorité de tutelle. De même, on observe parfois une tendance à 
élargir le domaine d’intervention des inspecteurs du travail pour toucher des questions qui 
s’éloignent de leur mission principale telle que la conciliation en matière de conflits collectifs 
de travail. 

S’agissant de la justice du travail, on observe une certaine divergence entre les 
différents systèmes adoptés par les pays arabes. Certains pays ont, en effet, une juridiction 
spécialisée dans le règlement des litiges individuels de travail, dont la composition se 
caractérise par la présence des représentants des organisations syndicales des travailleurs et 
des employeurs, à côté d’un magistrat en sa qualité de président du tribunal. C’est le cas par 
exemple  au Maroc, en Tunisie et en Algérie.  

En revanche, dans d’autres pays, les litiges individuels de travail sont soumis aux 
juridictions de droit commun. Ainsi, en Jordanie par exemple, à défaut d’une solution 
apportée au litige au niveau de l’inspection du travail, la partie concernée peut recourir aux 
juridictions de droit commun. Mais il existe aussi dans ce pays une procédure spéciale 
concernant les litiges en matière de salaire. Ces litiges sont soumis, en effet, à un juge 
spécialisé statuant en référé. De même, il existe en Jordanie des juridictions spécialisées en 
matière de conflits collectifs de travail.  

En Egypte, on note l’existence de chambres sociales spécialisées à tous les niveaux de 
l’ordre judiciaire, mais sans la participation des représentants des travailleurs et des 
employeurs. De même on doit signaler que dans ce pays, les conflits collectifs de travail 
peuvent être soumis aux commissions d’arbitrage et ce en cas d’échec des négociations 
collectives. Ces commissions sont composées de l’une des chambres de la cour d’appel, avec 
la présence d’un délégué du ministère du travail et d’un autre délégué du ministère de tutelle. 
La présidence de la commission est attribuée au président de la chambre de la cour d’appel. 

***** 

Tenant compte des observations préliminaires qui viennent d’être avancées, et  à la 
lumière des rapports nationaux qui nous sont fournis, le présent rapport aura comme objet  de 
présenter un aperçu général sur les principaux aspects relatifs au droit du travail dans les pays 
arabes concernés, en évoquant dans une première partie les questions liées aux relations 
individuelles de travail et dans une deuxième partie les questions liées aux relations 
collectives de travail. 
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PREMIERE PARTIE :  

LES RELATIONS INDIVIDUELLES DE TRAVAIL 

 La fonction traditionnelle du droit du travail est celle de protéger le salarié, considéré 
comme partie faible au  contrat, par des dispositions impératives qui consacrent la notion 
d’ordre public social. 

 En plus de cet aspect classique, le droit du travail est aujourd’hui de plus en plus 
tourné vers la question de l’emploi qui est devenue l’une des questions centrales de toute 
politique sociale moderne, dans les pays arabes comme ailleurs. 

 Paragraphe 1 : Les dispositions protectrices du droit du travail  

La fonction protectrice du droit du travail dans les pays arabes se manifeste 
essentiellement à travers les dispositions relatives au salaire, celles relatives au temps de 
travail et au droit au repos, ainsi que celles relatives à la protection des salariés contre les 
risques professionnels. 

1- Les dispositions relatives au salaire :  

Dans l’ensemble des pays arabes, on observe une certaine répartition des tâches entre 
l’Etat, les partenaires sociaux et les parties au contrat de travail, au niveau de la fixation des 
salaires. 

Ainsi, l’Etat détermine le salaire minimum garanti, qui peut être variable selon les 
secteurs d’activité. Souvent, il est fixé par voie réglementaire. Mais on doit signaler qu’en 
Jordanie, la loi impose la création d’une commission mixte, comportant des représentants du 
ministère de l’emploi et des représentants des travailleurs et des employeurs, qui est chargée 
de la détermination et de la révision du salaire minimum. 

Partout, il existe des dispositions pénales sanctionnant le non-respect du salaire 
minimum garanti. Mais ces dispositions ne sont  pas toujours efficaces, notamment dans le 
secteur informel où le contrôle de l’application de la législation sociale s’avère souvent très 
faible. 

Ensuite les partenaires sociaux, c’est à dire les organisations syndicales et patronales, 
interviennent par voie de conventions collectives pour déterminer les salaires en fonction des 
qualifications professionnelles au niveau d’une branche d’activité ou d’une entreprise 
déterminée. Il va sans dire que ces salaires conventionnels ne peuvent être inférieurs au salaire 
minimum garanti. 

L’Etat exerce souvent un contrôle, direct ou indirect, en matière de négociations 
salariales, ce qui constitue une limite au principe de la liberté de négociation dans ce 
domaine3. 

���������������������������������������
3  Sur le droit de la négociation collective en général, voir infra, 2ème Partie. 

69



 

Le contrat individuel de travail peut aussi comporter des clauses relatives au salaire en 
apportant des améliorations par rapport aux salaires négociés collectivement. On observe à cet 
égard une tendance, dans certains pays, à l’individualisation des salaires en fonction des 
performances des travailleurs. Cette tendance traduit l’idée selon laquelle la rémunération 
devrait être liée plus étroitement aux résultats de l’entreprise. Ainsi, par exemple, le code du 
travail tunisien, suite à la réforme introduite par la loi n° 62 du 15 juillet 1996, dispose qu’  
« une partie de la rémunération peut être fixée sur la base de la productivité en vertu d’accords 
conclus au sein de l’entreprise entre l’employeur et les représentants des travailleurs »4. 

C’est une flexibilisation du système de la rémunération à travers une combinaison 
entre le salaire au temps et le salaire au rendement. Mais l’efficacité de ce système est 
tributaire d’une fixation précise des normes de productivité au niveau de l’entreprise. Or, ces 
normes font souvent défaut. 

Par ailleurs, la loi consacre dans tous les pays le principe de l’égalité de rémunération 
pour un travail égal. Mais ce principe ne semble pas être bien respecté dans la pratique qui 
permet de constater parfois des discriminations frappant surtout les femmes et les travailleurs 
temporaires.   

La loi prévoit aussi des dispositions protectrices relatives au paiement des salaires, 
telles que la fixation de la périodicité et du lieu du paiement, la détermination des parties  
insaisissables et incessibles des salaires, ainsi que les procédures relatives à la saisie et à la 
cession qui peuvent éventuellement être effectuées sur le salaire. 

Il existe aussi des dispositions spécifiques à la protection de la créance salariale 
notamment en cas d’insolvabilité de l’employeur. Ainsi, en Jordanie, en Egypte et en Algérie, 
par exemple, la loi attribue au salaire la garantie de privilège général, classé au premier rang 
avant toutes autres créances, y compris les créances du trésor public. Le droit tunisien prévoit 
aussi que la partie insaisissable du salaire doit être payée avant toutes autres créances, quel 
que soit leur rang de privilège, et que le reste des salaires et droits  des travailleurs doivent 
être payés avant les créances revenant au trésor public. De même, la loi prévoit que la caisse 
nationale de sécurité sociale prend en charge le paiement des salaires et indemnités des 
travailleurs licenciés pour motif économique ou technologique au cas où ces travailleurs ne 
pourraient pas obtenir les sommes qui leur sont légalement dues en raison de l’état de 
cessation de paiement de l’entreprise. Normalement la caisse de sécurité sociale procède au 
versement des montants légalement dus au salarié et se retourne ensuite contre l’entreprise 
débitrice pour le recouvrement des sommes qu’elle a payées. Mais ce système présente le 
risque de faire supporter à la caisse de sécurité sociale les créances salariales sans pouvoir se 
faire toujours rembourser par la suite à cause de l’insolvabilité de l’employeur, ce qui peut 
engendrer des conséquences négatives au niveau de l’équilibre financier de la sécurité sociale. 

2- Les dispositions relatives au temps du travail et aux périodes de repos : 

- Dans l’ensemble des pays arabes, c’est le législateur qui fixe le temps de travail, tout 
en renvoyant parfois aux conventions collectives pour introduire des dispositions plus 
favorables aux salariés dans certains secteurs déterminés. Mais la loi ne précise pas la notion 
de temps de travail. En revanche, elle fixe la durée maximum du travail par semaine qui est 
variable selon les pays. Souvent, cette durée est égale à 48 heures par semaines. Mais dans 
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certains pays la loi fixe une durée inférieure à 48 par semaine. C’est le cas de la Palestine où 
la durée de travail hebdomadaire est fixée à 45 heures. C’est le cas aussi de l’Algérie où cette 
durée est égale normalement à 40 heures. 

De même, la loi fixe l’amplitude journalière de travail. Mais sur ce plan, il existe 
beaucoup de divergences entre les législations des pays arabes. Notons simplement que, 
souvent, la durée de travail effectif est fixée normalement à 8 heures par jours. Mais  il existe 
une grande flexibilité, à cet égard, qui découle de certaines dérogations spéciales pour 
allonger la durée de travail journalier au- delà de cette limite pour certains types d’activités, 
ou à travers le recours aux heures supplémentaires sur autorisation de l’inspection du travail. 
Ces heures supplémentaires sont rémunérées avec majoration dont le taux, fixé par la loi, est 
variable selon les pays. 

Dans les différents pays, il existe aussi des dispositions spécifiques relatives à 
certaines catégories de travailleurs, notamment les femmes et les jeunes travailleurs. Ainsi la 
loi interdit souvent le travail des femmes et des enfants pendant la nuit. Mais cette interdiction 
n’est pas absolue. Elle est tempérée par des dérogations multiples réglementées par la loi. 

- S’agissant du temps de repos, on note que dans l’ensemble des pays arabes la loi 
consacre : 

.  Le droit au repos hebdomadaire de 24 heures consécutives  

. Le droit au congé annuel payé. Mais sur ce plan, il existe une grande diversité selon 
les pays concernant la durée du congé annuel. Il convient de préciser, surtout, que pour 
protéger le droit au congé annuel, la loi déclare parfois nul tout accord comportant la 
renonciation par le salarié à ce droit même contre l’octroi d’une indemnité compensatrice. 
Mais faute de contrôle efficace, il arrive parfois que des salariés « renoncent » à leur droit au 
congé annuel et continuent de fait à travailler durant toute l’année sans pouvoir se reposer. 

. Le droit au congé de maternité, accordée à la femme à l’occasion de son 
accouchement. La durée de ce congé est variable selon les pays. Durant ce congé, le contrat 
de travail est suspendu et la femme a droit au maintien de son salaire payé par l’employeur 
dans certains pays ou à une indemnité compensatrice payée par la sécurité sociale dans 
d’autres pays. Normalement le repos de la femme à l’occasion de son accouchement ne peut 
être une cause de rupture de son contrat de travail. Cette solution est prévue par la législation 
de tous les pays. Mais souvent le licenciement est sanctionné par le paiement de dommages-
intérêts et non par la nullité. En outre, seule la législation marocaine prévoit des sanctions 
pénales pour protéger l’emploi de la femme en couche. 

. Le droit au repos pendant les jours fériés chômés et payés. Il s’agit de journées de 
repos offertes en vue de célébrer la commémoration de certains évènements nationaux ou 
religieux. 

-  Le droit à des congés spéciaux qui peuvent être accordés pour des raisons diverses : 
événements survenus dans la famille, accomplissent d’un devoir légal ou religieux, 
participation à une activité syndicale…  
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3- Les dispositions relatives à la protection de l’intégrité physique des salariés 
contre les risques professionnels :  

Partout la loi impose une obligation de sécurité à la charge de l’employeur, tenu de 
prendre les mesures nécessaires et appropriées pour la protection de la santé des travailleurs et 
la prévention des risques professionnels. 

L’employeur est tenu aussi de se conformer aux dispositions de la loi en matière de 
réparation des préjudices nés des accidents de travail et des maladies professionnelles. 

Mais il n’est pas excessif de dire que, dans ce domaine d’une façon particulière, la loi 
manque beaucoup d’effectivité. Malgré la multiplicité des textes réglementant en détail les 
conditions d’hygiène et de sécurité au travail, la réalité atteste que la prévention contre les 
risques professionnels est généralement loin d’être assurée efficacement. 

Paragraphe 2 : Le droit du travail et l’emploi  

Tout en facilitant l’accès à  l’emploi et en instituant une certaine protection contre le 
licenciement, la législation sociale dans les pays arabes consacre une flexibilité de l’emploi 
tenant compte des exigences de l’entreprise dans la gestion de la force de travail. 

1- L’accès à l’emploi :  

- L’un des principes essentiels dans ce domaine est celui de l’égalité en matière 
d’accès à l’emploi. Ce principe n’est pas toujours affirmé explicitement par la loi. Mais il 
trouve généralement son fondement dans le principe d’égalité des citoyens devant la loi qui a 
une valeur constitutionnelle. Du reste, la constitution affirme souvent le droit de tous les 
citoyens au travail. Par ailleurs l’égalité en matière d’emploi trouve son fondement dans les 
conventions internationales du travail ratifiées par les pays arabes, notamment la convention 
n° 111 interdisant la discrimination dans le domaine de l’emploi et de la profession. 

- La  loi détermine aussi l’âge minimum d’accès à l’emploi, en vue de protéger les 
enfants contre les risques de l’exploitation économique. Ainsi tous les pays concernés ont 
ratifié la convention internationale n° 138 sur l’âge minimum au travail. Mais on observe 
qu’il existe une grande diversité sur ce plan au niveau des législations nationales. Dans 
certains pays, l’âge minimum au travail est fixé à 14 ans, alors que dans d’autres pays il est 
fixé à 15 ans ou 16 ans, avec des dérogations pour certains secteurs ou types d’activités. 

De même, on observe que le phénomène d’emploi des enfants au-dessous de l’âge 
légal n’est pas totalement éliminé notamment dans le secteur informel à cause de l’absence 
d’un contrôle efficace. 

- Une tendance à favoriser l’emploi de certaines catégories de personnes qui ont des 
difficultés particulières au niveau de l’accès à l’emploi est observable dans certains pays. On 
peut parler ici de discrimination positive en faveur de l’emploi de  ces personnes, grâce à des 
incitations juridiques et financières variables.  

Ces incitations prennent souvent la forme de subventions accordées par l’Etat ou 
d’exonération des cotisations en matière de sécurité sociale. C’est le cas en droit tunisien où 
ces incitations à l’emploi s’adressent particulièrement aux jeunes demandeurs d’un premier 
emploi, aux diplômés de l’université et aux personnes handicapées. Ainsi, par exemple toute 
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entreprise employant habituellement 100 salariés ou plus est tenue de réserver 1% des postes 
d’emploi à des personnes handicapées. 

Le code du travail algérien prévoit aussi que l’employeur est tenu de réserver des 
postes de travail à des personnes handicapées selon des modalités fixées par voie 
réglementaire. Il existe aussi en Algérie d’autres mécanismes d’incitation à l’emploi qui 
s’adressent essentiellement aux jeunes ayant des difficultés particulières au niveau de leur 
insertion professionnelle.  

Dans d’autres pays, la loi accorde essentiellement des priorités d’emploi en faveur des 
personnes handicapées. Ainsi, en Jordanie, l’entreprise faisant employer 50 salariés ou plus 
est tenue de réserver 2% des postes d’emploi aux personnes handicapées. De même, en 
Palestine, la loi impose au chef d’entreprise de réserver 5% des postes d’emploi aux 
personnes handicapées. 

- Par ailleurs, la loi accorde dans l’ensemble des pays arabes une priorité d’emploi 
pour les travailleurs nationaux. Aussi, l’emploi des étrangers en tant que salariés est souvent 
soumis à une procédure spéciale exigeant une autorisation administrative préalable accordée 
par les services du ministère chargé de l’emploi.  

- En réalité, la promotion de l’emploi passe aujourd’hui, essentiellement, par le 
renforcement de la formation et des qualifications. L’emprise de la technologie impose, en 
effet, l’élaboration d’un système moderne et rationnel de formation professionnelle 
permettant à chaque individu de recevoir une formation initiale adéquate et de se 
perfectionner au cours de sa carrière pour bénéficier de la réadaptation professionnelle dont il 
a besoin.  

Sur ce plan, l’une des modalités classiques de formation professionnelle est 
l’apprentissage, qui est souvent consacré et réglementé par l’ensemble des législations des 
pays arabes. Mais d’autres modalités nécessitent d’être développées comme les stages 
d’initiation à la vie professionnelle, les contrats emploi-formation et les contrats de réinsertion 
professionnelle. La législation tunisienne va dans ce sens en mettant en place un dispositif 
légal moderne qui vise à développer ces techniques de formation et d’adaptation 
professionnelle, même si leur efficacité demeure parfois limitée. 

On observe aussi que dans certains pays, comme l’Egypte, les syndicats interviennent 
en matière de formation professionnelle en créant des centres d’apprentissage et de formation 
dont les services sont fournis gratuitement aux personnes concernées. De même certaines 
entreprises permettent à leurs salariés de bénéficier de cycles de formation organisés au sein 
de l’entreprise ou dans les centres privés de formation. Dans ce cas les charges de la 
formation sont supportées par l’employeur. Mais il n’existe pas une obligation légale à la 
charge de celui-ci d’assurer la formation continue de son personnel.  

Dans certains pays, comme l’Algérie, le droit à la formation professionnelle est 
consacré en tant que droit individuel par la loi qui laisse aux partenaires sociaux le soin de 
préciser les modalités pratiques de cette formation. Mais dans la plupart des pays le rôle des 
négociations collectives dans ce domaine reste marginalisé.  
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2- La flexibilité de l’emploi : 

Partout on observe une tendance à la flexibilisation du marché du travail, tant 
revendiquée par le patronat. Celui-ci exige de plus en plus d’assouplir les normes juridiques 
pour tenir compte des exigences économiques et promouvoir la capacité de concurrence des 
entreprises. Cette tendance est observable dans les pays arabes avec une intensité variable. 

- La flexibilité de l’emploi se traduit, d’abord, par le recours aux contrats de travail à 
durée déterminé. En effet, le contrat à durée déterminée est devenu synonyme de précarité 
puisque le salarié, considéré comme un travailleur temporaire (ou non permanent), risque 
toujours d’être exclu de son poste d’emploi par l’effet du non-renouvellement de son contrat 
par l’employeur. Pour cette raison, la législation sociale moderne a tendance, dans plusieurs 
pays, à affirmer que la règle est le recrutement par voie de contrat à durée indéterminée, 
considéré comme étant le contrat-type, l’exception étant le recours au contrat à durée 
déterminée lorsqu’il est justifié par des considérations objectives liées à la nature de l’activité 
ou de la tâche effectuée par le  salarié.  

La législation algérienne adopte clairement cette solution puisqu’elle  prescrit le 
principe que le contrat de travail est réputé conclu pour une durée indéterminée, sauf s’il en 
est disposé autrement par écrit5. Elle fixe aussi, d’une manière limitative, les cas de recours au 
contrat à durée déterminée6, qui sont liés à des situations où l’activité objet de la relation de 
travail est elle-même à durée déterminée. 

Dans les autres pays, la loi se limite généralement à prévoir des hypothèses où le 
contrat peut être conclu à durée déterminée : surcroît extraordinaire de travail, remplacement 
provisoire d’un travailleur permanent absent, travail saisonnier, etc. Mais la loi n’affirme pas 
explicitement qu’en principe le contrat est conclu pour une durée indéterminée et que le 
recours au contrat à durée déterminée n’est qu’une exception à cette règle. 

- La flexibilité de l’emploi se manifeste, ensuite, à travers le recours à la sous-traitance 
et aux entreprises de travail temporaire. Mais sur ce plan, on observe un grand vide juridique 
qui découle de l’absence d’un dispositif réglementant d’une manière précise ces formes 
d’extériorisation de l’emploi. Ce vide juridique comporte surtout le risque d’engendrer des 
pratiques de marchandage de main d’œuvre sous couvert de sous-traitance déguisée.  

- La flexibilité de l’emploi peut se traduire aussi par le recours au travail à temps 
partiel. Généralement cette modalité de travail n’est pas très développée dans les pays arabes, 
et on constate dans certains de ces pays l’absence d’un dispositif juridique spécifique au 
travail à temps partiel.  

Cependant, en Algérie et en Tunisie, cette modalité de travail est réglementée d’une 
manière relativement détaillée par la loi7. Deux principes essentiels se dégagent de cette 
réglementation. D’une part, le recours au régime du travail à temps partiel est un choix 
contractuel qui suppose normalement l’accord des deux parties. D’autre part, la loi consacre le 
principe d’égalité de traitement des salariés à temps partiel et des salariés à plein temps, sous 
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5  Art. 11 du code du travail algérien. 
6  Art. 12 du code du travail algérien. 
7  Voir l’article 13 du code du travail algérien et les articles 94-2 à 94-14 du code du travail tunisien.  
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réserve des dispositions particulières relatives au régime du travail à temps partiel, notamment 
la règle de proportionnalité en matière de salaire. 

Le recours au travail à temps partiel peut être considéré comme une forme de partage 
de travail et un mode incitant à l’emploi. Mais l’absence d’incitations financières, notamment 
par le biais d’exonération des charges sociales pour les entreprises qui adoptent cette formule, 
et l’existence d’implications négatives qui en découlent au niveau des droits des salariés en 
matière de sécurité sociale, expliquent que le recours au travail à temps partiel est aujourd’hui 
très limité dans la pratique et son impact sur la politique de l’emploi est presque nul. 

3- La protection contre le licenciement :  

Si le contrat de travail à durée déterminée prend fin normalement par l’expiration de la 
durée convenue ou l’accomplissement du travail objet du contrat, le régime de la rupture du 
contrat à durée indéterminée est marqué par la faculté de résiliation unilatérale par la volonté 
de l’une des parties. Cette résiliation peut être exercée par le salarié (démission) comme elle 
peut être exercée par l’employeur (licenciement). 

Dans tous les cas, la résiliation unilatérale du contrat à durée indéterminée exige, au 
préalable, le respect d’un préavis, sauf lorsque cette résiliation intervient suite à une faute 
grave du salarié. 

Sur ce plan, on observe que, dans certains pays, comme la Jordanie, la Palestine et la 
Tunisie, la durée du préavis fixée légalement est la même pour tous les salariés, alors que 
dans d’autres pays, comme l’Algérie et le Maroc, cette durée du préavis est variable selon les 
catégories professionnelles. 

Si le droit de résiliation unilatérale est accordée aux deux parties au contrat, on 
observe d’une façon générale une tendance à limiter  le droit de licenciement en le soumettant 
à des conditions de forme et de fond prévues par la loi ou par les conventions collectives. 

On distingue à cet égard entre deux régimes différents : celui du licenciement individuel, 
pour motif lié au salarié, et celui du licenciement collectif, pour motif économique. 

S’agissant du licenciement individuel, la loi exige partout qu’il soit justifié par un 
motif légitime8, qui est souvent la faute grave du salarié. La loi ne précise pas la notion de 
faute grave mais prévoit dans certains pays une liste de cas, à titre indicatif, où le 
comportement du salarié peut être considéré comme une faute grave justifiant le 
licenciement9. L’appréciation de la gravité de la faute s’effectue souverainement par le juge. 

Dans certains pays le licenciement disciplinaire ne peut s’exercer normalement que 
selon une procédure préalable qui vise surtout à permettre au salarié de présenter sa défense 
devant une structure appartenant à l’entreprise et qui s’érige en conseil de discipline10. 

���������������������������������������
8  Dans certains pays la loi parle de cause réelle et sérieuse de licenciement. C’est le cas par exemple 

de la Palestine ( art. 39 de la loi n° 7 de l’année 2000) et de la Tunisie ( art. 14  du code du travail ).  
9  Voir par exemple l’article 40 de la loi palestinienne n° 7 de l’année 2000, l’article 14 quater du code 

travail tunisien et l’article 73 du code du travail algérien. 
10  C’est le cas par exemple de la Tunisie où la procédure discipline est réglementée par les 

conventions collectives ( ou les statuts pour les entreprises publiques ). C’est le cas aussi de 
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Le salarié licencié pour faute grave est privé de toute réparation. Mais s’il s’avère que 
le licenciement était abusif, il a droit à des dommages-intérêts11.  

Dans certains pays, le montant des dommages-intérêts est fixé par le juge compétent 
selon son appréciation souveraine du préjudice causé au salarié. Mais dans d’autre pays le 
montant de ces dommages-intérêts est fixé légalement, d’autre façon forfaitaire, en fonction 
de l’ancienneté du salarié12. En outre, le salarié licencié abusivement peut prétendre droit à 
une indemnité de licenciement appelée parfois gratification de fin de service dont le montant 
est variable d’un pays à un autre. 

S’agissant du licenciement collectif ou pour cause économique on note que, souvent, 
la loi ne précise pas d’une façon claire la notion de motif économique. Mais, on admet 
généralement que le motif économique est celui extérieur à la personne du salarié, et qui 
entraîne la suppression d’un poste d’emploi permanent pour des raisons objectives liées à 
l’entreprise.  

La notion de motif économique couvre notamment celle de difficultés économiques et 
financières. Mais il n’est pas exigé nécessairement que le motif économique implique 
toujours l’existence de telles difficultés pour justifier le licenciement. 

On note aussi que la loi impose, dans plusieurs pays le respect d’une procédure 
préalable propre au licenciement collectif13.  

Cette procédure repose essentiellement sur l’intervention d’une structure administrative, 
qui peut  être l’inspection du travail ou une autre structure, pour donner son avis sur le 
licenciement et proposer éventuellement des solutions alternatives en vue d’éviter dans la 
mesure du possible le recours au licenciement. Parmi ces solutions alternatives au 
licenciement on peut mentionner l’élaboration d’un programme de conversion ou de recyclage 
des salariés, la possibilité d’orienter l’activité de l’entreprise vers une production nouvelle, le  
chômage technique, la mise à la retraite anticipée, etc. 

On note par ailleurs que la loi n’accorde pas, souvent, un rôle considérable aux 
représentants des travailleurs au sein de l’entreprise pour négocier directement avec 
l’employeur les solutions susceptibles de tenir compte de la situation de l’entreprise tout en 
évitant la perte de l’emploi pour les salariés. 
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l’Algérie où la loi renvoie au règlement intérieur pour fixer la procédure disciplinaire ( art. 73-2 du 
code du travail). 

11  Selon le code du travail algérien, le juge saisi peut se prononcer soit sur la réintégration du 
travailleur dans l’entreprise, soit, en cas de refus par l’une ou l’autre des parties, sur l’octroi d’une 
compensation pécuniaire ( art. 73-4). 

12  Ainsi, selon la loi palestinienne, le montant de ces dommages-intérêts est fixé à 2 mois de salaire 
pour chaque année d’ancienneté, sans dépasser le plafond d’un salaire de 2 ans ( art. 47 de la loi n° 
7 de l’année 2000) . En Tunisie, ce montant est fixé entre le salaire d’un mois est celui de 2 mois 
pour chaque année d’ancienneté, sans dépasser le plafond de 3 années de salaire. Mais si le 
licenciement est jugé abusif seulement pour non-respect de la procédure, le montant des dommages-
intérêts varie  entre le salaire d’un mois et celui de 4 mois quelle que soit l’ancienneté du salarié  
(art. 23 bis du code du travail). 

13  Dans certains pays, comme l’Egypte, la loi n’a pas encore prévu une procédure spéciale pour le 
licenciement collectif. Mais il existe dans ce pays un projet de loi dans ce sens. 
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Le licenciement pour motif  économique ouvre droit au salarié concerné à une 
indemnité, fixée généralement par la loi ou les conventions collectives, en fonction de son 
ancienneté dans l’entreprise. Mais si le licenciement s’avère abusif, des dommages-intérêts 
peuvent s’ajouter à cette indemnité comme c’est le cas pour le licenciement individuel. 

Enfin, la plupart des pays arabes n’ont pas un régime d’assurance chômage, à 
l’exception de l’Algérie où le salarié licencié pour motif économique a droit à une indemnité 
mensuelle de chômage, en plus de la couverture sociale en matière d’assurance maladie, 
d’assurance maternité et des prestations familiales. Dans d’autres pays, comme l’Egypte et la 
Tunisie, il existe un système d’aide sociale en faveur des personnes en chômage destiné à leur 
garantir d’urgence un revenu minimum à titre provisoire. 

 

 

77



 

 

DEUXIEME PARTIE : 

LES RELATIONS  COLLECTIVES DE TRAVAIL 

 Les relations de travail sont partout dominées par leur dimension collective qui repose 
sur deux piliers essentiels : la représentation collective des salariés, d’une part, et la 
négociation collective et le droit de grève, d’une autre part. 

 Paragraphe 1 : Le droit à la représentation collective des salariés : 

 Le principe essentiel en la matière est celui de la liberté syndicale qui détermine le 
régime juridique des syndicats professionnels. Mais le droit à la représentation collective des 
salariés implique aussi l’existence d’autres structures non syndicales à l’intérieur même de 
l’entreprise. 

 1- La liberté syndicale :  

 La liberté syndicale fait partie des normes fondamentales du travail comme l’a indiqué 
la déclaration de l’O.I.T. de 1998 relative aux principes et droits fondamentaux au travail. 
Nous savons aussi que l’interface complexe entre la mondialisation et la promotion de ces 
droits fondamentaux au travail suscite une attention de plus en plus grande.  

Or, si certains pays arabes ont ratifié la convention internationale du travail n° 87 sur 
la liberté syndicale et la protection du droit syndical14, d’autres pays n’ont pas encore ratifié 
cette convention15. En revanche, la convention internationale n° 98 sur le droit d’organisation 
et de négociation collective est ratifiée par tous les pays concernés. 

 Sur le plan du droit interne, dans l’ensemble des pays arabes la liberté syndicale est 
affirmée comme un principe à valeur constitutionnelle, dont l’exercice est réglementé par la 
loi16. 

 La liberté syndicale a une double dimension : individuelle et collective. 

Sur le plan individuel, tous les pays consacrent le principe de la liberté d’adhérer ou de 
ne pas adhérer au syndicat, ainsi que le droit de se retirer du syndicat à tout instant. Mais dans 
certains pays la loi interdit à certaines personnes, parmi les agents publics, d’adhérer au 
syndicat.  

Ainsi, par exemple, au Maroc le décret du 5 février 1958 exclut du droit syndical 
« toutes les personnes qui sous une dénomination et dans une mesure quelconque sont 
investies d’une fonction ou d’un mandat même temporaire, rémunéré ou gratuit, et qui 
concourent à ce titre au service de l’Etat,  des administrations publiques, des municipalités, 
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14 C’est le cas de l’Algérie, de l’Egypte et de la Tunisie. 
15 C’est le cas du Maroc et de la Jordanie. Notons que la Palestine n’a pas encore la qualité de membre 

à part entière dans l’O.I.T.  
16 En Palestine il n’existe pas encore une réglementation de l’exercice du droit syndical, mais il y  a un 

projet en cours sur ce sujet. 
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des établissements publics ou à un service d’intérêt public et auxquelles le droit de porter une 
arme dans l’exercice de leurs fonctions a été conféré ». De même, en Tunisie, les forces de 
sécurité, les militaires et les agents de douane sont exclus par la loi du domaine du droit 
syndical. 

Sur le plan collectif, le principe de la liberté syndicale se manifeste, d’abord, 
concernant la constitution des organisations syndicale. Dans la plupart des pays, la 
constitution des syndicats n’est pas soumise à une procédure d’agrément, ni à une autorisation 
préalable des pouvoirs publics. Seules sont exigées des formalités de publicité destinées à 
faciliter le contrôle juridictionnel et à informer les tiers de l’existence du syndicat. 

 Mais on doit noter qu’en Jordanie la constitution d’un syndicat est soumise à une 
procédure préalable d’enregistrement. L’autorité compétente chargée de l’enregistrement doit 
donner son avis dans un délai de 30 jours. En cas de refus, les salariés concernés ont le droit 
de s’opposer à cette décision de refus devant la cour suprême de justice qui doit se prononcer 
sur cette question dans un délai de 30 jours aussi. De même, la loi exige un nombre minimum 
de personnes ayant exprimé leur volonté de constituer le syndicat, qui ne doit pas être 
inférieur à 50 personnes appartenant au secteur d’activité concerné. 

 Une fois constitué légalement, le syndicat peut mener librement une existence 
juridique. Ainsi, dans tous les pays, les syndicats jouissent de la personnalité morale et 
bénéficient à cet effet d’un ensemble de prérogatives juridiques indispensables à leur activité. 
Parmi ces prérogatives, on peut mentionner le droit au syndicat d’avoir un patrimoine propre, 
alimenté essentiellement par les cotisations de ses adhérents17, le droit de contracter ainsi que 
le droit d’ester en justice pour défendre ses intérêts ou pour défendre l’intérêt collectif de la 
profession qu’il représente.  

Les prérogatives du syndicat se manifestent, notamment, en matière de négociation 
collective et de conclusion des conventions collectives de travail, ainsi qu’au niveau de 
l’exercice du droit de grève18. 

 Concernant la protection des délégués syndicaux, on note que certains pays ont ratifié 
la convention internationale du travail n° 135 relative aux représentants des travailleurs19,alors 
que d’autres n’ont pas encore ratifié cette convention20. 

 Au niveau du droit interne, la plupart des systèmes consacrent une protection 
spécifique, plus ou mois large, en faveur des représentants syndicaux, notamment en matière 
de licenciement.  

Cette protection se traduit, d’abord, par l’interdiction du licenciement pour motif anti-
syndical. Un tel licenciement est sanctionné, dans certains pays, par la nullité ce qui implique 
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17  Mais on doit noter que la plupart des rapports nationaux n’ont pas fournis des informations 

suffisantes pour savoir dans quelle mesure les syndicats gèrent-ils librement leur patrimoine d’une 
façon indépendante vis à vis des autorités publiques. 

18  Voir infra, p.28 et s.  
19  C’est le cas de l’Egypte, de la Jordanie et du Maroc. 
20  C’est le cas de l’Algérie et de la Tunisie. 
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la réintégration du salarié dans l’entreprise21. Mais dans les autres pays le licenciement pour 
motif anti-syndical est seulement déclaré abusif entraînant une réparation pécuniaire sous 
forme de dommages-intérêts. Parfois, la loi prévit aussi des sanctions pénales contre toute 
personne qui aura entravé l’exercice du droit syndical22. 

 La protection des délégués syndicaux peut se traduire ensuite par l’exigence de 
respecter une procédure spéciale permettant de contrôler la mesure patronale envisagée à 
l’égard de l’un de ces délégués.  

Ainsi en Tunisie, quelques conventions collectives sectorielles, s’inspirant de la 
procédure légale spécifique au licenciement des représentants non syndicaux, imposent à 
l’employeur d’obtenir l’autorisation de l’inspection de travail avant tout licenciement d’un 
délégué syndical. D’ailleurs, la jurisprudence a généralisé cette solution en interprétant 
largement les dispositions légales relatives à la procédure de licenciement des représentants 
non syndicaux. Mais cette protection découlant de la jurisprudence est insuffisante car il s’agit 
d’une source instable.  

En Algérie, la loi ne soumet pas la mesure patronale contre le délégué syndical à un 
contrôle préalable de l’autorité administrative ou judiciaire, mais impose à l’employeur 
d’informer l’organisation syndicale avant de prendre toute mesure de licenciement ou de 
sanction disciplinaire. S’il s’avère que le licenciement était non justifié par un motif légitime, 
le travailleur délégué peut être réintégré dans ses fonctions sur injonction de l’inspection du 
travail.  

En Egypte, la loi fait intervenir l’autorité judiciaire compétente pour autoriser ou non 
toute sanction disciplinaire, y compris le licenciement, envisagée par l’employeur à l’encontre 
d’un représentant syndical23. 

 2- La représentation non syndicale des salariés dans l’entreprise : 

 Dans la plupart des pays, le système de représentation des salariés dans l’entreprise 
repose sur une conception dualiste marquée par le côtoiement entre représentation syndicale 
et représentation non syndicale élue par l’ensemble des salariés. 

 C’est le cas par exemple en Algérie, en Egypte, au Maroc et en Tunisie, alors qu’en 
Jordanie la représentation des salariés dans l’entreprise est exclusivement syndicale. 

 La forme des structures de représentation non syndicale dans l’entreprise et les 
conditions de leur mise en place sont variables selon les pays. Ainsi en Algérie, la loi prévoit 
l’institution d’un comité de participation dans toute entreprise regroupant plus de 20 
salariés24. Ce comité est composé de membres élus par les travailleurs de l’entreprise.  
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21  C’est le cas en Egypte ( art. 66 de la loi du travail ) et en Algérie ( art. 56 de la loi 90-14 du 2 juin 

1990 relative aux modalités d’exercice du droit syndical). 
22  C’est le cas au Maroc suite à l’amendement apporté au Dahir du 16 juillet 1957 par la loi n° 11 du 

16 mars 2000 ( art. 23 ). 
23  Art. 48 de la loi n° 35 de l’année 1976 relative aux syndicats. 
24  Art. 99 de la loi 90-11 du 21 avril 1990. 
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Au Maroc la loi prévoit l’élection des délégués du personnel dans toute entreprise 
employant habituellement 10 salariés ou plus25. 

En Egypte, une commission paritaire consultative doit être instituée dans chaque 
entreprise employant au moins 50 salariés. Cette commission est composée de 6 membres 
dont 3 représentent la direction de l’entreprise et 3 représentent les salariés choisis parmi eux 
après consultation de la structure syndicale26.  

En Tunisie la loi impose aussi la création d’une commission consultative dans chaque 
entreprise employant au mois 40 salariés permanents27. Il s’agit d’une structure paritaire 
composée d’un nombre égal de représentants de la direction de l’entreprise et de représentants 
des travailleurs élus par ces derniers. Le nombre de ces représentants est variable selon 
l’effectif de l’entreprise. Dans les entreprises employant un nombre de travailleurs 
permanents égal ou supérieur à 20 et inférieur à 40, il est élu un délégué du personnel comme 
titulaire et un autre délégué suppléant28. 

 Au niveau des fonctions des représentants du personnel, on constate généralement que 
le domaine d’intervention de ces représentants est très large. Il couvre notamment les 
questions suivantes : l’organisation du travail dans l’entreprise, la promotion et le classement 
professionnel des salariés, les œuvres sociales, la santé et la sécurité au travail, etc. 

 La loi accorde aussi aux représentants du personnel certains moyens d’action pour leur 
permettre d’accomplir leurs fonctions, tels que les tableaux d’affichage, le local de réunion et 
le crédit d’heures de fonction payées comme temps de travail. On doit insister surtout sur 
l’obligation faite à l’employeur de fournir aux représentants du personnel toute information 
nécessaire sur la situation économique et sociale de l’entreprise et ses programmes futurs. 

 Mais, souvent l’action des représentants du personnel reste limitée car ils n’ont pas 
une autonomie suffisante à l’égard de la direction de l’entreprise. Leur intervention est 
généralement de nature consultative, la décision finale étant celle du chef d’entreprise. Du 
reste, ils n’ont pas, souvent, une autonomie financière pour accomplir leurs tâches 
efficacement. 

 Par ailleurs, la loi accorde souvent aux représentants non syndicaux une protection 
spéciale contre les mesures patronales, qui est parfois plus renforcée que la protection 
accordée aux délégués syndicaux. 

 L’étendue de cette protection est variable selon les pays. Ainsi au Maroc, la loi exige 
l’accord préalable de  l’inspection du travail pour toute mesure de mutation ou de 
licenciement à l’encontre d’un délégué du personnel29. Cette protection est valable non 
seulement pour les délégués en exercice mais aussi pour les candidats aux élections des 
délégués, durant 3 mois après l’arrêt des listes électorales, ainsi que pour les anciens délégués, 
durant 6 mois après la fin de leur mandat.  
���������������������������������������
25  Dahir du 29 octobre 1962 relatif à la représentation du personnel dans l’entreprise. 
26  Art. 77 de la loi du travail. 
27  Art. 157 du Code du travail. 
28  Art. 163 du code du travail. 
29  Art. 12 du Dahir du 29 octobre 1962 relatif à la représentation du personnel dans l’entreprise. 
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En Tunisie la protection des représentants du personnel se limite au licenciement qui 
ne peut s’exercer légalement que sur avis favorable de l’inspection du travail30.  

En Algérie, les représentants non syndicaux bénéficient de la même protection légale 
propre aux délégués syndicaux. 

 Enfin les rapports entre les structures de représentation syndicale et les organes de 
représentation non syndicale ne sont pas généralement bien réglementés par la loi, ce qui 
risque d’engendrer des chevauchements, voire une confusion des rôles, entre ces deux formes 
de représentation des travailleurs.  

Pour éviter ce risque, une articulation demeure nécessaire entre les différentes 
institutions de représentation des salariés. Elle peut prendre par exemple la forme d’une 
participation des représentants syndicaux dans les réunions des structures de représentation 
non syndicales pour leur permettre de présenter devant ses structures la position du syndicat 
sur les questions discutées.  

En réalité la distinction classique opérée entre la nature revendicative de l’action 
syndicale et l’esprit de dialogue et de concertation qui anime les organes de représentation 
non syndicale demeure très relative. Les deux formes de représentation des travailleurs 
s’inscrivent, en fait, dans le même cadre général : celui d’assurer un équilibrage des rapports 
entre l’employeur et la collectivité des salariés, ce qui facilite la concrétisation de l’idéal 
démocratique dans l’entreprise. La négociation collective et le droit de grève s’inscrivant 
aussi dans le même cadre. 

 Paragraphe 2 : La négociation collective et le droit de grève : 

 La négociation collective est considérée comme le meilleur moyen pour « pacifier » 
les relations entre l’employeur et les salariés. Mais cela ne doit pas conduire à nier totalement 
la dimension conflictuelle de ces relations découlant de la divergence de leurs intérêts 
professionnels. 

 1- Le dispositif légal relatif à la négociation collective : 

 Le droit à la négociation collective n’est pas annoncé explicitement, ni par la 
constitution, ni par la loi, dans tous les pays concernés par note étude. Mais ce droit est 
consacré en tant que prolongement du droit syndical garanti par la constitution. De même, 
comme il a été déjà indiqué, tous ces pays ont ratifié la convention internationale du travail n° 
98 sur le droit d’organisation et de négociation collective. 

 Le droit de la négociation collective est avant tout un droit procédural. Or, une 
réglementation précise du processus de la négociation collective semble être absente dans tous 
les pays. Ainsi, il n’existe pas une obligation de négocier  à la charge des parties, notamment 
la partie patronale, ce qui risque de soumettre les négociations aux aléas du rapport de forces 
entre les partenaires sociaux. De même, la loi ne précise pas généralement les obligations 
respectives des parties durant les négociations. On a l’impression qu’elle s’intéresse plus au 
produit de la négociation, c’est à dire la convention collective, qu’à la négociation elle-même.  

���������������������������������������
30  Art. 166 du code du travail. 
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 Légalement, les négociations collectives peuvent se dérouler à plusieurs niveaux, 
notamment celui de la branche d’activité et celui de l’entreprise ou de l’établissement.  

Mais dans certains pays, les négociations restent très centralisées. Ainsi, en Tunisie 
par exemple, les négociations se déroulent principalement au niveau des branches d’activité, 
sur tout le territoire, alors que la négociation d’entreprise est cantonnée dans un rôle mineur. 

 Concernant les parties à la négociation, on note que dans tous les pays la loi accorde 
aux organisations syndicales un monopole de négocier au nom des salariés. Quant à la partie 
patronale, elle peut être représentée par le chef d’entreprise directement (en cas de 
négociation d’entreprise ou d’établissement) ou par l’organisation syndicale des employeurs 
(en cas de négociation de branche). 

 Mais les pouvoirs publics exercent généralement un contrôle, direct ou indirect, sur les 
négociations collectives. Ainsi, au Maroc par exemple, on note que l’Etat peut prendre part 
aux négociations salariales, même quand il n’a pas la qualité d’employeur. En Tunisie la 
convention collective de branche doit être agréée par le ministre des affaires sociales. A 
défaut d’agrément, la convention ne peut avoir d’effet même entre les parties contractantes31.  

 La loi accorde généralement aux négociateurs un large pouvoir de choix concernant 
les questions à négocier. Ainsi, en Algérie par exemple, elle se limite à exiger le respect des 
règles d’ordre public.  

En Egypte, la loi emploie une formule très large en frappant de nullité toute clause 
dans une convention collective qui risque de perturber la sécurité ou de nuire à l’intérêt 
économique du pays ou qui serait contraire à la loi, à l’ordre public et aux règles de la 
morale32.  

   Enfin, dans d’autres pays, la loi impose seulement un contenu minimum de dispositions qui 
doivent être insérées dans toute convention collective, concernant essentiellement le respect 
de la liberté syndicale, la détermination des salaires, les conditions d’embauchage et de 
licenciement et les modalités de fonctionnement d’une commission paritaire chargée de régler 
les difficultés nées de l’application de la convention33. 

 Dans l’ensemble des pays, les conventions collectives ont un effet contraignant en ce 
sens que leurs dispositions ont une force exécutoire et s’imposent automatiquement à toutes 
les personnes qui font partie de leur champ d’application.  

Ainsi, la convention collective est dominée par son caractère réglementaire en tant que 
« loi professionnelle ». L’adhésion syndicale des travailleurs n’est pas considérée 
généralement comme une condition pour leur permettre de bénéficier des dispositions de la 
convention.  

���������������������������������������
31  Art. 38 du code du travail. 
32  Art. 87 de la loi du travail. 
33  Art. 57 de la loi du travail palestinienne, n° 7 de l’année 2000, et art. 42 du code du travail tunisien.  
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Mais on observe qu’en Egypte la loi prévoit que la convention collective ne s’applique 
aux travailleurs d’une entreprise que si le nombre des adhérents au syndicat parmi ces 
travailleurs soit égal au moins à 50% de l’ensemble des salariés de cette entreprise34. 

S’agissant de la durée de validité de la convention, celle-ci peut être conclue 
généralement pour une durée déterminée ou indéterminée. La législation palestinienne 
dispose, toutefois, que la durée de la convention est fixée à 3 ans. Avant 3 mois de 
l’expiration de cette durée, des négociations peuvent être ouvertes à la demande de l’une des 
parties ou sur accord des deux parties35.  

La loi prend souvent en considération l’impératif de stabilité dans les relations 
professionnelles, en prévoyant que la convention qui arrive à expiration ou est dénoncée 
continue à produire ses effets jusqu’à la conclusion d’un nouvel accord. De même la loi 
prévoit, parfois, le maintien des avantages acquis pour les salariés au cas où une convention 
collective a perdu sa force exécutoire. C’est le cas, par exemple, de la législation en 
Jordanie36.  

Pour d’autres pays, il n’existe pas une solution légale spécifique pour la protection des 
avantages acquis. Généralement cette protection passe par l’insertion d’une clause de 
maintien des avantages acquis dans la nouvelle convention. 

2- Le droit des conflits collectifs de travail : 

Le souci premier du législateur dans tous les pays arabes semble être celui de pacifier 
les relations professionnelles pour instaurer la paix sociale. Ainsi, on constate généralement 
que la loi accorde une importance particulière aux mécanismes de prévention des conflits 
collectifs et de leur règlement par voie pacifique, c’est à dire à travers la conciliation, la 
médiation et l’arbitrage. 

Dans la plupart des pays, le recours à la conciliation est obligatoire avant le 
déclenchement de toute grève.  La conciliation peut aussi être précédée d’une phase de 
négociations directes entre l’employeur et le syndicat. C’est ce que prévoit par exemple la 
législation égyptienne.37 Dans d’autres pays, de telles négociations se déroulent en fait mais 
sans être réglementées par la loi.38 

On doit signaler que certaines législations attribuent aussi à l’inspection du travail une 
fonction de conciliation en vue de tenter la résolution des conflits collectifs de travail. Dans 
certains pays cette fonction est réglementée par la loi39, alors que dans d’autres pays 
l’inspection de travail intervient de facto pour jouer ce rôle de conciliation40. 

���������������������������������������
34  Art. 91 de la loi du travail. 
35  Art. 56 de la loi n° 7 de l’année 2000. 
36  Art. 41 de la loi du travail. 
37  Art 94 de la loi du travail. 
38  C’est le cas par exemple de la Jordanie. 
39  C’est le cas par exemple de l’Algérie et de la Tunisie. 
40  C’est le cas par exemple du Maroc. 
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En plus de la conciliation, la loi prévoit parfois la possibilité de recourir à la 
médiation41, mais dans la plupart des pays cette possibilité semble être ignorée par le 
législateur. 

Quant au recours à l’arbitrage, on observe qu’il revêt dans certains pays un caractère 
obligatoire pour tous les conflits collectifs de travail. C’est le cas par exemple de l’Egypte42 et 
du Maroc43. Or cette solution risque de mettre en cause le droit à la grève du moment que la 
sentence arbitrale s’impose aux parties en litige.  

Dans les autres pays, la solution est différente : le recours à l’arbitrage est en principe 
facultatif, sauf dans certains cas exceptionnels où il devient obligatoire notamment lorsque le 
conflit concerne un service essentiel dans lequel l’interruption du travail risque de mettre en 
danger la vie, la sécurité ou la santé des personnes44. Dans ces services la loi prévoit d’ailleurs 
la possibilité de réquisition de l’entreprise ou de son personnel pour assurer la continuité du 
travail. 

On doit observer aussi que le droit de grève est, dans certains pays, consacré par la 
constitution45. Mais dans les autres pays il n’est pas affirmé explicitement par la constitution. 
Il est seulement prévu par la loi46 ou consacré par la jurisprudence47. 

Lorsqu’il est réglementé, le droit de grève connaît souvent des limitations découlant de 
la loi. Ainsi, dans plusieurs pays ce droit n’est pas reconnu aux fonctionnaires de l’Etat ou à 
certaines catégories de ces fonctionnaires.  

De même, certains pays, comme la Jordanie, imposent une obligation de paix durant la 
survie de la convention collective, qui entraîne l’interdiction de toute grève portant sur des 
questions couvertes par la convention. En plus, comme il a été mentionné, le droit de grève 
peut être limité par la procédure de réquisition qui est prévue pour assurer la continuité du 
travail dans les services jugés essentiels. 

A cela s’ajoutent des limites découlant des règles de procédure imposées par la loi pour 
l’exercice du droit de grève. Ainsi, dans la plupart des pays la grève surprise est interdite par 
l’effet de l’obligation de donner un préavis avant le déclenchement de la grève.48 De même, 
���������������������������������������
41  C’est le cas de l’Algérie où les parties en conflit peuvent recourir à un médiateur qu’elles désignent 

pour leur proposer une solution amiable. 
42  Art. 95 de la loi du travail. Notons que la jurisprudence en Egypte a considéré que l’arbitrage 

obligatoire n’est pas conforme à la Constitution.  
43  Art 1er du Dahir du 19-1-1946. 
44  C’est le cas par exemple en Algérie et en Tunisie. 
45  C’est le cas de l’Algérie (art.57 de la constitution) et du Maroc (art 14 de la constitution). 
46  C’est le cas de la Tunisie (art 376 et suivants du code du travail), de la Jordanie (art 134 et suivants 

de la loi du travail) et de la Palestine (art 66 de la loi du travail). 
47  C’est le cas de l’Egypte. Notons que dans ce pays, il existe un projet de la loi relatif à la 

réglementation de l’exercice du droit de grève. 
48  C’est le cas de la Tunisie où le délai de préavis est fixé à 10 jours (art 376 bis du code du travail), 

celui de la Jordanie où ce délai est fixé à 14 jours en cas de grève en dehors du service public et 28 
jours en cas de grève dans un service public (art.135 de la loi du travail) et celui de la Palestine où 
ce délai est fixé à 4 semaines en cas de grève dans le service public et à 2 semaines dans les autres 
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dans certains pays, la loi consacre une conception organique de la grève en exigeant qu’elle 
soit approuvée par l’organisation syndicale49. 

Enfin, concernant le lock-out, certains pays le consacrent en tant que droit en faveur des 
employeurs, en contre partie du droit de grève reconnu aux salariés. Ils adoptent ainsi la 
théorie dite de « l’égalité des armes »50. En revanche, dans les autres pays, la loi garde 
totalement le silence sur ce sujet51. 

***** 

Pour conclure, il nous semble indispensable de signaler que, malgré les divergences 
entre les différents systèmes des pays arabes en matière de droit du travail, il existe plusieurs 
points communs qui ont été dégagés à travers cette étude dont l’objectif essentiel est celui de 
préparer à des actions futures en vue de réaliser le rapprochement nécessaire entre ces 
systèmes. Ce rapprochement peut être une première étape vers l’unification des normes 
sociales dans les pays arabes. 

En réalité, cet objectif ne pourrait se réaliser que selon une démarche réaliste et 
progressive. Il exige surtout de prendre conscience des défis auxquels s’affronte aujourd’hui 
la législation sociale partout dans le monde. 

Ces défis proviennent essentiellement des mutations économiques, sociales et 
technologiques liées à la libéralisation et la mondialisation des échanges qui ont engendré un 
désengagement de l’Etat dans le domaine économique et un recul de son rôle régulateur. D’où 
le risque de démantèlement des législations sociales au nom de l’efficacité économique et un 
bouleversement des fonctions du droit  du travail. Celui-ci ne se limite plus à la protection des 
travailleurs, mais tend de plus en plus à protéger l’entreprise en prenant en considération les 
impératifs du renforcement de ses capacités de production et de concurrence. 

Dans ce contexte, la question centrale qui demeure posée est celle de savoir comment la 
législation sociale peut-elle réussir à s’adapter à la conjoncture nouvelle, pour tenir compte 
des impératifs de souplesse nécessaire à l’entreprise, sans abandonner sa fonction 
traditionnelle et principale de protection des travailleurs ? 

������������������������������������������������������������������������������������������������������������������������
cas (art 67 de la loi du travail). Notons qu’en Palestine la loi exige que le préavis de grève soit 
approuvé par 51 % au moins des personnes employées par l’entreprise. 

49  C’est le cas de la Tunisie, (art 376 bis du code du travail). 
50  C’est le cas de la Jordanie, du Maroc, de la Palestine et de la Tunisie. 
51  C’est le cas de l’Algérie et de l’Egypte. 
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ANNEXE 

CONVENTIONS INTERNATIONALES DU TRAVAIL RATIFIEES  

PAR LES PAYS ARABES 
 

DATE DE RATIFICATION PAR PAYS N° DE LA 
CONVENTION 

ALGERIE EGYPTE JORDANIE MAROC TUNISIE 

C.1 - 1960 - - - 
C.2 - 1954 - 1960 - 
C.3 1962 - - - - 
C.4 - - - 1956 - 
C.6 1962 - - - - 
C.8 - - - - 1970 
C.9 - 1982 - - - 

C.11 1962 1954 - 1957 1957 
C.12 - - - 1956 1957 
C.13 1962 - - 1956 1956 
C.14 1962 1960 - 1956 1957 
C.16 - - - - 1970 
C.17 1962 1960 - 1956 1957 
C.18 1962 1960 - 1956 1959 
C.19 1962 1948 - 1956 1959 
C.22 - 1982 - 1958 1970 
C.23 - 1982 - - 1970 
C.24 1962 - - - - 
C.26 - 1960 - 1958 1957 
C.27 - - - 1956 - 
C.29 1962 1955 1966 1957 1962 
C.30 - 1960 - 1974 - 
C.32 1962 - - - - 
C.41 - - - 1956 - 
C.42 1962 - - 1957 - 
C.44 1962 - - - - 
C.45 - 1947 - 1956 1957 
C.52 - 1954 - 1956 1957 
C.53 - 1939 - - - 
C.55 - 1982 - 1958 1970 
C.56 1962 1982 - - - 
C.62 1962 1982 - - 1959 
C.63 1962 1940 - - - 
C.65 - - - 1963 1962 
C.68 1962 1982 - - - 
C.69 1962 1982 - - - 
C.70 1962 - - - - 
C.71 1962 1982 - - - 
C.73 1962 1982 - - 1970 
C.74 1962 1967 - - - 
C.77 1962 - - - 1970 
C.78 1962 - - 1957 - 
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DATE DE RATIFICATION PAR PAYS N° DE LA 

CONVENTION 
ALGERIE EGYPTE JORDANIE MAROC TUNISIE 

C.80 1962 1949 - 1957 - 
C.81 1962 1956 1969 1958 1957 
C.87 1962 1957 - - 1957 
C.88 1962 1954 - - 1968 
C.89 1962 1960 - - 1957 
C.90 - - - - 1961 
C.91 1962 - - - 1970 
C.92 1962 1982 - 1956 - 
C.94 1962 1960 - - - 
C.95 1962 1960 - - 1958 
C.96 1962 1960 - - - 
C.97 1962 - - 1979 - 
C.98 1962 1954 1968 1957 1957 
C.99 1962 - - 1960 1959 

C.100 1962 1960 1966 1979 1968 
C.101 1962 1956 - 1960 - 
C.104 - 1958 - 1963 1962 
C.105 1969 1958 1958 1966 1959 
C.106 - 1958 1979 1974 1958 
C.107 - 1959 - - 1962 
C.108 1991 - - 2001 1959 
C.111 1969 1960 1963 1963 1959 
C.113 - - - - 1963 
C.114 - - - - 1963 
C.115 - 1964 - - - 
C.116 - 1962 1963 1962 1962 
C.117 - - 1963 - 1970 
C.118 - 1993 1963 - 1965 
C.119 1969 - 1964 1974 1970 
C.120 1969 - 1965 - 1970 
C.122 1969 - 1966 1979 1966 
C.124 - - 1966 - 1967 
C.127 1969 - - - 1970 
C.129 - - - 1979 - 
C.131 - 1976 - - - 
C.134 - 1982 - - - 
C.135 - 1982 1979 2002 - 
C.136 - - - 1974 - 
C.137 - 1982 - - - 
C.138 1984 1999 1998 2000 1995 
C.139 - 1982 - - - 
C.142 1984 1982 1979 - 1989 
C.144 1993 1982 - - - 
C.145 - 1983 - 1980 - 
C.146 - - - 1980 - 
C.147 - 1983 - 1981 - 
C.148 - 1988 - - - 
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DATE DE RATIFICATION PAR PAYS N° DE LA 

CONVENTION 
ALGERIE EGYPTE JORDANIE MAROC TUNISIE 

C.149 - 1982 - - - 
C.150 1984 1991 - - 1988 
C.152 - 1988 - - - 
C.158 - - - 1993 - 
C.159 - 1988 - - 1989 
C.178 - - - 2000 - 
C.179 - - - 2000 - 
C.180 - - - 2000 - 
C.181 - - - 1999 - 
C.182 2001 2002 2000 2001 2000 
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FORUM SYNDICAL EUROMED

POSITION COMMUNE SUR LE DROIT DU TRAVAIL

Dans un contexte marqué à la fois par des mutations économiques et sociales profondes et par
des incertitudes  nées de la mondialisation, le droit du travail est aujourd’hui de plus en plus
mis en cause, accusé d’être trop rigide et présenté souvent comme un élément perturbateur des
mécanismes du marché. Au nom de l’efficacité économique et de la lutte contre le chômage, il
est mis en demeure de  se corriger, de s’adapter, d’être plus flexible, de se débarrasser de sa «
rigidité » liée à son souci de protection en faveur des salariés.

Cette situation n’est pas propre aux pays arabes. Mais, ici comme ailleurs, il est inquiétant
d’observer le même risque de démantèlement de la législation sociale au nom de l’exigence de
l’emploi et de l’efficacité économique. Il est frappant aussi d’observer la marginalisation de la
dimension sociale dan le processus du partenariat euro-méditerranéen, alors que la déclaration
de Barcelone entendait instaurer entre les pays des deux rives de la méditerranée un partena-
riat englobant à la fois les domaines économique, financier, social, culturel et humain.

Partant de ces constatations générales et ayant conscience des défis aux quels s’affronte au-
jourd’hui la législation sociale partout dans le monde, les organisations syndicales membres du
Forum Euro-med :

Considèrent que le respect des droits sociaux fondamentaux est une condition essentielle
et indispensable du développement  économique et social.

Rappellent que, dans le but d’assurer le lien entre la croissance  économique et le progrès
social, tout développement doit être centré sur l’homme, en préservant sa dignité et consa-
crant sa primauté.

Estiment que, dans ce cadre, le droit du travail revêt toujours une importance particulière
par sa fonction traditionnelle, qui doit rester la fonction principale de toute loi sociale, cel-
le de défendre l’humanité de l’homme et d’écarter les formes d’exploitation qui réduisent
le travail humain à une chose, à une marchandise.

Pour ces raisons et tout en tenant compte des spécificités des différents systèmes juridiques na-
tionaux, nos organisations syndicales entendent œuvrer pour réaliser un rapprochement entre
ces systèmes en vue de faciliter l’harmonisation des normes sociales. Elles entendent surtout
défendre et promouvoir:

1. La ratification et le respect des normes internationales du travail, notamment les normes
fondamentales prévues par la déclaration de l’O.I.T de 1998, tout en soulignant que ces
normes ne doivent pas servir à des fins commerciales protectionnistes.

2. La consécration du droit de tout citoyen à l’accès à l’emploi et à la formation profes-
sionnelle de base et continue, sur la base des principes de liberté et d’égalité. Dans ce cadre,
il est indispensable que la loi intervienne pour réglementer le recours au travail précaire qui
ne cesse de se développer à travers des formes multiples comme l’emploi par les contrats à

90



durée déterminée, l’emploi par le biais des entreprises de travail temporaire et la sous-trai-
tance. Le législateur est alors appelé à limiter le recours à ces formes d’emploi précaire et
consacrer l’égalité entre les travailleurs permanents et les travailleurs non permanents.

3. Le renforcement des dispositions du droit du travail - notamment celles destinées à pro-
téger l’hygiène et la sécurité au travail - tout en assurant leur effectivité qui exige surtout le
renforcement du pouvoir de contrôle de l’inspection du travail en développant son potentiel
humain et ses moyens matériels, ainsi que le renforcement de l’autorité judiciaire compé-
tente en matière de règlement des conflits de travail en développant son indépendance et en
améliorant son fonctionnement.

4. La protection des salariés face aux effets dévastateurs de la mondialisation, notamment la
perte de l’emploi et l’exclusion sociale. Les salariés doivent surtout être associés active-
ment, à travers leurs repésentants syndicaux, dans toute mesure concernant l’entreprise et sa
situation économique et sociale.

Par ailleurs, les organisations syndicales membres du Forum Euro-med s’inquiètent du déclin
de la dimension collective des relations professionnelles notamment par le recours excessif aux
techniques individuelles de contractualisation.  Ce déclin peut s’expliquer par plusieurs fac-
teurs : extension du chômage, précarisation de l’emploi, recul du secteur industriel au profit
du secteur tertiaire, individualisation des modes de vie et de travail, etc… 

Encouragé par certains employeurs, ce déclin du collectif ne peut qu’affaiblir les syndicats et
mettre en cause leur fonction de représentation et de défense des intérêts collectifs des salariés.

Face à cette situation, nos organisations syndicales expriment énergiquement leur engagement
à défendre les droits collectifs des salariés qui constituent un élément indispensable de la dé-
mocratie moderne.

Au centre de ces droits se trouve la liberté syndicale considérée comme une liberté fondamen-
tale et un substrat traduisant un ordre social pluraliste s’opposant à une conception totalitaire
de la société.

Pour cela, nos organisations syndicales exigent :

Le renforcement de la liberté syndicale sur la base des normes internationales du travail, tout
insistant sur la nécessité de ratifier les conventions de l’O.I.T. relatives à ce sujet et qui ne
sont pas encore ratifiées par certains pays.

Le respect effectif de l’autonomie des organisations syndicales aussi bien face aux pouvoirs
publics qu’à l’égard du patronat.

L’instauration d’une protection juridique efficace des représentants des salariés, notamment
à travers l’incrimination des mesures patronales anti-syndicales.

La promotion de la négociation collective qui demeure l’instrument approprié du dialogue
social et de valorisation des relations professionnelles.

La protection du droit de grève en mettant fin aux différents obstacles et limitations qui ris-
quent de mettre en cause ce droit fondamental, corollaire du droit syndical.
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Le Forum syndical Euro-med s’engage de son côté à renforcer l’expertise de ses membres et ex-
perts, et à développer leurs connaissances et expérience par des activités de recherches et de for-
mation et par des rencontres portant sur les différents thèmes d’actualité du droit social.

A cet égard, le Forum s’engage à mettre en place dans chaque organisation un « comité pour
le droit du travail » qui favorisera les échanges dans ce domaine et recherchera les solutions
communes dans le cadre de l’accord Euro-Méditéranéen. Ce comité pourra être associé à la
conception et à la création d’un site Internet consacré au droit social dans les pays arabes, ce
qui facilitera pour les syndicats et leurs experts de connaître les normes juridiques dans ces
pays et de pouvoir mener des actions comparatives en vue de préparer l’harmonisation des
normes sociales.
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وإزاء هذا الوضع، تعلن منظماتنا النقابية عن التزامها الصارم بالدفاع عن               
 . حقوق الأجراء الجماعية التي تمثل رآيزة أساسية من رآائز الديموقراطية الحديثة

 
 تتموقع في لب هذه الحقوق وهي احدى                     وهنا نجد أن الحرية النقابية            

الحريات الأساسية ورآيزة تترجم نظام اجتماعي تعددي معارض لأي اعتبار                        
 .شمولي استبدادي في صلب المجتمع

 
 : لذلك تطالب منظماتنا النقابية بـ 

 
تعزيز الحرية النقابية على أسس قوانين العمل الدولية بالتأآيد على ضرورة            .1

يات المنظمة الدولية للشغل والخاصة بهذا الموضوع             المصادقة على اتفاق    
 . والتي لم تصادق عليها بعض الدول بعد

الاحترام العملي والملموس لاستقلالية المنظمات النقابية سواء من طرف                  .2
 . السلط العامة أو من طرف منظمات أرباب العمل

إقامة نظام قضائي ناجع يعمل من أجل حماية ممثلي الأجراء خاصة                              .3
سطة ردع التدابير التي تمارسها منظمات أرباب العمل بهدف الحاق                     بوا

 .الضرر بالمنظمات النقابابية
الحث على ممارسة المفاوضات الجماعية، أنجع الوسائل لضمان الحوار                  .4

 .  الإجتماعي وللرفع من قيمة العلاقات المهنية
حماية حق الإضراب بالقضاء على مختلف العوائق والحواجز المسلطة                     .5

ليه، والتي على وشك تحقيق هدفها في التشكيك في شرعية هذا الحق                         ع
  .الحق النقابيالأساسي، وبالتالي في 

 
آما يلتزم المنتدى النقابي الأورومتوسطي من جهته بالعمل من أجل تعزيز                        
خبرة أعضائه وخبرائه وتطوير معارفهم وخبراتهم بدعم أنشطة البحث والتكوين               

 تنظيم لقاءات تتطرق إلى دراسة مختلف الأوضاع                   المستمر وآذلك من خلال       
 . الراهنة والخاصة بالحقوق الاجتماعية

 
وبالتالي يعلن المنتدى النقابي الأورومتوسطي عن التزامه بتأسيس في صلب                 

تعمل من أجل تبادل المعلومات والخبرات         " لجنة قانون العمل   "آل منظمة نقابية      
. مشترآة في إطار الإتفاقية الأورومتوسطية     في هذا الميدان وللبحث عن الحلول ال        

وقد ينطلق عمل هذه اللجنة بخلق موقع بشبكة الأنترنات يهتم بالقوانين الاجتماعية               
في البلدان العربية وهو ما يسهل على النقابات وعلى خبرائها التطلع على التعاليم                  

نة يكون الهدف    القانونية في هذه البلدان ويتيح لهم الفرصة بالقيام بدراسات مقار                
 .              منها تحضير الطريق للتوفيق بين مختلف التعاليم الاجتماعية
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ير عملية انسجام المعايير         ارساء تقارب بين هذه الأنظمة وذلك من أجل تيس                      
 : الاجتماعية، آما تسعى خاصة إلى المد بالدعم والدفاع عن

 
المصادقة على قوانين الشغل العالمية ودعمها، خاصة منها المشار إليها في             .1

 بالإشارة إلى أن هذه          1988اعلان المنظمة الدولية للعمل الصادر سنة               
 . عاً لمذهب الحمايةالقوانين لا يجب أن تستغل لأغراض تجارية وتب

 
تدعيم حق آل مواطن في التمتع بفرص العمل وحقه في التكوين المهني                       .2

وفي هذا  . الاساسي والمستمر انطلاقاً من قاعدة مبدأي الحرية والمساوات           
النساق يتحتم تدخل القانون لتأطير ظاهرة اللجوء إلى العمل الغير مستقر                  

يل عن طريق العقود المحدودة        الذي ماانفك يتطور بأشكال مختلفة آالتشغ         
. المدى أو التشغيل عن طريق شرآات التوظيف الوقتي والمناولة التعاقدية             

فعلى المشرع إذاً أن يحدد من عملية اللجوء إلى مثل هذه الأشكال من                             
التشغيل الغير مستقر وإلى دعم مبدأ المساوات بين العمال المرسمين والغير           

 .  مرسمين
 

 خاصة منها المتعلقة بالحماية الصحية وبضمان       –العمل  دعم تراتيب قانون     .3
  ببذل الجهود من أجل انجاح نجاعتها التي                  –السلامة في ميدان الشغل         

تتطلب خاصة تعزيز نفوذ نظارة الشغل وذلك بتطوير الإطار البشري                        
ومدها بالدعم المادي، آذلك بتوطيد نفوذ السلطة القضائية المختصة في                     

ات الطارئة في ميدان الشغل بتطوير استقلاليتها                      مجال تسوية النزاع       
 .وبتحسين ظروف عملها

 
حماية الأجراء من عواقب العولمة المدمرة، خاصة فقدان مناصب الشغل                 .4

فيتحتم على الأجراء إذاً بأن يتحدوا عملياً من خلال            . والإقصاء الاجتماعي 
ا ممثليهم النقابيين، في جميع المسائل التي تخص المؤسسة ووضعه                              

 .الاقتصادي والاجتماعي
 

وتعبر المنظمات النقابية الأعضاء بالمنتدى النقابي الأورومتوسطي عن قلقها إزاء            
تقهقر البعد الجماعي للعلاقات المهنية الناتجة خاصة عن اللجوء المفرط فيه إلى                    

ويمكننا تفسير هذا الوضع بالرجوع إلى العديد          . التقنيات الفردية في عملية التعاقد      
تفاقم البطالة، تقهقر شروط العمل، تراجع قطاع الصناعة           :  العوامل، من بينها    من

 ...      في صالح القطاع الثالث، توجه ظروف الحياة وظروف العمل نحو الفردية، الخ
     

إن هذا التقهقر في صلب الطبقة الشغيلة والذي تسبب فيه وإلى حد ما قسم                    
خلال بالنقابات والتشكيك في وظيفتها في            من أرباب العمل، ما من شأنه إلا الا               

 . تمثيل مصالح الطبقة الشغيلة والدفاع عنها
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 المنتدى النقابي الأورومتوسطي
 الموقف المشترك إزاء قانون العمل

 
في جو تسوده التحولات الإقتصادية والإجتماعية العميقة من ناحية                                
والتذبذبات الناتجة عن ظاهرة العولمة من ناحية أخرى، تتوجيه أصابع الاتهام                 

 غالباً،   نحو قانون العمل واصفة إياه بالتصلب، وآعنصر مخل بأنظمة السوق                  
فباسم النجاعة الإقتصادية وباسم مقاومة البطالة يطالب قانون العمل بأن تطرأ                   

" صلابته"عليه اصلاحات وبأن يتأقلم وبأن يصبح أآثر مرونة ويتخلى عن                        
 .المرتبطة بقلقه على الدفاع عن حقوق الأجير

 
نا إن هذا الوضع ليس خاصاً بالبلدان العربية فحسب، ولكن ما يثير القلق ه                

وفي غيرها من المناطق هو أن نسجل نفس الخطر، خطر تفكك التشريع                                 
ومما يثير  . الاجتماعي وذلك باسم مقتضيات التشغيل وباسم النجاعة الاقتصادية          

الحيرة آذلك هو أن نلاحظ تهميش البعد الاجتماعي داخل مسيرة الشراآة                             
راآة بين بلدان   الأورومتوسطية بالرغم من أن اعلان برشلونة يتطلع إلى خلق ش          

الضفتين المتوسطيتين تضم آل من المجال الاقتصادي، المالي، الاجتماعي،                    
 .الثقافي والانساني

 
وانطلاقا من هذه الملاحظات العامة ووعيا منها بالتحديات التي يواجهها                   
التشريع الاجتماعي اليوم في جميع أرجاء العالم، المنظمات النقابية، أعضاء                     

 :الأورومتوسطي المنتدى النقابي 
 

 تعتبر أن احترام الحقوق الاجتماعية الأساسية يبقى شرطاً أساسياً وضرورياً لكل                -
 . تطور اقتصادي واجتماعي

 
 تذآر أنه من أجل ضمان التواصل بين النمو الاقتصادي والتقدم الاجتماعي يتحتم                -

 على آل تطور أن يكون مرتكزاً على الانسان وذلك بالمحافظة على آرامته                        
 .وبالعمل من أجل أولويته

  
 تعتبر أنه في مثل هذا الظروف يكتسي قانون العمل أهمية خاصة دائماً، وهذه                          -

الأهمية تتفسر في دوره التقليدي الذي يتحتم عليه أن يظل دائماً الرآيزة الأساسية    
لجميع القوانين الاجتماعية، وهي الدفاع عن الانسانية من الانسان نفسه وذلك                    

ميع أشكال الاستغلال التي تحول عمل الإنسان إلى مجرد شيء، إلى                    بازالة ج 
 . مجرد بضاعة

لكل هذه الأسباب وبأخذ خاصيات مختلف الأنظمة القانونية الوطنية بعين                 
الاعتبار، تعتبر منظماتنا النقابية أنه من الضروري التحرك من أجل التوصل إلى                
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